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«Cuando todo está dicho, explicado y probado, es hora de conducirse 
creyendo a cierra ojos que la idea nos dará la verdad social española. No 
temáis que os llamen sectarios. Yo lo soy. Tengo la soberbia de ser, a mi 
modo, ardientemente sectario, y en un país como éste, enseñado a huir de la 
verdad, a transigir con la injusticia, a refrenar el libre examen y a soportar 
la opresión, ¡qué mejor sectarismo que seguir la secta de la verdad, de la 
justicia y del progreso social! Con este ánimo se trae la República». 
 
AZAÑA DÍAZ, Manuel: «Llamada al combate (11, febrero, 1939)», en Obras 






«Resolved lo que queráis, pero afrontando la responsabilidad de dar 
entrada a esa mitad de género humano en política, para que la política sea 
cosa de dos, porque solo hay una cosa que hace un sexo solo: alumbrar; las 
demás las hacemos todos en común, y no podéis venir aquí vosotros a 
legislar, a votar impuestos, a dictar deberes, a legislar sobre la raza 
humana, sobre la mujer y sobre el hijo, aislados, fuera de nosotras». 
 
CAMPOAMOR RODRÍGUEZ, Clara: «Discurso ante las Cortes Constituyentes 
del 30/IX/1931», en El voto femenino y yo. Mi pecado mortal, Madrid, Horas y 




La construcción de la democracia republicana: el debate constitucional de 1931 
 
Resumen 
La democracia republicana, articulada e implantada en España durante 1931, fue un 
hecho muy significativo. La caída de la Monarquía y el advenimiento de la Segunda 
República española hicieron necesario dotar al país de un marco legal y por ello la primera 
tarea que se afrontó fue la redacción y posterior discusión de la Constitución. De ella 
surgió el reconocimiento de amplios derechos sociales, el derecho de sufragio femenino, 
la fórmula del «Estado integral», etc. Un campo de trabajo ciertamente interesante que 
ofrece la posibilidad de reflexionar sobre los mismos orígenes de la democracia española, 
así como de los antecedentes directos de la Constitución de 1978. Es por ello que en este 
trabajo se analizan los principales factores que llevaron a su aprobación final, 
consolidando de ese modo la democracia en España. 
 





Republican democracy, articulated and implanted in Spain during 1931, was a 
meaningful fact. The fall of the Monarchy and the arrival of the Second Spanish Republic 
made necessary to set up the country with a legal framework and according to this, the 
first task was the drafting and subsequent discussion of the Constitution. From it emerged 
the recognition of broad social rights, the right of women's suffrage, the "integral state" 
formula, etc. A field of work certainly interesting that offers the possibility of reflecting 
on the same origins of Spanish democracy, as well as on the direct origins of the 
Constitution of 1978. This is the reason why this work intends to analyze the main factors 
that led to its approval and consolidated the democracy in Spain. 
 
Key words: Second Spanish Republic, democracy, Constitution, debate, women’s 
suffrage. 
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Introducción: metodología y objetivos 
Este trabajo de final de grado tiene como objetivo analizar un hito fundamental de 
la reciente historia de España, un hito que trajo consigo la democracia por un breve 
periodo de tiempo a nuestro país. Nos referimos a la Constitución de 1931, carta magna 
de la Segunda República Española vigente entre 1931 y 1939. Dada la complejidad del 
periodo temporal seleccionado, así como de los múltiples campos de trabajo que pueden 
derivarse del estudio de una constitución, hemos decidido centrarnos esencialmente en el 
periodo que se comprende entre los meses de abril y diciembre de 1931, un periodo en el 
que se intentó dar forma a una república surgida de la noche a la mañana. Así pues, nuestra 
intención es ahondar en las causas internas y externas, las motivaciones, que fueron 
conformando los diversos artículos de la constitución con el fin de analizar la democracia 
republicana. Del mismo modo, consideramos de especial interés el aspecto relativo a la 
concesión del voto femenino y el debate sobre el mismo en las Cortes como un hito 
histórico y fundamental para entender el devenir de la Segunda República. 
Hemos seleccionado este tema por varios motivos, pero consideramos que el más 
importante de todos ellos es el análisis de esa democracia republicana configurada a raíz 
de la actuación del Gobierno Provisional y de la Constitución. Hoy por hoy, la democracia 
es algo que la población ha asumido como propio, como intrínseco en su vida diaria, un 
aspecto necesario sin el cual es imposible concebir el mundo actual. No obstante, en la 
década de los 30 del siglo XX España acababa de salir de una dictadura y la democracia 
se situaba en un horizonte difuso. A pesar de ello, la Constitución dio cuerpo a una idea 
que parecía algo distante. Sin embargo, a la hora de afrontar el estudio de esta temática 
se plantearon una serie de preguntas: esa nueva democracia, ¿en qué grado era 
democrática? ¿Qué aspectos conformaban la constitución republicana para que 
pudiésemos hablar de democracia real? ¿Es acaso comparable a la realidad surgida tras 
la Transición en los años setenta? 
A lo largo de este trabajo intentaremos dar respuesta a estas preguntas con el fin de 
aclarar un poco la visión que se tiene de la Segunda República, una visión en muchos 
casos sesgada por la cruda experiencia de la Guerra Civil y el Franquismo. Por otra parte, 
también querríamos hacer nuestra pequeña aportación al ámbito de los estudios de 
Historia y Género analizando el intenso debate que tuvo lugar en las Cortes republicanas 
para decidir si la concesión del voto a las mujeres debía darse o no. Este punto es 
fundamental, un hecho histórico de gran magnitud que por desgracia en muchos casos ha 
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sido ignorado o menospreciado y que incluso en una sociedad como la que hoy tenemos 
se desconoce. 
Para articular este trabajo primeramente haremos alusión —de forma breve— a la 
situación que se vivía en España al comienzo de los años treinta del pasado siglo, 
haciendo hincapié en el momento de la proclamación de la 2ª República. En ese breve 
apartado intentaremos aportar una visión general de la situación del país para poner en 
contexto al lector antes de profundizar más en el tema principal. 
Acto seguido se desarrollará el cuerpo argumentativo del trabajo basándose 
esencialmente en tres vertientes interrelacionadas para su estudio y análisis, puntos 
básicos que constituyen el eje en torno al cual se articulará el trabajo: 
 
1. La formación del Gobierno Provisional y las disposiciones que se adoptaron 
para articular el país en 1931, mostrando especial atención en el 
anteproyecto de la Constitución. 
2. El debate constitucional entre septiembre y diciembre que dio forma a la 
Constitución y finalmente la aprobó, analizando los principales artículos de 
la misma que asentaron la democracia republicana. 
3. La cuestión de género en España y el debate para la concesión del voto 
femenino. 
 
Mediante el empleo de un método hermenéutico pretendemos partir de premisas 
generales y de ciertas hipótesis para contrastarlas con diversos acontecimientos de interés 
que a su vez nos remitan de nuevo a esas premisas generales, confirmando, si se da el 
caso, las hipótesis que se presentaron al comienzo del trabajo. De ese modo pretendemos 
mantener en estrecha relación todos los posibles aspectos de interés que surjan en este 
trabajo, permitiendo así obtener una visión global del tema tratado. 
Finalmente, se presentarán las conclusiones donde se aportarán reflexiones propias 
sobre el desarrollo del presente trabajo y sobre la importancia que tienen estos temas en 
el mundo actual. Tal vez estas reflexiones permitan comprender mejor algunos procesos 
que estamos viviendo en la actualidad, algunos de especial renombre como puede ser la 
potencia del movimiento feminista o la crisis de los sistemas democráticos. Antes de pasar 
a mayores, no obstante, conviene establecer una serie de ideas previas que se han decidido 
seguir para elaborar este trabajo de investigación. Como se ha mencionado con 
anterioridad, el eje vertebrador de este trabajo lo constituyen tres vertientes, a saber: el 
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Gobierno Provisional, el debate constitucional y la cuestión de género. Estas tres 
vertientes, con la Constitución como telón de fondo, atienden a intentar responder las 
preguntas que formulábamos al principio. 
En base a esas cuestiones la principal labor ha sido heurística, recogiendo y 
sistematizando diversas fuentes de información para poder obtener suficientes datos con 
los que articular este trabajo. Por supuesto, uno de los principales lugares al que se ha 
acudido para buscar las fuentes ha sido la Biblioteca General de la Universidad de 
Alicante, de donde se han podido obtener numerosos manuales y artículos que han 
facilitado nuestra labor. Por otra parte, los portales electrónicos han sido también 
esenciales en el proceso de recopilación de información, como por ejemplo Dialnet, RUA, 
Teseo, la Hemeroteca Digital de la Biblioteca Nacional, etc. Las páginas web de los 
periódicos del momento han sido claves en el proceso de búsqueda de información, así 
como la página web del Congreso de los Diputados, que ha proporcionado los «Diarios 
de Sesiones de las Cortes» completamente digitalizados y de libre acceso. En base a esta 
búsqueda de información, las fuentes empleadas en el presente trabajo pueden dividirse 
en tres ámbitos: 1) manuales de carácter general y obras de síntesis, que han 
contextualizado todo el trabajo y han proporcionado el marco histórico necesario desde 
el cual aproximarse al tema de estudio; 2) artículos científicos y capítulos específicos de 
determinadas publicaciones que aportan una visión más característica de determinados 
puntos del trabajo y permiten una mayor comprensión de los mismos; y 3) fuentes 
primarias de la época, especialmente periódicos, datos estadísticos y los diarios de 
sesiones de las Cortes. También se han consultado obras que recopilan diarios e 
impresiones de los principales actores políticos del contexto histórico que se aborda en 
ese trabajo, con el fin de comprender mejor la situación que se vivió en 1931. 
Finalmente, quisiéramos agradecer la inestimable ayuda proporcionada por el tutor 
de este trabajo, Glicerio Sánchez Recio, así como por otros docentes del Departamento 
de Humanidades Contemporáneas que han orientado esta labor de búsqueda de 
información y han aportado numerosas referencias para complementarla, destacando 
especialmente la profesora Mónica Moreno Seco, que ha facilitado sobremanera la 
obtención de información acerca del sufragio femenino y la cuestión de género. 
Una vez presentados los objetivos y las bases metodológicas podemos centrarnos 
en el desarrollo del propio trabajo de investigación, empezando, como ya se ha dicho, por 
el contexto de la España de principios de 1930. 
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1. España en los inicios de los años treinta del siglo XX 
La situación del país a comienzos de la década de los treinta era cuanto menos 
compleja. La Dictadura de Primo de Rivera (1923-1930) había llegado a su fin a 
comienzos de año y España se encontró inmersa en un periodo de inestabilidad política. 
Retomar la ya rancia “normalidad constitucional”, heredera del sistema de la 
Restauración, fue el principal objetivo de Alfonso XIII pero la situación era mucho más 
compleja que eso. Numerosos políticos monárquicos del momento fueron conscientes de 
la imposibilidad de defender a un rey que había tolerado una dictadura y se había 
mostrado incapaz de recuperar el poder. Reveladoras fueron las palabras de Miguel 
Maura, hijo del conservador Antonio Maura: «la Monarquía se ha suicidado»; unas 
palabras no faltas de razón ya que tras la incorporación de Maura a las filas republicanas 
conservadoras le siguieron otras importantes personalidades monárquicas como Sánchez 
Guerra o Alcalá-Zamora1. 
No obstante, ¿qué había cambiado en esas primeras décadas del siglo XX para que 
no pudiese retomarse el viejo turno dinástico anterior a la dictadura? Uno de los 
principales problemas fue precisamente la ausencia de unos partidos políticos 
consolidados y eficaces que pudiesen ocupar el lugar de los partidos liberal y conservador, 
prácticamente eliminados durante la dictadura. Las pretensiones de Alfonso XIII de 
retomar la Constitución de 1876 eran prácticamente inviables, sobre todo teniendo en 
cuenta que él mismo permitió su supresión durante la dictadura primorriverista, pero 
además hay un factor clave que influyó de forma decisiva: el agotamiento per se del 
sistema de la Restauración, un sistema que fue incapaz de asimilar los profundos cambios 
socio-económicos que se desarrollaron en Europa —y por extensión en España— a lo 
largo de las primeras décadas del siglo XX.2 
España seguía siendo eminentemente rural pero la repatriación de capitales tras el 
Desastre del 98 y la neutralidad durante la Gran Guerra allanaron el despegue económico 
desde la segunda década del siglo en España, un despegue que pudo observarse sobre 
todo en las áreas ya industrializadas en los últimos coletazos del anterior siglo: Cataluña 
y el País Vasco. La industria se diversificó y se amplió enormemente, las constructoras 
transformaron la fisonomía del espacio urbano de grandes núcleos poblacionales como 
                                                 
1 CASANOVA, Julián, República y Guerra Civil. Historia de España Vol. 8., Madrid, Editorial 
Crítica/Marcial Pons, 2007 p. 3. 
2 BAHAMONDE, Ángel (coord.), Historia de España. Siglo XX 1875-1939, Madrid, Ediciones Cátedra, 
2000, pp. 543. 
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Sevilla, Valencia, Madrid, etc. La población total de España creció de 18’6 millones en 
1900 a cerca de 24 millones de habitantes a comienzos de 1930,3 si bien la mortalidad 
siguió siendo enormemente alta para los estándares de la época —16’8 ‰ en 1930—. 
Tras estos datos se ocultan mejoras en la alimentación, en la sanidad y en la higiene. La 
población comenzó a concentrarse en las ciudades, abandonando el campo atraídas por 
los sectores secundario y terciario. 
Hasta 1930, en el ámbito político el republicanismo se había mostrado débil, 
disperso y enfrentado entre sí. No obstante, la caída de la dictadura trajo consigo un 
aumento espectacular de las tendencias republicanas y socialistas, y nuevas formaciones 
políticas republicanas se presentaron como serias opciones a tomar en cuenta frente a los 
sectores tradicionales monárquicos, apoyados por la Iglesia Católica, las oligarquías 
industriales, la aristocracia, etc. Aquellos partidos4 contaron con notables personalidades 
en sus filas, abarcando una amplia base social que contaba con tendencias anticlericales, 
nacionalistas, católicas, liberales, conservadoras, etc. Esta amalgama de tendencias y 
opiniones políticas encontró un punto de cohesión en la coalición republicana que se 
fraguó el 17 de agosto de 1930 en San Sebastián, una coalición que selló un pacto con el 
fin de traer la República a España.5 Numerosos fueron los republicanos y los 
«monárquicos sin rey» que clamaron ante la incapacidad del general Dámaso Berenguer 
de retomar la normalidad constitucional, una normalidad que se antojó imposible. La 
república era cada vez más una solución que una alternativa al problema español. 
El 15 de noviembre de 1930 Ortega y Gasset publicó su famoso artículo «El error 
Berenguer» en el periódico El Sol, un artículo con una enorme repercusión mediática que 
encendió los ánimos entre numerosos sectores de la población puesto que el filósofo 
definió la «Dictablanda» del general Berenguer como la respuesta de la Monarquía a la 
anterior dictadura, como un mero intento de borrar lo acontecido e intentar recuperar «la 
normalidad». Ortega y Gasset lo definió de este modo: 
 
«Cuya política significa: Volvamos tranquilamente a la normalidad por los medios 
más normales, hagamos ‘como si’ aquí no hubiese pasado nada radicalmente nuevo, 
sustancialmente anormal. Eso es todo lo que el Régimen puede ofrecer, en este momento 
                                                 
3 CASANOVA, Julián, República y Guerra Civil..., op. cit., pp. 4-6 y SÁNCHEZ PÉREZ, Francisco 
(coord.), La España del siglo XX. Síntesis y materiales para su estudio, Madrid: Alianza Editorial, 2015, 
pp. 81-83. 
4 Hablamos de Alianza Republicana, surgida en 1926; el Partido Republicano Radical Socialista, fundado 
en 1929 por Marcelino Domingo y Álvaro de Albornoz y la Derecha Liberal Republicana, creada en 1930 
por Miguel Maura y Niceto Alcalá Zamora. 
5 CASANOVA, Julián, República y Guerra Civil..., op. cit., p. 8. 
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tan difícil para Europa entera, a los veinte millones de hombres ya maltraídos de antiguo, 
después de haberlos vejado, pisoteado, envilecido y esquilmado durante siete años. Y, no 
obstante, pretende, impávido, seguir al frente de los destinos históricos de esos españoles 
y de esta España (...) Pero esta vez se ha equivocado. Éste es el error Berenguer. Al cabo 
de diez meses, la opinión pública está menos resuelta que nunca a olvidar la gran viltá que 
fue la Dictadura. El régimen sigue solitario, acordonado, como leproso en lazareto.6» 
 
La conclusión que se extraía de su artículo, y que él mismo proclamaba, no era otra 
que la famosa frase «¡Españoles, vuestro Estado no existe! ¡Reconstruidlo! Delenda est 
Monarchia». Una frase lapidaria pero que ejemplificaba perfectamente la situación 
política del país a finales de 1930, una situación claramente marcada por el sentimiento 
antimonárquico. Los intelectuales como Ortega y Gasset jugaron un papel trascendental 
a la hora de influir en la opinión pública, ya que muchos de ellos fueron paulatinamente 
adhiriéndose a la causa republicana a lo largo de 1930, mostrando abiertamente su 
rechazo hacia la Monarquía. Ortega y Gasset no es sino el final de una larga lista de 
importantes personalidades que redactaron sus impresiones para darlas a conocer a la 
opinión pública, una larga lista que se inició con el retorno de Unamuno del exilio pocos 
días después de la caída de Primo de Rivera.7 
Resulta evidente que la opinión pública, al menos la de los principales intelectuales 
y políticos, estaba en contra de la Monarquía. En octubre, apenas dos meses después del 
Pacto de San Sebastián, los socialistas y los ugetistas se adhirieron al pacto en Madrid, 
dotando de mayor fuerza y credibilidad al proyecto republicano. En el marco de los 
acuerdos de la capital guipuzcoana se crearon sendos comités para dotar de mayor 
organización al proyecto: por un lado el Comité Ejecutivo formado por Alcalá-Zamora, 
Azaña, Prieto, Aiguader, Casares y Galarza; por otro, un Comité Suplente compuesto por 
Maura, Macià, Mallol y Sánchez Román. Todos ellos conformaron el Comité 
Revolucionario Nacional Político (CRN),8 un cuerpo político «en la sombra», germen del 
Gobierno Provisional. Este comité trató de aunar los esfuerzos de republicanos, 
socialistas, anarcosindicalistas y comunistas en una única dirección; incluso llegó a 
contactar con el ejército para una posible insurrección.9 El republicanismo tuvo claro que 
                                                 
6 ORTEGA Y GASSET, José, «El error Berenguer», El Sol [en línea], Nº 4138, Madrid, 15/XI/1930, 
Disponible en: http://hemerotecadigital.bne.es/issue.vm?id=0000435614&search=&lang=es  [consulta: 
4/III/2017]. 
7 CASANOVA, Julián, República y Guerra Civil..., op cit., pp. 9-10. 
8 SÁNCHEZ PÉREZ, Francisco (coord.), La España del siglo XX…, op. cit., pp. 78-79. 
9 Ibídem, p. 79. 
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no era adecuado esperar a la convocatoria de unas Cortes Constituyentes para decidir el 
futuro del país y por ello la vía insurreccional se presentó como la opción más viable para 
propiciar un cambio rápido en el país y terminar con la Monarquía. La decisión fue iniciar 
un levantamiento el día 15 de diciembre secundado por una huelga general de trabajadores 
promovida por los socialistas y la UGT. En este proceso destacaron dos nombres propios: 
el capitán Fermín Galán y el capitán Ángel García Hernández.10 Estos dos hombres 
iniciaron la sublevación tres días antes, el 12 de diciembre, en lo que se conoce 
comúnmente como la «Sublevación de Jaca»,11 una actuación prematura que provocó el 
fracaso del plan de levantamiento y de la huelga general, pero que proporcionó a la 
República sus primeros mártires.12 En palabras de Manuel Azaña anotadas en su diario: 
«La Monarquía cometió el disparate de fusilar a Galán y García Hernández, disparate 
que influyó no poco en la caída del trono».13 
Consideramos esto como el primer punto de inflexión en el estudio sobre los 
orígenes de la democracia republicana. La primera tentativa real de cambio fue una 
insurrección armada que terminó con varias bajas y ejecuciones; la democracia 
republicana intentaba «inaugurarse» con un levantamiento militar, una acción que 
terminó de forma funesta. El CRN había optado en primera instancia por la tradición 
pretoriana que otros insurrectos emplearon antes en lugar de perseguir la convocatoria de 
nuevas elecciones. No obstante, es justo decir que dichas elecciones se veían lejanas ya 
que el General Berenguer prometió que la población podría acudir a las urnas en otoño 
de ese año, un evento que no llegó a producirse.14 En cambio, la propia sublevación fallida 
de Jaca propició que se convocasen elecciones para el 1 de marzo de 1931, empezando 
por los comicios municipales y prolongándose a los provinciales y generales pero sin 
carácter constituyente.15 
La propuesta de elecciones fue acogida con poco entusiasmo ya que la posibilidad 
de retomar la Constitución de 1876 ni siquiera se barajaba entre los partidos políticos 
antimonárquicos. Los constitucionalistas, los republicanos y los socialistas demandaron 
                                                 
10 CASANOVA, Julián, República y Guerra Civil..., op. cit., pp. 10-11. 
11 GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.), La Segunda República Española, Barcelona: Pasado y 
Presente, 2015, pp. 48-49. 
12 Fermín Galán y García Hernández fueron sometidos inmediatamente a un consejo de guerra sumarísimo 
y fusilados el 14 de diciembre de 1930. Véase CASANOVA, Julián, República y Guerra Civil…, op. cit., 
p. 13 y SÁNCHEZ PÉREZ, Francisco (coord.), La España del siglo XX…, op. cit., p. 79. 
13 AZAÑA DÍAZ, Manuel, Diarios completos. Monarquía, República y Guerra Civil,  Barcelona: Editorial 
Crítica, 2000, p. 426. 
14 CASANOVA, Julián, República y Guerra Civil..., op. cit., p. 13. 
15 SÁNCHEZ PÉREZ, Francisco (coord.), La España del siglo XX…, op. cit., p. 79. 
5 
 
elecciones constituyentes bajo la amenaza de abstenerse en las votaciones. La tónica 
general de la conjunción republicano-socialista —pacto de San Sebastián— fue la 
práctica del abstencionismo y el retraimiento, manteniendo además la tendencia a la 
opción violenta como única vía de cambio real.16 
Las opciones republicanas se vieron enormemente mermadas tras las fallidas 
tentativas del 12 y del 15 de diciembre, y la mayoría de los integrantes del CRN fueron 
encarcelados.17 A comienzos de febrero de 1931 se formó un nuevo comité para continuar 
la labor de su predecesor, compuesto por Sánchez Guerra, Gordón Ordás, Sánchez Román 
y Jiménez de Asúa, presididos por Lerroux. El Comité se puso en contacto con diversos 
organismos oficiales y militares para mantener en marcha el movimiento, al tiempo que 
los socialistas siguieron apoyando la causa antimonárquica y los sindicatos se 
comprometieron a convocar una huelga general cuando fuese necesaria.18 Destacable es 
también el manifiesto de Agrupación al Servicio de la República19 proclamado el 9 de 
febrero gracias al levantamiento de la censura de prensa, una «empresa orteguiana» 
auspiciada por José Ortega y Gasset, Gregorio Marañón y Ramón Pérez de Ayala20 que 
contó con numerosos apoyos entre las clases intelectuales del país y que creció 
rápidamente en afiliados, pasando de unos 15.000 en marzo a poco menos de 25.000 en 
abril.21 
El Gobierno Berenguer se encontró herido de muerte y el golpe de gracia definitivo 
vino del propio conglomerado monárquico ya que ni el Rey, ni el Gabinete ni los 
conservadores monárquicos aceptaron la posibilidad de convocar elecciones a Cortes 
Constituyentes. La negativa de todos los partidos republicanos a participar en los 
comicios, la ratificación de esta decisión por el PSOE y la UGT y las declaraciones de los 
constitucionalistas —postulándose en contra de una solución no constituyente— dejaron 
claro que la situación era insostenible.22 Los liberales dinásticos propusieron una 
transición hacia la legalidad constitucional más aceptable para las izquierdas en un intento 
de remediar la división imperante, e impulsaron al General Berenguer a dimitir el 14 de 
                                                 
16 GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.), La Segunda República Española, op. cit., p. 52. 
17 Los procesos contra los miembros del CRN finalizaron el 23 de marzo con leves condenas en prisión que 
en gran medida favorecieron a los prohombres republicanos para promover un golpe de gracia contra la 
Monarquía. Véase SÁNCHEZ PÉREZ, Francisco (coord.), La España del siglo XX…, op. cit., p. 79. 
18 GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.), La Segunda República Española, op. cit., p. 52. 
19 BAHAMONDE, Ángel (coord.), Historia de España…, op. cit., p. 544. 
20 ORTEGA Y GASSET, José, “Agrupación al Servicio de la República (Manifiesto)”, en Obras completas, 
Madrid: Fundación Ortega y Gasset, Taurus, 2005, pp. 660-663. 
21 GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.), La Segunda República Española, op. cit., pp. 52-53. 
22 Ibídem, p. 53 
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febrero de 1931.23 Pocos días antes, el día 10, Santiago Alba desde su exilio en Francia 
había remitido una nota en la que instaba a tomarse las elecciones como un veredicto 
popular sobre la Dictadura; mientras, el conde de Romanones y el marqués de Alhucemas 
anunciaron su propósito de disolver las Cortes y convocar otras de carácter 
constituyente.24 
La primera iniciativa de Alfonso XIII fue contactar con Santiago Alba para que 
formase un nuevo gobierno pero, tras obtener su negativa, contactó con Sánchez Guerra. 
Éste acudió a la cárcel Modelo para entrevistarse con los miembros del CRN encarcelados 
y les solicitó formar parte del nuevo gabinete. La respuesta que obtuvo fue clara y provino 
del más conservador de los allí presentes, Miguel Maura: «Nosotros con la Monarquía 
nada tenemos que hacer ni que decir».25 Ante la imposibilidad de formar un gobierno 
estable, Alfonso XIII ordenó al almirante Juan Bautista Aznar formar un gobierno de 
concentración monárquica que cobró forma el 18 de febrero26 y que convocó elecciones 
municipales para el 12 de abril, para después celebrar comicios provinciales el 3 de mayo 
y elecciones de diputados y senadores el 7 y el 14 de junio.27 
A partir de este momento podemos observar un cambio claro en las tendencias de 
actuación política del CRN. El fallido intento de Sánchez Guerra de formar un gabinete 
con los miembros del Comité Revolucionario propició un cambio en sus acciones. En un 
comunicado el CRN mostró su voluntad de presentarse a las elecciones con la intención 
de formar un gobierno constitucional, por lo que la coalición de fuerzas revolucionarias 
se convirtió en una fuerza electoral. La vía democrática cobraba fuerza de nuevo, aunque 
cabe remarcar que el Comité siguió fomentando una política de agitación callejera para 
desestabilizar al régimen monárquico.28 A principios de marzo la credibilidad del 
Gobierno estaba por los suelos, no sólo por los procesos contra el Comité Revolucionario, 
sino también por los «Sucesos de San Carlos», una agitación escolar que tuvo graves 
consecuencias. Los orígenes de estos sucesos cabe buscarlos en las demandas del Comité 
Republicano formado a principios de año que demandó la liberación de los presos 
políticos. El día 24 de marzo el Gobierno apostó fuerzas policiales en las puertas de la 
Facultad de Medicina de San Carlos en Madrid que terminaron tiroteándose con los 
                                                 
23 SÁNCHEZ PÉREZ, Francisco (coord.), La España del siglo XX…, op. cit., p. 79. 
24 GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.), La Segunda República Española, op. cit., p. 53. 
25 CASANOVA, Julián, República y Guerra Civil..., op. cit., p. 13. 
26 Ibídem, p. 14. 
27 SÁNCHEZ PÉREZ, Francisco (coord.), La España del siglo XX…, op. cit., p. 79. 
28 GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.), La Segunda República Española, op. cit., p. 55. 
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estudiantes, causando dos muertos y numerosos heridos. Al día siguiente, los estudiantes 
de las universidades de Valencia, Zaragoza, Sevilla, Salamanca y Valladolid se 
solidarizaron y levantaron barricadas, enfrentándose a las fuerzas del orden. El caos llegó 
a tal extremo que incluso se proclamó la República en la Universidad de Barcelona.29 
 
1.1.- Las elecciones municipales del 12 de abril de 1931 
Esta es la situación con la que llegaron las elecciones municipales del 12 de abril 
de 1931 a España, unas elecciones que prácticamente se plantearon como un plebiscito a 
favor o en contra de la Monarquía.30 No es de extrañar esta situación en vista de que los 
españoles —únicamente los hombres, pues no debemos olvidar que las mujeres no 
contaban con derecho a voto— no acudían a las urnas desde hacía ocho años. Las 
derechas se encontraron muy desorganizadas, dispersas, sin opciones serias y claras. 
Encontramos por ejemplo a Unión Monárquica Nacional, un partido heredero de Unión 
Patriótica creado en junio de 1930 que contaba con algunos personajes destacables como 
Ramiro de Maeztu, José Calvo Sotelo o José Antonio Primo de Rivera pero que se mostró 
incapaz de movilizar a las fuerzas antirrevolucionarias.31 Los republicanos, en cambio, 
desarrollaron una intensa campaña electoral con numerosos mítines, celebraciones 
populares, propaganda, etc. Mucho que ver tuvo la Agrupación en Defensa de la 
República de Ortega y Gasset.32 
Quisiéramos detenernos un poco más en este punto, ya que la creencia más 
extendida en la mayoría de la población es que los republicanos vencieron en las 
elecciones municipales del día 12 de abril, y que por dicho motivo el monarca Alfonso 
XIII abandonó el país y se proclamó la Segunda República española. La realidad es algo 
más compleja, y los datos que se pueden consultar son muy dispares en función de las 
fuentes seleccionadas. En este caso se presentarán los datos más fiables para que quede 
constancia de los resultados. Después se proporcionarán otros datos procedentes de 
fuentes diversas. Las cifras oficiales publicadas en el Anuario Estadístico de 1931, del 
INE, son de utilidad para conocer el número de ciudadanos censados, los concejales a 
elegir, etc. pero tienen varias deficiencias y errores que las invalidan para proporcionar 
los resultados finales. Por el contrario, los datos que proporciona la publicación de 
                                                 
29 GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.), La Segunda República Española, op. cit., p. 55. 
30 SÁNCHEZ PÉREZ, Francisco (coord.), La España del siglo XX…, op. cit., p. 79 y CASANOVA, Julián, 
República y Guerra Civil..., op. cit., p. 14. 
31 CASANOVA, Julián, República y Guerra Civil..., op. cit., pp. 13-14. 
32 Ibídem, p. 14. 
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González Calleja33 o la publicación de Ben-Ami34 son mucho más rigurosos y acertados. 
¿A qué se debe la disparidad de datos y la falta de consenso en cuanto los resultados de 
las elecciones? Parte de esta confusión se debe a un hecho significativo: los resultados 
definitivos de las elecciones no se publicaron ya que el gobierno monárquico abandonó 
antes de recibir los resultados definitivos, y los republicanos tampoco se preocuparon de 
publicarlos pues se encontraron demasiado atareados configurando la naciente República. 
No obstante, numerosos telegramas enviados desde los gobiernos civiles provinciales han 
aportado interesantes datos al respecto que arrojan un poco de luz sobre el proceso 
electoral.35 No obstante, antes de pasar al análisis de los datos recopilados sobre los 
resultados de los comicios cabe recordar brevemente la Ley Electoral de 1907 —vigente 
todavía en 1931—, en especial el artículo 29 que dictaba que «en los distritos donde no 
resultaren proclamados candidatos en mayor número de los llamados a ser elegidos, la 
proclamación de candidatos equivale a su elección y les releva de la necesidad de 
someterse a ella».36 
El censo electoral de 1930 recoge un total de 5 440 103 votantes y 9 259 municipios 
que debían celebrar elecciones. En virtud del artículo 29 de la Ley Electoral de 1907 un 
total de 29 804 concejales fueron proclamados directamente en las elecciones del 5 de 
abril, no empleándose este sistema para las capitales provinciales salvo Melilla. La 
afiliación de 22 129 concejales —del total de concejales proclamados por el artículo 29, 
es decir, de 29 804— constaba en el Ministerio del Interior, y la victoria monárquica fue 
abrumadora, manejándose proporciones de 8 a 1.37 De los 29 804 concejales, un total de 
26 500 fueron de claro signo monárquico, datos proporcionados por González Calleja y 
corroborados por Ben-Ami. 
No obstante, el Anuario Estadístico de 1931 aporta datos totalmente diferentes, 
llegando al extremo de otorgar la victoria a los republicanos el día 5 de abril. Del total de 
concejales a elegir mediante el artículo 29, el Anuario aporta la cifra de 13 940 concejales 
de signo republicano, frente a 6 065 monárquicos. Los socialistas obtuvieron 887 y entre 
                                                 
33 GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.), La Segunda República Española, op. cit., p. 55. 
34 BEN-AMI, Shlomo, Los orígenes de la Segunda República Española: Anatomía de una transición, 
Madrid: Alianza Editorial, 1990, pp. 333-337. 
35 Sobre estos telegramas e informes véase Archivo Histórico Nacional (AHN), Leg. 29-31. Aquí se recogen 
numerosos datos sobre los resultados de las elecciones que, si bien son parciales, permiten una 
aproximación a los resultados reales. 
36 Ley Electoral de 1907, en alusión al Artículo 29, publicada en la Gaceta de Madrid –núm. 222, p. 587, 
10 de agosto de 1907 [consulta: 19/III/2017]. Disponible en: http://www.boe.es/buscar/gazeta.php  
37 AHN, Leg. 29-31, ofrece los siguientes datos acerca de la filiación de los concejales electos en virtud del 
artículo 29: 18.041 monárquicos, 2.592 republicanos, 921 constitucionalistas y 215 tradicionalistas. Véase 
también HOYOS, José M., Mi testimonio, Madrid: Afrodisio Aguado Editores, 1962,  p. 183. 
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diversos grupos consiguieron 6 043 concejales. Resulta evidente que los datos aportados 
por el gobierno republicano son erróneos; más aún si examinamos la prensa republicana 
del momento, en la cual se asume el descalabro y se señala al caciquismo como 
responsable de la derrota.38 
Una vez seleccionados los concejales en virtud del artículo 29 se procedió a celebrar 
las elecciones el día 12 de abril con el fin de elegir al resto de concejales, que sumaban 
un total de 50 668. Ben-Ami constata que en el Ministerio del Interior sólo se registraron 
unos 20 000 escaños cuya filiación era conocida: 11 000 monárquicos; 5 321 
republicanos; 802 constitucionalistas; 1 030 de otras opciones políticas. Esta vez la 
proporción se redujo a 2 a 1 en favor de los monárquicos, una clara mejoría para los 
republicanos si recordamos la proporción de 8 a 1 del día 5 de abril, aunque la victoria 
siguió siendo para los monárquicos. 
Radicalmente opuestos son los datos que proporciona el Anuario: de las elecciones 
habría salido electos 20 428 republicanos y 12 970 monárquicos, siendo el resto 
concejales socialistas, comunistas o de otras formaciones políticas. De nuevo las fuentes 
oficiales otorgan la victoria a las opciones republicanas. Como apunta Ben-Ami, resulta 
poco creíble que los monárquicos obtuviesen 11 000 concejales sobre 20 000 cuya 
filiación era conocida y después solo lograsen aumentar su número hasta 12 970, pese a 
que restaban al menos 30 000 lugares más por contabilizar.39 
Las capitales de provincia —52 en total— arrojaron datos más reveladores:40 en 45 
de ellas las agrupaciones republicanas obtuvieron la victoria, perdiendo únicamente en 
Burgos, Cádiz, Las Palmas, Palma de Mallorca, Lugo y Ávila; y empatando en Orense.41 
La explicación  de esta victoria es bien sencilla, ya que las capitales provinciales no 
estaban sometidas al viejo sistema caciquil de la Restauración,42 y las redes clientelares 
no tenían ni de lejos la fuerza que tenían en el mundo rural. Además, estas ciudades 
contaban con gran presencia intelectual, progresista y aperturista, y las opciones 
republicanas contaban con muchos simpatizantes. El propio Ministro de la Gobernación, 
                                                 
38 El Socialista, 9 de abril de 1931. Por el contrario, publicaciones de claro signo monárquico como pueda 
ser El Debate se mostraron encantadas con los resultados. 
39 BEN-AMI, Shlomo, Los orígenes de la Segunda República Española…, op. cit., pp. 333-337 y 434-453 
y GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.), La Segunda República Española, op. cit., p. 56. 
40 Sobre los resultados en las capitales de provincia hay un poco más de consenso en las fuentes 
historiográficas. En la mayoría de fuentes los resultados son favorables a las candidaturas republicanas, 
pudiendo variar en mayor o menor grado los concejales obtenidos frente a las candidaturas monárquicas. 
41 Datos extraídos del Anuario Estadístico 1931, pp. 478-483, disponible en la página web del INE: 
http://www.ine.es/inebaseweb/treeNavigation.do?tn=150156&tns=150814#150814 (consulta: 21/III/17). 
42 TUSSELL GÓMEZ, Javier, «La descomposición del sistema caciquil español (1902-1931)», en Revista 
de Occidente, nº 127, oct. 1973, pp. 90-92. 
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José María de Hoyos y Vinent, se mostró perplejo ante la absoluta victoria de los 
republicanos en Madrid, cosechando 91 898 votos frente a los 33 884 monárquicos.43 
El gobierno monárquico fue recibiendo los resultados durante los días 12, 13 y 14 
de abril, y la información de la que disponían aportaba que aproximadamente 29 953 
concejales eran monárquicos en la totalidad del país, frente a 8 855 republicanos. La 
proporción final de las elecciones, juntando tanto a los concejales del día 5 como los del 
día 12, fue de 3 a 1 a favor de los monárquicos.44 
 
 
Tabla 1. Porcentaje de concejales electos en las capitales de provincia en las elecciones municipales 
de 12/IV/1931. Elaboración propia. Fuente: Anuario Estadístico 1931. INE. 
                                                 
43 HOYOS, José M., Mi testimonio, op. cit., pp. 104-105, 107. 


















Tabla 2. Resultados de las elecciones recibidos en Gobernación la noche del 14 de abril. Los resultados 
mostraban 29.953 concejales monárquicos (77%) frente a 8855 republicanos (23%). Elaboración 
propia. Fuente: BEN-AMI, S., Los orígenes de la Segunda República…, op. cit., pp. 336 y 450-453. 
¿Qué conclusiones podemos extraer de los datos anteriormente presentados? Cómo 
decíamos antes, la creencia general es que los republicanos ganaron las elecciones. En 
estas páginas hemos querido mostrar que la realidad fue muy distinta, y es que, como 
puede apreciarse en los datos mostrados, las candidaturas monárquicas obtuvieron 
muchos más concejales que las republicanas. No obstante, hay un aspecto fundamental 
que explica la actitud derrotista de los ministros y la decisiva marcha del monarca tras 
conocer los resultados: muchos de los concejales obtenidos por los monárquicos salieron 
elegidos gracias al artículo 29 de la Ley Electoral, generalmente puesto en vigor en el 
mundo rural. Es precisamente en el mundo rural y en las pequeñas ciudades donde 
obtuvieron mayor número los monárquicos el 12 de abril, debido esencialmente al sistema 
caciquil y clientelar. Sin embargo, en las capitales provinciales, donde el voto ciudadano 
fue mayor, los republicanos obtuvieron mayor número de concejales. Esto mostró que la 
opinión pública ajena a las redes clientelares y caciquiles era proclive a la República, pese 
a que los monárquicos obtuvieran la mayoría numérica, una mayoría que no aportó 
consuelo al gobierno, conmocionado por la derrota en las capitales y las grandes 
poblaciones, sabedor de que era allí donde residía la «auténtica» opinión pública, ajena 
al sistema caciquil. Cabe remarcar, además, que la elección de los concejales de las 
circunscripciones urbanas requería una mayor cantidad de votos que la del mundo rural, 
77%
23%





dada la mayor densidad de población. La superioridad republicana no sólo se tradujo en 
términos numéricos referidos a los concejales electos, sino que también demostró que 
grandes sectores sociales eran afines a la República, en vista del masivo voto republicano 
en las ciudades.45 
Las reacciones monárquicas ante esta delicada situación fueron numerosas y 
dispares. Durante todo el día 13 se debatieron posibles opciones para hacer frente a la 
situación:46 la primera propuesta, y la que menos apoyo tuvo, fue la del inmovilista Juan 
de la Cierva que planteó recurrir a las armas para evitar un posible colapso de la 
Monarquía, una «resistencia a ultranza».47 La segunda propuesta, planteada por los 
constitucionalistas y por el personal más cercano al monarca, pretendió formar un nuevo 
Gabinete que convocara Cortes Constituyentes para el día 10 de mayo, forzando al 
monarca a expatriarse temporalmente hasta normalizar la situación. Esta es la opción que 
debatió el conde de Romanones con Alcalá-Zamora. Finalmente, la tercera opción, que 
salió victoriosa, fue la propuesta rupturista del Gobierno Provisional. El Gabinete Aznar 
tuvo su última sesión el día 13, finalizando con la dimisión de la gran mayoría de 
ministros, incluido el propio Aznar.48 La situación que se vivió en Palacio fue bastante 
dramática, especialmente por parte del rey que únicamente pensaba en marcharse.49 
Y así llegó el día 14 de abril, y localidades como Éibar o Vigo proclamaron de 
forma espontánea la República. El conde de Romanones intentó ganar tiempo para el rey 
y se ofreció a dialogar con el CRN para lograr un acuerdo. Alcalá-Zamora se reunió con 
él desde las 13:00 hasta las 14:05 horas, pero no aceptó ni una sola de las propuestas de 
Romanones. El futuro presidente de la República exigió la marcha incondicional del rey 
antes de que finalizase el día, avalándose además con el anuncio de que el teniente general 
Sanjurjo se había pasado a las filas republicanas.50 Los poderes debían ser entregados 
antes de las 19 horas, ya que el CRN afirmó que no se responsabilizaría de lo que pudiese 
suceder con la acción de las masas si no se cumplía su prerrogativa. El rey, finalmente 
convencido de que la única opción era marcharse, partió hacia Cartagena llegando a las 4 
                                                 
45 BEN-AMI, Shlomo, Los orígenes de la Segunda República Española…, op. cit., pp. 336-337. 
46 En opinión de González Calleja, E., Cobo Romero, F., Martínez Rus, A. y Sánchez Pérez, F., existieron 
tres posibles salidas a la crisis política e institucional derivada de las elecciones. Las tres las recogen en 
GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.), La Segunda República Española, op. cit., p. 57. 
47 CASANOVA, Julián, República y Guerra Civil..., op. cit., pp. 14-15. 
48 Ibídem, p. 15. 
49 Sobre los sucesos acaecidos el día 13 en el Palacio Real véase CIERVA Y PEÑAFIEL, Juan de la, Notas 
de mi vida, Madrid, Instituto Editorial Reus, 1955, pp. 362-380 y CABANELLAS, Guillermo, Cuatro 
Generales, Barcelona: Editorial Planeta, 1977, I, p. 204. 
50 GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.), La Segunda República Española, op. cit., p. 58. 
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de la madrugada del día 15, saliendo después para París e iniciando su exilio. Famosas 
son las líneas que redactó en el manifiesto del 14 de abril, un documento en el cual, si 
bien renunciaba a la Jefatura del Estado, no se presumía una abdicación formal y al uso: 
 
«Las elecciones celebradas el domingo me revelan claramente que no tengo hoy el 
amor de mi pueblo. Mi conciencia me dice que ese desvío no será definitivo, porque 
procuré siempre servir a España, puesto el único afán en el interés público, hasta en las 
más críticas coyunturas. 
Un rey puede equivocarse, y sin duda erré yo alguna vez; pero sé bien que nuestra 
Patria se mostró en todo momento generosa ante las culpas sin malicia. 
Soy el Rey de todos los españoles y también un español. Hallaría medios sobrados 
para mantener mis regias prerrogativas, en eficaz forcejeo con quienes las combaten. 
Pero, resueltamente, quiero apartarme de cuanto sea lanzar a un compatriota contra otro 
en fratricida guerra civil. No renuncio a ninguno de mis derechos, porque más que míos 
son depósito acumulado por la Historia, de cuya custodia ha de pedirme algún día cuenta 
rigurosa. 
Espero a conocer la auténtica y adecuada expresión de la conciencia colectiva, y 
mientras habla la nación, suspendo deliberadamente el ejercicio del Poder Real y me 
aparto de España, reconociéndola así como única señora de sus destinos. 
También ahora creo cumplir el deber que me dicta mi amor a la Patria. Pido a Dios 
que tan hondo como yo lo sientan y lo cumplan los demás españoles. 
 
Alfonso XIII 
Madrid, 14 de abril de 1931»51 
 
Con el rey dirigiéndose al exilio, y las masas tomando las calles y proclamando a 
vítores la República, el CRN asumió el poder gubernativo. A las 9 de la noche Niceto 
Alcalá-Zamora, desde el despacho del ministro de Gobernación, proclamó la República 
en toda España por medio de la radio,52 iniciándose de este modo el andar de la Segunda 
República española y del periodo del Gobierno Provisional, que comprendió los meses 
de abril a diciembre de 1931. 
La República llegó de una forma totalmente inesperada, en absoluto prevista por 
los miembros del CRN que, como mencionábamos en páginas anteriores, pretendieron 
                                                 
51 Manifiesto publicado por el diario ABC con título «Al País» el 17/IV/1931, redactado por Alfonso XIII 
horas antes de su marcha. Disponible en la hemeroteca del diario ABC, en: 
http://hemeroteca.abc.es/nav/Navigate.exe/hemeroteca/madrid/abc/1931/04/17/003.html (consulta: 
23/III/17). 
52 GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.), La Segunda República Española, op. cit., p. 60. 
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traer la República a España por medio de la acción conjunta de sublevaciones armadas y 
huelgas generales —no olvidemos la sublevación de Jaca de diciembre de 1930—. A la 
Monarquía la había derrotado el republicanismo, evidentemente, pero fue el pueblo el que 
tomó las calles y entre griteríos y festividades trajo la República. En palabras de Santos 
Juliá, el ambiente del 14 de abril fue de «fiesta popular»,53 un ambiente que mostraba 
claramente la falta de apoyos de la Monarquía. El empuje popular acabó pacíficamente 
con el sistema de la Restauración aprovechando la fragilidad del régimen y el contexto 
favorable proporcionado por los resultados de los comicios.54 Evidentemente, esta 
manifestación popular fue repentina, pero llevaba fraguándose desde hacía meses. Los 
miembros del CRN y otros muchos intelectuales fueron orquestando un cambio en la 
conciencia popular desde el mismo momento en que cayó la dictadura de Primo de Rivera. 
Si bien los medios con los que quisieron traer la República fueron otros, más cruentos y 
nada democráticos, finalmente el resultado fue el deseado, con la particularidad de que el 
artífice había sido «el pueblo», un concepto abstracto y muy amplio, pero que en este caso 
podríamos aplicar a una gran masa ciudadana entusiasmada con la idea del cambio que 
podía suponer el advenimiento de una república en España. Esto no quiere decir que la 
acción no fuese revolucionaria, ni mucho menos, pero la acción se desarrolló de forma 
colectiva, expresando la voluntad popular.55 El «pueblo» es un sujeto político, una 
categoría aglutinante articulada a lo largo del siglo XIX que abarcaba amplias capas 
sociales. Se trata de un concepto altamente generalizador pero el propio monarca lo 
empleó cuando mencionó en su manifiesto que «no tenía hoy el amor de su pueblo». La 
realidad es que para un amplio conjunto de la ciudadanía las respuestas políticas que 
ofrecía la República eran las deseadas y el discurso esgrimido por el CRN traía promesas 
de cambio a un país atrasado en muchos ámbitos y quemado con la Monarquía. 
 
2. El Gobierno Provisional de la Segunda República Española 
El Gobierno Provisional llegó al poder de la forma más inesperada posible, 
mediante unas elecciones municipales y el abandono del país por parte del rey. El 
advenimiento de la República se produjo de forma pacífica y espontánea, pero no dejó de 
ser un suceso revolucionario camuflado precisamente por ese «pacifismo» y esa 
                                                 
53 Sobre las manifestaciones populares y el ambiente de festividad general durante la proclamación de la 
República véase JULIÁ, Santos, Madrid, 1931-1934. De la fiesta popular a la lucha de clases, Madrid: 
Siglo XXI, 1984. 
54 BAHAMONDE, Ángel (coord.), Historia de España…, op. cit., p. 544. 
55 Ibídem, p. 544. 
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espontaneidad. Sin embargo, el Gobierno Provisional se constituyó prácticamente a partir 
de los miembros del CRN, una auténtica amalgama de fuerzas políticas con opiniones 
dispares, desde las derechas conservadoras pero liberales, democráticas y republicanas 
hasta la izquierda obrera y las organizaciones nacionalistas gallegas y catalanas 
moderadas, además de conjuntos republicanos que querían copar los espacios políticos 
de centro entre la socialdemocracia y la derecha.56 
Hubo un problema que resultó de la inesperada proclamación de la República. El 
advenimiento del sistema republicano había generado toda una serie de expectativas, en 
ocasiones contradictorias. En muchos casos la República no se entendió únicamente como 
una forma de Estado, sino que además, desde las clases populares, se vio como un símbolo 
de sus aspiraciones, como una válvula de escape para las diversas crisis que atravesaba el 
país y un remedio para sus males. Para unos suponía la posibilidad de repartir tierras; para 
otros significaba poner en marcha proyectos de autonomía; suponía también la 
implantación de un sistema de libertades democráticas; una oportunidad para modernizar 
al país y mejorar la producción estatal… En esencia, un proyecto reformador que 
mejoraría la situación general de España.57 Madrid —y gran parte del país— se volvió 
republicana de la noche a la mañana porque ese sistema aglutinaba gran parte de los 
descontentos de muchas capas sociales y además presentaba un sistema democrático.58 
No obstante, no todo el mundo se mostró satisfecho con la llegada de la República 
a España. Sectores importantes como la Iglesia católica, los terratenientes, los industriales 
y financieros ennoblecidos se sintieron consternados ante la marcha del rey, su 
«protector». Manuel Tuñón de Lara denominó a esta agrupación de nobleza tradicional y 
nueva «bloque de poder», un bloque nada democrático y opuesto a la tendencia burguesa 
que había tomado la República. Fueron precisamente muchos de los integrantes del 
«bloque de poder» los que retiraron sus fondos del país, sumiendo a España más aún en 
la crisis económica y con unos presupuestos estatales irrisorios.59 
El primer problema que se encontró la coalición republicana es que hasta el día 14 
de abril el frente antimonárquico estaba consolidado. La unidad necesaria para cerrar filas 
y hacer frente a la Monarquía fue fundamental para presentar un proyecto serio y bien 
planificado, pero una vez instaurada la República la situación cambió. De ahí que 
                                                 
56 SÁNCHEZ PÉREZ, Francisco (coord.), La España del siglo XX…, op. cit., p. 106. 
57 BAHAMONDE, Ángel (coord.), Historia de España…, op. cit., p. 545. 
58 GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.), La Segunda República Española, op. cit., pp. 61-62. 
59 CASANOVA, Julián, República y Guerra Civil..., op. cit., p. 16. 
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aparecieran opiniones contradictorias en el seno de la coalición acerca de cómo gobernar, 
oposición revolucionaria en las calles… La situación fue compleja, y es que ya no se 
trataba de enfrentar la República contra la Monarquía, sino de decidir entre una República 
de derechas o una República de izquierdas.60 No es de extrañar esta dicotomía ya que los 
integrantes del Gobierno Provisional eran una clara muestra de estas tendencias diversas. 
No obstante, la primera medida de dicho gobierno fue elaborar un Estatuto Jurídico que 
declarase, aunque fuese de forma sucinta, algunos principios constitucionales que dotasen 
de mayor legitimidad el nuevo régimen —hasta que se redactase un texto constitucional— 
y mostrase la cohesión interna de la coalición. En este estatuto se promulgó la libertad de 
culto y creencias, si bien se garantizó la protección para la Iglesia católica frente a 
cualquier posible abuso del gobierno laico. Se garantizó la propiedad privada, siendo 
posible su expropiación por motivos de utilidad pública bajo pago de una indemnización; 
se reconocieron jurídicamente las entidades sindicales y corporativas, etc. En esencia el 
Estatuto no fue muy transgresor con lo anterior, sino que más bien siguió una tendencia 
moderada.61 
En cuanto al Gobierno Provisional en sí, su composición fue fruto de las distintas 
tendencias republicano-socialistas aglutinadas en el Pacto de San Sebastián. La 
presidencia provisional del Gobierno fue ocupada por Niceto Alcalá-Zamora, líder de la 
Derecha Liberal Republicana —DLR—, ex monárquico, católico y un hombre de orden; 
de igual tendencia era Miguel Maura, que ocupó el ministerio de Gobernación. Estos 
políticos fueron especialmente relevantes en la composición de la coalición un año antes, 
y su presencia en el Gobierno suponía que probablemente la República se apartaría del 
aventurismo político y seguiría una tendencia moderada que permitiría realizar una serie 
de reformas necesarias para el país.62 Ambos representaban el ala más conservadora de la 
coalición republicano-socialista y fueron piezas clave para mantener la adhesión de los 
sectores más moderados a la República, si bien sus principios chocaron pronto con los de 
otros miembros del Gobierno. Los socialistas, por su parte, ocuparon tres carteras 
ministeriales: Justicia fue ocupada por  Fernando de los Ríos, Hacienda por Indalecio 
Prieto y Trabajo y Previsión Social por Largo Caballero; el Partido Republicano Radical 
—PRR— recibió dos carteras: Alejandro Lerroux, dirigente del partido, fue desplazado 
                                                 
60 BEN-AMI, Shlomo, Los orígenes de la Segunda República Española…, op. cit., pp. 353-354. 
61 Ibídem, pp. 355-356. 
62 MALEFAKIS, Edward, Reforma agraria y revolución campesina en la España del siglo XX, Barcelona: 
Ariel, 1971, p.196. 
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al ministerio de Estado por sus propios compañeros ya que desconfiaban de él por su 
historial de corruptelas, y el ministerio de Comunicaciones fue entregado a  Diego 
Martínez Barrio; el Partido Republicano Radical Socialista —PRRS— ocupó asimismo 
dos carteras: la cartera de Fomento recayó en Álvaro de Albornoz y la de Instrucción 
Pública fue asignada a Marcelino Domingo. Manuel Azaña, representante de Acción 
Republicana —AR—, obtuvo la cartera de Guerra; Santiago Casares Quiroga —
representante de Organización Republicana Gallega Autónoma, ORGA— ocupó el 
ministerio de Marina; finalmente, el ministerio de Economía Nacional recayó en Lluís 
Nicolau d’Olwer, fundador en 1922 de Acció Catalana y dirigente del Partido Catalanista 
Republicano.63 
¿Qué significaba esta composición gubernamental para la «joven» República? De 
los doce integrantes del Gobierno Provisional ocho de ellos tenían un título universitario, 
salvo Marcelino Domingo, que era maestro, y Martínez Barrio, Indalecio Prieto y Largo 
Caballero que habían adquirido su formación de forma autodidacta. Todos ellos 
representaban a las clases medias profesionales, a la burguesía y a la clase obrera militante 
y simpatizante de las ideas socialistas. No se trataba de un gobierno de intelectuales ya 
que ninguno de los muchos intelectuales que atacaron a la Monarquía con sus escritos 
durante 1930, como Ortega y Gasset, Unamuno y otros, estaba presente.64 Se trataba de 
un gobierno compuesto por hombres maduros, con experiencia, si bien ninguno 
desempeñó cargos de renombre en la Monarquía —a excepción de Alcalá-Zamora—. 
Pese a la existencia de algunos conflictos iniciales provocados por el 
enfrentamiento entre jóvenes monárquicos y republicanos, y la quema de algunos 
conventos e iglesias,65 los primeros pasos de la República fueron seguros y se tradujeron 
en dotar a la República de una Constitución que la legitimase, y para ello era necesario 
convocar elecciones a Cortes Constituyentes. No obstante, el primer paso fue modificar 
la Ley Electoral de 1907 para evitar las prácticas caciquiles y para ello se promulgó un 
decreto el 8 de mayo que suprimía los distritos uninominales, sustituidos por las 
                                                 
63 BAHAMONDE, Ángel (coord.), Historia de España…, op. cit., p. 547; CASANOVA, Julián, República 
y Guerra Civil..., op. cit., pp. 20-21 y SÁNCHEZ PÉREZ, Francisco (coord.), La España del siglo XX…, 
op. cit., pp. 106-107. 
64 CASANOVA, Julián, República y Guerra Civil…, op. cit., pp. 21-22. 
65 La fundación del Círculo Monárquico Independiente en Madrid provocó enfrentamientos y disturbios 
que se tradujeron poco después en una oleada de violencia anticlerical que se extendió a varias ciudades de 
la geografía peninsular. Sobre los sucesos acaecidos del 10 al 15 de mayo véase JULIÁ, Santos, Manuel 
Azaña, una biografía política, Madrid, Alianza Editorial, 1990, así como el cortometraje de RTVE titulado 
Sucesos del 11 de mayo de 1931 en Madrid, disponible en http://www.rtve.es/alacarta/videos/archivo-
historico/sucesos-del-11-mayo-1931-madrid/2925455/ (consulta: 5/IV/2017). 
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circunscripciones provinciales. Con esta medida se pensó eliminar las prácticas típicas de 
la Restauración de manipulación electoral y presión en los votantes, al tiempo que 
aseguraba una más justa proporcionalidad entre el número de electores y de elegibles. 
Quedó establecido de este modo que se seleccionaría un candidato por cada 50 000 
habitantes o una fracción mayor de 30 000. Las ciudades que contasen con más de 
100.000 habitantes formarían una circunscripción propia. Se redujo de este modo el 
complejo sistema de distritos de la Restauración, quedando únicamente sesenta y tres 
circunscripciones. El decreto también reguló el sistema de mayorías y minorías, la edad 
mínima para votar —veintitrés años— y eliminó el polémico artículo 29. El sufragio sería 
universal pero masculino, quedando reservada la decisión de incluir a las mujeres en el 
sufragio para las futuras Cortes, si bien las mujeres podían presentarse como candidatas.66 
Una vez terminada la reforma de la Ley Electoral el Gobierno Provisional convocó 
elecciones a Cortes Constituyentes para el día 28 de junio, unas Cortes que se 
compondrían de una única Cámara con amplios poderes constituyentes y legislativos cuya 
principal misión sería la elaboración de un texto constitucional que fijase el marco 
institucional, jurídico y normativo en el que habría de desarrollarse la República.67 
 
2.1.- Las elecciones a Cortes Constituyentes 
El panorama político en junio de 1931 nada tenía que ver con el que se pudo 
observar apenas unos meses antes. Por un lado, la coalición republicano-socialista surgida 
del Pacto de San Sebastián no estaba tan unida como habría cabido esperar, y eso se 
demostró en los diversos pactos entre partidos antes de las elecciones; y por otro, las 
agrupaciones monárquicas se encontraban en desbandada general. 
Numerosos ex ministros del rey, aristócratas y líderes políticos se exiliaron 
voluntariamente. La prensa monárquica reconoció como única salida posible expresar su 
lealtad al nuevo régimen y la aceptación de la derrota de la Monarquía, al tiempo que se 
instó al Gobierno a preservar el orden público. No obstante, dentro del sector monárquico 
podemos encontrar dos claras vertientes: por un lado, la vía propuesta por Acción 
Nacional —AN—, organización conservadora auspiciada por Ángel Herrera —director 
del diario católico El Debate— y otros miembros de la Asociación Católica Nacional de 
Propagandistas, que defendió recuperar la credibilidad de la Monarquía a través de 
                                                 
66 Decreto Modificando la Ley Electoral de 1907, en Gaceta nº 130, 10-V-1931, pp. 639-641, [consulta 
6/IV/2017]. Disponible en: http://www.boe.es/buscar/gazeta.php 
67 GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.), La Segunda República Española, op. cit., p. 64 y 
BAHAMONDE, Ángel (coord.), Historia de España…, op. cit., p. 555. 
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mecanismos democráticos y parlamentarios; es decir, defendió la actuación dentro del 
régimen.68 Por otro lado, el Círculo Monárquico Independiente, organización fundada el 
10 de mayo69 que propuso actuar desde la ilegalidad para boicotear a la República y 
desacreditarla ante la comunidad internacional. El periódico ABC y su director Luca de 
Tena promovieron enormemente dicha agrupación, animando a los lectores a no seguir la 
vía diplomática de Acción Nacional y a no colaborar con la República.70 Sin embargo, y 
tras las oleadas de violencia de mayo, los monárquicos más radicales quedaron 
desacreditados y los diarios ABC y El Debate fueron clausurados durante unas semanas.71 
Ante tal situación, y con los ánimos encendidos por las constantes incitaciones al 
desorden provocadas por los monárquicos, la campaña electoral fue casi inexistente. Los 
pocos partidos monárquicos de renombre que aún tenían una imagen respetable se 
disolvieron. Desde el extranjero, líderes como Santiago Alba anunciaron a sus seguidores 
que tomasen otras vías más democráticas.72 La ironía máxima llegó de la mano de diarios 
conservadores como La Época o El Imparcial, que prácticamente «suspiraban» por una 
victoria de los republicanos de Lerroux, es decir, el ala más moderada del 
republicanismo.73 Así pues, ¿qué pretendieron los monárquicos al presentarse a las 
elecciones generales? ¿Cuáles fueron sus intereses? Un aspecto clave explica la decisión 
de las candidaturas monárquicas, aunque escasas, de presentarse a las elecciones: a 
diferencia del mes de abril, la Monarquía ya no necesitaba ser defendida puesto que ya 
no existía; al contrario, lo que estaba en juego en ese momento eran los valores más 
tradicionales de España, a saber el catolicismo, las tradiciones, la jerarquía eclesiástica, 
etc., frente a una República burguesa, anticlerical y con tendencias izquierdistas en 
materia agraria y social. No obstante, poco pudo hacer AN dada su juventud y su falta de 
apoyos para representar un problema real para las candidaturas republicanas.74 
Sin embargo, los monárquicos de AN no suponían el único sector conservador que 
se presentaba a las elecciones. También estaba Derecha Liberal Republicana, una 
                                                 
68 CASANOVA, Julián, República y Guerra Civil..., op. cit., p. 28 y GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo 
(coord.), La Segunda República Española, op. cit., p. 65. 
69 Véase nota al pie 65. 
70 Sobre estos aspectos el diario ABC publicó diversos artículos a lo largo del mes de abril y de mayo de 
1931. Véanse los periódicos de los días 29 de abril, 7, 9 y 10 de mayo [consulta: 9/IV/2017]. 
71 BEN-AMI, Shlomo, Los orígenes de la Segunda República Española…, op. cit., p. 380. Para conocer las 
opiniones de otros diarios monárquicos sobre los sucesos de mayo véase la publicación de La Vanguardia 
el día 13 de mayo. 
72 BEN-AMI, Shlomo, Los orígenes de la Segunda República Española…, op. cit., p. 381. 
73 Para la publicación del periódico La Época véase el ejemplar del día 15 de junio de 1931, y para El 
Imparcial véase el del día 19 de junio [consulta: 9/IV/2017] 
74 BEN-AMI, Shlomo, Los orígenes de la Segunda República Española…, op. cit., p. 382. 
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organización que agrupó a algunos sectores moderados y que contó con miembros 
destacados como Niceto Alcalá-Zamora o Miguel Maura. La DLR defendió un 
liberalismo conservador y totalmente respetuoso con la propiedad privada y la libre 
iniciativa, necesarias —en su opinión— para mantener el progreso material y el orden 
social.75 Un partido de derechas que sirvió de punto de encuentro para numerosos 
antiguos monárquicos, caciques rurales, «albistas», que optaron por afiliarse al partido 
para preservar el orden y representar una nueva derecha religiosa y social.76 Otra 
agrupación destacable fue el Partido Republicano Radical de Lerroux, un partido que 
aglutinó a numerosos miembros de las clases propietarias y las clases medias rurales y 
urbanas, temerosos de los posibles excesos que podrían cometer unas Cortes 
excesivamente izquierdistas, así como de las medidas de laicización y transformación 
social propuestas por los socialistas. El PRR defendió una República liberal, de amplia 
base social, respetuosa con la propiedad privada y de tendencia moderada.77 
Los enfrentamientos entre las distintas opciones fueron constantes durante la 
campaña electoral, especialmente entre las distintas tendencias republicanas. La DLR 
recibió duras críticas por parte de los socialistas —publicadas generalmente en el 
periódico El Socialista—, acusándola de abrirles las puertas a los monárquicos y de 
representar un republicanismo burgués reaccionario, incompatible con los fines 
socialistas. Estas acusaciones culminaron con la amenaza de considerar a DLR «enemigo 
de la República» si mantenía su tendencia.78 Los socialistas, lejos de sentirse 
decepcionados con el debilitamiento del Pacto de San Sebastián, se mostraron encantados 
ya que la división interna del republicanismo constituyó una oportunidad única para 
afianzar su posición y obtener un buen resultado en las elecciones. Tanto el PSOE como 
la UGT mostraron una actitud homogénea y cohesionada y sus líderes impulsaron una 
potente campaña para lograr controlar las principales instituciones del Estado para, de ese 
modo, promover reformas orientadas a mejorar las condiciones de vida de los 
trabajadores.79 El socialismo fue consciente de estar viviendo una «singladura histórica», 
un momento irrepetible que podía traer, si se actuaba correctamente, la utopía de una 
sociedad socialista, solidaria e igualitaria a la realidad. Claro ejemplo de este pensamiento 
                                                 
75 GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.), La Segunda República Española, op. cit., p. 66. 
76 BEN-AMI, Shlomo, Los orígenes de la Segunda República Española…, op. cit., pp. 387-388. 
77 Ibídem, pp. 65-66. 
78 Sobre estas acusaciones véase El Socialista, ediciones del 7, 9, 11 y 19 de junio de 1931 [consulta: 
24/IV/2017]. 
79 GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.), La Segunda República Española, op. cit., pp. 66-67. 
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lo observamos en las palabras de Serrano Poncela: «Debemos decir “Viva la República” 
antes de poder decir “Viva la República socialista”». Es por ello que tanto el PSOE como 
la UGT se mostraron partícipes de colaborar con las instituciones republicanas y de tomar 
parte en las fórmulas democráticas de representación. 
Por otra parte, las izquierdas republicanas contaron con sus propios partidos 
representativos: por un lado tenemos el Partido Republicano Radical-Socialista, que 
clamaba por una República de productores, un régimen ateo y anticlerical sostenido por 
un ejército popular. Este partido se mostró más partidario de la opción violenta y de la 
radicalización de la República como medida para contrarrestar la acción de DLR, puesto 
que igual que los socialistas, los radical-socialistas criticaron ampliamente la adhesión de 
antiguos monárquicos, conservadores y tradicionalistas al partido de Alcalá-Zamora. 
Incluso plantearon sustituir los gobernadores provinciales por «juntas provinciales 
revolucionarias» y elaborar un programa revolucionario sin tener que formar Cortes, ya 
que en opinión de algunos miembros del partido el plebiscito de abril legitimó al Gobierno 
para ello.80 
Por otro lado tenemos Acción Republicana, partido de Manuel Azaña que siguió 
una tendencia similar al PRRS. En palabras del propio Azaña, «la República debía ser 
radical o no ser.» La intención de AR fue seguir una tendencia rupturista y radical para 
después de redactar la Constitución intentar crear una alianza con los socialistas. Desde 
el primer momento la agrupación de Azaña se mostró contraria a los radicales de Lerroux, 
los cuales se oponían a una República revolucionaria y laica.81 
En cuanto a Cataluña, las opciones republicanas apenas tuvieron algo que decir 
frente a Esquerra Republicana de Cataluña —ERC—, que además fue respaldada por la 
CNT. Frente a ella, Lerroux agrupó en una «candidatura de concordia» al PRR, a la DLR, 
al PSOE y a Acción Catalana Republicana —ACR—. No consiguió, en cambio, 
incorporar también a la candidatura a la Lliga, representante de las derechas catalanas, 
por oposición del resto de partidos.82 
Ante esta situación cabe destacar que la coalición republicano-socialista del Pacto 
de San Sebastián se desintegró mucho antes del 13 de octubre de 1931. Como se puede 
apreciar, cada partido presentó un programa político diferente —con diversas similitudes 
                                                 
80 Sobre las proclamas de algunos miembros del PRRS véanse las publicaciones de Ayensa en El Sol, 
edición del 9 de mayo de 1931; de Balbontín en El Socialista, edición del 22 de abril y del 26 de mayo de 
1931 [consulta: 25/IV/2017]. 
81 BEN-AMI, Shlomo, Los orígenes de la Segunda República Española…, op. cit., p. 396. 
82 Ibídem, pp. 396-397. 
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con otros partidos en función de su tendencia política—, y raras veces se logró formar 
coaliciones estables. Generalmente, la presencia de DLR evitó su formación o, en caso 
de estar ya presente, se prescindió del PRRS por su clara oposición a este. Podría 
suponerse que, pese a las discrepancias, la campaña electoral transcurrió con relativa 
normalidad pero la realidad fue muy distinta. Pese a la imparcialidad solicitada desde el 
Gobierno Provisional,83 numerosos gobernadores civiles actuaron por intereses de partido 
e instaron a sus subordinados a actuar en contra de otras coaliciones y/o partidos. El 
mutuo acoso y las hostilidades entre las diversas tendencias republicanas dejaron patente 
que el consenso alcanzado en 1930 había desaparecido o se había difuminado bastante. 
Es más, muchas de las prácticas criticadas por la coalición en los últimos coletazos de la 
Monarquía volvieron a escena, tales como el caciquismo, los tiroteos, la interrupción de 
mítines, las presiones electorales, el tráfico de influencias, etc. En definitiva, las 
relaciones entre los partidos fueron descritas como «una guerra fratricida» y una 
«competencia desmoralizante».84 La incipiente democracia republicana se inauguraba 
con algunas de las rancias prácticas más criticadas del periodo anterior, todo ello en un 
contexto de elecciones «democráticas» que no contaban con el sector femenino de la 
población. 
Con este complejo panorama nacional llegó el día de las elecciones generales. Un 
total de 1 134 candidatos se presentaron para cubrir los 470 escaños de las Cortes. Las 
derechas republicanas y las opciones de centro moderadas presentaron al 31% de los 
candidatos posibles, las izquierdas republicanas presentaron al 27% y las candidaturas de 
izquierdas marxistas y obreristas presentaron otro 31%. El 11% restante lo conformaron 
todos los candidatos opuestos al nuevo régimen. 
El 28 de junio se celebraron las elecciones generales en primera vuelta, siendo la 
segunda entre julio y noviembre.85 El Anuario Estadístico de 1931 recoge una 
participación aproximada del 70,14% del electorado. El censo electoral contaba con 
6.199.750 votantes posibles, de los que participaron 4 348 691, un número considerable, 
lo cual nos da una idea de la importancia que tuvo en su momento la celebración de estos 
comicios. Evidentemente no era para menos, pues de estas elecciones debían salir los 
diputados que diesen forma a la futura Constitución de la República española. 
                                                 
83 AHN, Leg. 30: circular nº 231, fechada en 8/VI/1931. 
84 BEN-AMI, Shlomo, Los orígenes de la Segunda República Española…, op. cit., p. 402. 
85 El decreto del 8 de mayo de 1931 que modificaba parcialmente la Ley Electoral de 1907 estipulaba que 
los candidatos debían obtener, como mínimo, el 20 por 100 de los votos para ser seleccionados. En caso 
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Quisiéramos hacer constar, no obstante, que de nuevo los resultados que se ofrecen son 
dispares en función de la fuente que se consulte. En este caso, sin embargo, la necesidad 
de analizar los datos no es primordial ya que en la mayoría de fuentes los resultados varían 
en unos cuantos escaños, y no afectan a la composición final de las Cortes —únicamente 
otorgan más o menos diputados a los distintos partidos—. La diferencia de datos puede 
deberse posiblemente a que algunos autores atienden únicamente a la composición de las 
Cortes tras las elecciones del 28 de junio, es decir, sin añadir los diputados que salieron 
elegidos tras la segunda vuelta. En sensu stricto esta composición no es errónea, pero no 
debemos perder de vista los escaños que faltaron por ser elegidos en la segunda vuelta. 
Así pues, aportaremos un número concreto de diputados al tratar cada agrupación política 
para proporcionar una idea aproximada de la composición de las Cortes, y después se 
harán constar en una nota al pie cifras que aportan otros autores que sí tienen en cuenta 
esa segunda vuelta electoral, o que simplemente difieren de las cifras originales. 
Una vez aclarado todo, procedamos a examinar la composición de las Cortes. La 
gran triunfadora de las elecciones fue, indiscutiblemente, la conjunción republicano-
socialista que apoyaba a los integrantes del Gobierno Provisional. Siendo más 
específicos, el gran triunfador fue el Partido Socialista, que de no contar con más de 7 
diputados en la Monarquía, se erigió con 115, constituyéndose como la primera fuerza 
política de las Cortes.86 La mayoría del voto socialista provino generalmente de las 
circunscripciones latifundistas del sur de España; además, en muchas circunscripciones 
los socialistas presentaron listas independientes a la coalición, sabedores de sus claras 
posibilidades de resultar electos. Siguió de cerca al PSOE el otro gran partido «histórico», 
el PRR de Lerroux, que obtuvo 94 escaños y se constituyó como la segunda fuerza 
política. Es innegable la capacidad que tuvo Lerroux para mantener cohesionada Alianza 
Republicana87 como un solo bloque parlamentario, permitiéndole obtener suficientes 
escaños como para plantar cara al bloque socialista en las Cortes.88 
                                                 
86 CASANOVA, Julián, República y Guerra Civil..., op. cit., p. 28. Según Bahamonde, el PSOE habría 
obtenido 114 diputados (BAHAMONDE, Ángel (coord.), Historia de España…, op. cit., p. 556); Ben-Ami 
indica que fueron 117 diputados (BEN-AMI, Shlomo, Los orígenes de la Segunda República Española…, 
op. cit., p. 403). 
87 Según el periódico El Socialista, Alianza Republicana estaba formada por el PRR, AR, federales no 
disidentes y algunos republicanos independientes. Véase 28 de julio de 1931 [consulta: 30/IV/2017]. 
88 BEN-AMI, Shlomo, Los orígenes de la Segunda República Española…, op. cit., p. 404. González Calleja 
coincide en el número aportado por Ben-Ami (véase GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.), La 
Segunda República Española, op. cit., p. 70). Ángel Bahamonde ofrece, en cambio, la cifra de 89 diputados 
electos para el PRR (véase BAHAMONDE, Ángel (coord.), Historia de España…, op. cit., p. 556). 
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La opción conservadora de Alcalá-Zamora y Miguel Maura, la DLR, obtuvo 
únicamente 22 diputados.89 El escaso número de diputados obtenido por la derecha 
republicana tiene su explicación en la dificultad que estribó formar parte de la coalición 
republicano-socialista. En numerosas ocasiones el resto de partidos integrantes de la 
misma no contaron con la DLR y esto obligó al partido de Alcalá-Zamora a presentar 
listas independientes. Pese a ello, el resultado cosechado no es excesivamente negativo, 
especialmente si se atiende al hecho de que al menos 7 diputados provenían de listas 
independientes. Sin embargo, el peso de la izquierda republicana quedó muy patente en 
vista de los resultados obtenidos por los partidos de dicha tendencia: el PRRS obtuvo 59 
diputados, Acción Republicana 30, ERC obtuvo 35 diputados de los 49 posibles en 
Cataluña y 16 obtuvo Federación Republicana Gallega (FRG).90 Todos estos partidos se 
presentaron unidos en mayor o menor medida en la conjunción republicano-socialista, y 
de ese modo acabaron ocupando aproximadamente el 90% del Congreso. Se trató de una 
gran mayoría de republicanos —de izquierda, centro-izquierda, centro-derecha, etc. — y 
de socialistas; básicamente una representación a gran escala del Gobierno Provisional. 
Poco después de las elecciones los socialistas y los radical-socialistas profundizaron 
todavía más en la clara victoria de la izquierda, planteando la necesidad de que se formara 
un gobierno de izquierdas como resultado de las futuras elecciones. Esta tendencia les 
alejó progresivamente de los radicales de Lerroux y de las derechas republicanas. 
Resta únicamente mencionar a las fuerzas de la derecha no republicana, que si bien 
apenas pasaron de los 40 diputados en total —uniendo los escaños de todos los partidos 
que se presentaron—, contaron con personalidades muy notables entre sus filas.91 
Miembros de las grandes familias de España, propietarios rurales e industriales de 
                                                 
89 CASANOVA, Julián, República y Guerra Civil. Historia de España Vol. 8., op. cit., p. 28. Bahamonde, 
así como González Calleja, coinciden con Casanova en el número de diputados, 22. No obstante, Ben-Ami 
aumenta el número de diputados a 27 (véase BEN-AMI, Shlomo, Los orígenes de la Segunda República 
Española…, op. cit., p. 404). Este aumento podría ser producto de la suma total de diputados, una vez 
producida la segunda vuelta de las elecciones. En ese caso, sí que podrían haber sido 27 los diputados, 
número que también menciona González Calleja. 
90 CASANOVA, Julián, República y Guerra Civil..., op. cit., p. 29. Ángel Bahamonde da los siguientes 
datos: 55 escaños para el PRRS, 30 para AR, 36 para ERC y 16 para ORGA (véase BAHAMONDE, Ángel 
(coord.), Historia de España…, op. cit., p. 556). Ben-Ami difiere y aporta estos datos: 59 escaños para los 
radical-socialistas, 27 para AR, 33 para ERC y 16 para ORGA (véase BEN-AMI, Shlomo, Los orígenes de 
la Segunda República Española…, op. cit., pp. 403-404). Finalmente, González Calleja nos da los 
siguientes datos: 59 escaños para PRRS, 31 para ERC, 28 para AR y 16 para FRG (véase GONZÁLEZ 
CALLEJA, Eduardo (coord.), La Segunda República Española, op. cit., p. 70). 
91 Hablamos por ejemplo del conde de Romanones, de Juan March, de José María Lamamié de Clairac, de 
Francisco Estévanez, del conde de Rodezno, de José Luis Oriol, etc. Todos ellos salieron de las filas de 
Acción Nacional, del Partido Agrario, del carlismo o del integrismo. Véase CASANOVA, Julián, República 
y Guerra Civil..., op. cit., p. 29. 
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renombre, etc. Todos ellos suponían la identificación total y absoluta entre terratenientes, 
religión y orden social. El escaso número de diputados es consecuencia de una 
candidatura dispersa, desorganizada y fragmentada. Los viejos partidos dinásticos, de 
notables y demás «reliquias» de la Restauración se vieron superados por las 
circunstancias y no tuvieron tiempo de presentar una propuesta seria. El nuevo sistema 
electoral penalizaba claramente a las minorías políticas, y eso se tradujo en los pobres 
resultados obtenidos por las derechas no republicanas: 21 escaños obtuvieron los agrarios, 
3 obtuvo AN, 2 los monárquicos, 4 los nacionalistas vascos, 2 La Lliga y 9 escaños la 
coalición vasco-navarra.92 
 
Tabla 3. Composición de las Cortes Constituyentes de la República en junio de 1931. Elaboración propia. 
Fuente: GONZÁLEZ CALLEJA, E. (coord.), La Segunda República Española, op. cit., p. 70; 
BAHAMONDE, A. (coord.), Historia de España…, op. cit., pp. 556-557; BEN-AMI, S., Los orígenes de la 
Segunda República…, op. cit., pp. 403-404. 
 
¿Qué podemos deducir de la composición de las Cortes? Desde luego, la 
composición de las mismas se traduce en que España no estaba ni mucho menos 
polarizada, ni mostraba ya la antesala a la Guerra Civil. No obstante, la gran cantidad de 
partidos presentes arrojaron una composición muy dispar. Es lo que González Calleja ha 
llamado un «pluralismo extremo», con 19 formaciones políticas representadas en 
                                                 
92 BAHAMONDE, Ángel (coord.), Historia de España…, op. cit., pp. 556-557. Ben-Ami coincide con estas 
cifras, no así González Calleja, que presenta estas cifras: 26 escaños para los Agrarios, 1 para los 
monárquicos, 4 para la Lliga Regionalista, 15 para la coalición vasco-navarra (véase GONZÁLEZ 
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Cortes.93 ¿Por qué no podemos hablar de pluralismo polarizado? En primer lugar porque 
las fuerzas anti-sistema apenas contaban con la base social necesaria como para suponer 
un peligro para el Gobierno; en segundo lugar porque la derecha no republicana y las 
fuerzas minoritarias se habían visto perjudicadas por su debilidad y su fragmentación 
interna; y en tercer lugar porque el principal partido de las izquierdas, el PSOE, formaba 
parte del Gobierno. En resumen, las fuerzas partidarias del nuevo régimen y de la 
integración fueron más potentes que las fuerzas reaccionarias y desleales.94 
La conjunción republicano-socialista, base del Gobierno Provisional, suponía el 
90% de la Cámara; o en otras palabras, «todo el Parlamento era Gobierno», un hecho que 
acentuó aún más si cabe el aislamiento de la derecha. El Parlamento no era representativo 
de la totalidad de la nación, puesto que si bien numerosos sectores se veían reflejados en 
la coalición republicano-socialista, otros muchos sectores de la sociedad española no, y 
esa falta de representatividad traería consecuencias ulteriores graves para la República. 
Sin embargo, la enemistad entre el PSOE y el PRR evitó que los miembros más 
conservadores del Gobierno Provisional, Alcalá-Zamora y Maura, dejasen sus carteras 
ministeriales, ya que habría sido necesario que uno de los dos partidos antes mencionados 
hubiese podido pactar con otras formaciones políticas de menor entidad para poder formar 
un nuevo gobierno que se adecuase a sus preferencias.95 La gran mayoría de los diputados 
de las Cortes representaban a las clases medias, intelectuales, a la pequeña burguesía y 
los profesionales, mientras que sectores tradicionales como la Iglesia católica apenas 
contaban con partidarios que defendiesen sus intereses en las Cortes. El verdadero 
problema radicó en que amplios sectores de la sociedad española con mucho poder 
económico, social y cultural no se vieron al completo representados —siendo su 
representación corporativa—, lo cual a su vez implicó que no pudieron tomar parte de la 
redacción y debate de la Constitución.96 La República fue fruto del entusiasmo popular y 
la falta de apoyos del régimen monárquico, pero esto no implicó que la sociedad se 
hubiese republicanizado. La sociedad en general todavía no se había incorporado al nuevo 
régimen en el plano sociológico, y es que en las elecciones pesó más el voto 
antimonárquico que las convicciones en la República, y esto se tradujo en que el Gobierno 
careció de una base social potente y asentada.97 
                                                 
93 GONZÁLEZ CALLEJA, Edurado (coord.), La Segunda República Española, op. cit., p. 72. 
94 Ibídem, p. 74. 
95 MALEFAKIS, Edward, Reforma agraria y revolución…, op. cit., pp. 206-207. 
96 CASANOVA, Julián, República y Guerra Civil..., op. cit., pp. 30-31. 
97 BAHAMONDE, Ángel (coord.), Historia de España…, op. cit., p. 557. 
27 
 
Una de las preguntas que nos formulábamos al iniciar este trabajo cuestionaba el 
grado de democratización de la República. En ese sentido no cabe la menor duda de que 
las elecciones de junio de 1931 fueron un importante paso para obtener dicha democracia, 
más si cabe en la medida que los propios comicios constituían un acto ya de por sí 
democrático. Con una abstención menor al 30%, el ejercicio de la soberanía popular 
demostró que amplios sectores sociales eran afines a la República en mayor o menor 
grado, y que para ver cumplidas sus expectativas estos grupos decidieron otorgar un voto 
de confianza a unas Cortes y a un Gobierno parlamentario. La democracia republicana 
fue un hecho en este momento, sin lugar a dudas. Fueron democráticas las elecciones y 
fueron democráticas las Cortes, pero su articulación interna resultó ser un problema ya 
que la representación no fue total. 
A nuestro juicio existieron una serie de problemas básicos que ensombrecieron la 
consecución de una democracia completa y real: 1) La reforma de la Ley Electoral 
benefició a las mayorías políticas y perjudicó gravemente las minorías; 2) las pequeñas 
formaciones que entraron en las Cortes quedaron relegadas a minorías por una 
«legitimidad excluyente»98, es decir, fueron apartadas por la coalición gubernamental —
la gran vencedora de las elecciones—. Esto implicó que las fuerzas ajenas a la coalición 
no fueron integradas en el nuevo orden; 3) no existieron amplias bases sociales y sólidas 
bases de poder instaladas sobre las mismas;99 4) no era concebible que hombres como 
Alcalá-Zamora o Maura ocupasen cargos del Ejecutivo tan importantes —Presidencia y 
Gobernación, respectivamente— siendo los representantes de partidos que obtuvieron 
escasos escaños en las elecciones, mientras que partidos importantes, como el PRR, 
tuvieron carteras de menor rango.100 Las elecciones fueron en esencia democráticas, pero 
posiblemente la población —parte de ella— votó a la coalición republicano-socialista 
porque no se decidió por una alternativa más viable. Esto, en esencia, es la democracia 
puesto que no se impuso un partido concreto a la población, sino que ella decidió por sí 
misma a quien otorgar su confianza. No obstante, los mecanismos que regularon las 
elecciones, la situación interna del país y lo excepcional del momento propiciaron que los 
resultados fuesen, quizá, imprecisos, ya que la composición interna de las Cortes de la 
República dificultó enormemente posteriores actuaciones. 
                                                 
98 JULIÁ, Santos, «Sistema de partidos y problemas de consolidación de la democracia», Ayer, nº 20, 1995, 
pp. 111-139. 
99 GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.), La Segunda República Española, op. cit., pp. 73-74. 
100 Ibídem, p. 74. 
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Pese a lo anterior, quisiéramos remarcar un aspecto importante que quizá haya 
pasado desapercibido. Anteriormente mencionábamos que, si bien las mujeres todavía no 
podían votar porque era menester de las Cortes decidirlo, sí que se permitió que se 
presentasen como diputadas. De las elecciones de junio de 1931 salieron, por primera vez 
en la historia de España, dos mujeres como diputadas: Victoria Kent —PRRS, por   
Madrid— y Clara Campoamor —PRR, por Madrid—. Se les uniría más adelante —en las 
elecciones parciales de octubre— Margarita Nelken, diputada del PSOE por Badajoz. 
 
2.2.- El anteproyecto del texto constitucional 
El Gobierno Provisional renunció a sus poderes ante las Cortes el día 27 de julio de 
1931, y el día 31 obtuvo el voto de confianza, convirtiéndose así en el primer Gabinete 
ordinario de la República. La principal misión de las Cortes fue elaborar un texto 
constitucional, pero antes de llegar a ese punto se dieron una serie de pasos previos, 
muchos de ellos antes de las elecciones de junio. Es por ello que a partir de ahora se 
mencionarán algunos aspectos que consideramos relevantes pero que no mantienen el 
orden cronológico seguido hasta ahora, puesto que fueron simultáneos a otros procesos 
que se ha preferido mencionar por separado. 
El primero de estos pasos fue la creación de una Comisión Jurídica Asesora que 
redactase un anteproyecto de Constitución mientras se desarrollasen las campañas 
electorales y las elecciones. El 6 de mayo de 1931 Fernando de los Ríos, ministro de 
Justicia, ordenó la creación de dicha Comisión para que elaborase los proyectos de ley 
que debería debatir la Asamblea Constituyente. Al frente de la misma se situó Ángel 
Ossorio y Gallardo, reputado jurista y un «monárquico sin rey al servicio de la 
República».101 La Comisión se compuso de eminentes especialistas en derecho político y 
constitucional, juristas, etc. Junto al Presidente, la Comisión contó con veinticuatro 
vocales, doce de los cuales fueron seleccionados para formar una subcomisión cuya labor 
sería precisamente la redacción del anteproyecto de Constitución, tarea que finalizó en 
apenas un mes. 
El texto que elaboró la Comisión contó con 104 artículos, muy en sintonía con la 
República de orden que deseaban Alcalá-Zamora y los sectores más moderados del 
                                                 
101 GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.), La Segunda República Española, op. cit., p. 82. Sobre los 
decretos por los cuales se creó la comisión y se nombró presidente a Ossorio y Gallardo véase «Decreto 
nombrando a los señores que se mencionan Presidente y Vocales de la Comisión Jurídica Asesora, 
dependiente de este Ministerio», en Gaceta, nº 135, 15-V-1931, p. 743 [consulta: 4/V/2017]. Disponible 
en: http://www.boe.es/buscar/gazeta.php  
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republicanismo. En palabras de Adolfo González-Posada, catedrático de Derecho 
Municipal Comparado de la Universidad Central de Madrid y decano de la Facultad de 
Derecho, el anteproyecto respondía a una de las dos tradiciones del constitucionalismo 
español. El espíritu del anteproyecto respondía al espíritu ya observado en las 
Constituciones liberal-progresistas de 1812, 1837 y 1869.102 Es más, se observó una clara 
influencia del constitucionalismo de posguerra, corriente imperante en esos momentos en 
Europa central y occidental que tuvo sus referentes en los textos constitucionales de 
Austria, Checoslovaquia o la República de Weimar.103 
El Estado se definió como una «República democrática» y se contempló la 
autonomía de municipios y provincias, estableciéndose además el concepto de «entidad 
autónoma para fines administrativos o políticos». En este sentido la Comisión no apostó 
por un Estado federal uniforme, sino que dejó que cada región decidiese si quería 
configurarse en una entidad territorial autónoma. Este punto es sin duda destacable ya 
que gracias al mismo se atajaba la cuestión de Cataluña y su insistencia en erigirse como 
territorio autónomo. Más problemáticos fueron los artículos que hicieron alusión a 
aspectos religiosos, estableciendo como principio el laicismo de Estado y la libertad de 
conciencia y culto.104 No obstante, se reconocía a la Iglesia católica como asociación de 
derecho público, permitiéndole, si así lo desease, crear centros escolares que impartiesen 
materia religiosa. ¿Qué significó esta medida? Básicamente se estaba dando carta blanca 
a la Iglesia para que continuase como hasta el momento, certificando además que el 
Estado reconocía la fuerza social y espiritual de la Iglesia, aunque se declarase laico y 
decretase libertad de culto. 
Otro artículo del anteproyecto proponía la formación de un Parlamento bicameral 
–—rompiendo con la idea inicial de Parlamento unicameral—. La Jefatura del Estado 
recaería en el Presidente de la República, cargo al que se accedería por elección de las 
Cortes. Un polémico artículo hacía alusión a las prerrogativas del Presidente de la 
República, algunas de las cuales le otorgaban potestad de disolver las Cortes o de vetar 
leyes, poderes sin duda controvertidos que marchaban en contra del espíritu democrático. 
                                                 
102 Ibídem, pp. 82-83. 
103 La Constitución española de 1931 tomó como claro referente a la Carta Magna de la República de 
Weimar, redactada apenas una década antes. Si bien en 1931 Weimar se encontraba sumida en una profunda 
crisis a todos los niveles, y faltaban apenas dos años para que Hitler tomara el poder, es indudable la 
influencia que se observa en el texto constitucional español. Una comparación entre ambas experiencias 
democratizadoras la podemos observar en GÓMEZ CARBONERO, Sonsoles, «Dos procesos paralelos 
hacia el final trágico de la democracia: las culturas políticas de Weimar y de la Segunda República 
Española», IH, nº 21, 2001, pp. 281-299. 
104 GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.), La Segunda República Española, op. cit., pp. 83-84. 
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Una vez presentado el anteproyecto ante las Cortes se procedió a su votación y, 
como era de esperar, no obtuvo la aprobación unánime de la Asamblea Constituyente. 
Este rechazo parcial se explica, en parte, por la tendencia seguida hacia la República de 
orden que esgrimía el texto de la Comisión, tendencia que agradaba a los sectores más 
moderados. Para las izquierdas republicanas —especialmente para los socialistas—105 el 
texto era insuficiente, demasiado moderado —incluso conservador— y no conseguía 
«romper radicalmente con el pasado».106 Ante el rechazo del anteproyecto el Gobierno 
optó por encomendar la redacción de un nuevo proyecto de texto constitucional a una 
Comisión Parlamentaria. 
 
2.3.- El proyecto de la Comisión Parlamentaria 
La Comisión Parlamentaria, creada el 28 de julio, se compuso de veinte diputados 
seleccionados ese mismo día en una sesión de la Cámara. Al frente se situó el 
constitucionalista —y socialista— Luis Jiménez de Asúa, con Emiliano Iglesias —
PRR— como vicepresidente y Alfonso García Valdecasas —ASR— como secretario.107 
El trabajo de la Comisión empezó ese mismo día, ya que en un principio el plan 
establecido por su presidente era trabajar a un ritmo constante pero pausado, con el fin de 
poder madurar el proyecto detenidamente a lo largo de unos cuantos meses, para así poder 
elaborar un texto constitucional lo suficientemente sólido como para evitar un largo 
debate en las Cortes. Sin embargo, Alcalá-Zamora instó a la Comisión el 5 de agosto a 
que acelerasen el trabajo, otorgándoles un escaso plazo de apenas quince días. Esto se 
tradujo en largas jornadas, tanto diurnas como vespertinas, sin apenas pausas ni 
descansos. 
Pese a las dificultades los comisionados lograron terminar el proyecto y se lo 
presentaron al Presidente del Gobierno el día 17 de agosto. No obstante, se derivó un 
claro problema de la prontitud en la redacción del proyecto: dada la falta de tiempo los 
integrantes de la Comisión debatieron sobre temas cruciales sin alcanzar casi nunca la 
unanimidad, y cuestiones relevantes como la definición de la República, el derecho de 
propiedad, el sufragio femenino, la igualdad de derechos, la cuestión religiosa o la 
enseñanza quedaron un poco en el aire.108 
                                                 
105 CASANOVA, Julián, República y Guerra Civil..., op. cit., p. 32. 
106 GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.), La Segunda República Española, op. cit., p. 85. 
107 CASANOVA, Julián, República y Guerra Civil..., op. cit., p. 32. 
108 GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.), La Segunda República Española, op. cit., p. 86. Sobre el 
proyecto de la Comisión véase el discurso que realizó el presidente de la misma, Luis Jiménez de Asúa, en 
DSCC, 27-VIII-1931, pp. 642-648 [consulta: 8/V/2017] 
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El proyecto que presentó la Comisión constaba de 121 artículos comprendidos en 
19 títulos. La mayoría de los mismos fueron redactados por diputados socialistas que 
después los presentaron al resto de la Comisión para su aprobación. El proyecto mostraba 
una clara tendencia de izquierda —al gusto del PSOE y del PRRS—. El nuevo proyecto 
apostaba por un «Estado integral» que acabase con el «férreo e inútil Estado unitarista 
español».109 A diferencia del anteproyecto anterior, en este caso se descartó totalmente la 
opción de un Parlamento bicameral por ser considerada esta una característica de carácter 
nocivo y obstaculizador, siguiendo la tendencia surgida tras la Gran Guerra en gran parte 
de Europa.110 La jefatura del Estado recaería, de nuevo, en el Presidente de la República; 
sin embargo en este caso su situación sería algo más peculiar, una situación de «síntesis 
entre la fortaleza y la debilidad», en palabras de González Calleja. Su fortaleza provenía 
de la legitimidad que obtendría al ser designado por una consulta popular, pero su 
debilidad residía en el menoscabo de su capacidad de maniobra tras verse reducidas sus 
prerrogativas, especialmente aquella que le dotaba de competencias para disolver las 
Cortes.111 
Pese a contar con apenas veinticinco días para redactar el proyecto, y con serias 
deficiencias en su articulado, el texto constitucional resultante fue bastante avanzado, 
muy progresista y con una clara separación entre Iglesia y Estado, aspectos que sin duda 
agradaron más a la izquierda republicana que los presentados en el anterior anteproyecto. 
Mayor inconveniente presentaba el artículo que se refería a la disolución de las órdenes 
religiosas y la nacionalización de sus bienes, un punto muy problemático del proyecto 
constitucional. En cualquier caso, el proyecto de la Comisión Parlamentaria podría 
definirse del siguiente modo: se trataba de una Constitución que sería «de izquierda, pero 
no socialista […], democrática, iluminada por la libertad y de un gran contenido social», 
al gusto de las nuevas corrientes constitucionalistas europeas surgidas tras el fin de la 
Gran Guerra.112 El proyecto fue de gran altura técnica, un texto claro y preciso que 
recopiló los principales avances del Derecho Público europeo. Es por ello que, en palabras 
                                                 
109 GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.), La Segunda República Española, op. cit., p. 86. 
110 Nótese de nuevo la influencia de la Constitución de la República de Weimar y del constitucionalismo 
surgido en la posguerra, que apostaba por una legislación ampliamente progresista y social. Véase GÓMEZ 
CARBONERO, Sonsoles, «Dos procesos paralelos hacia el final trágico de la democracia…» op. cit., pp. 
281-299. 
111 GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.), La Segunda República Española, op. cit., p. 87. 
112 Ibídem, p. 87. Es indudable que la Constitución española de 1931 tiene claras influencias de, al menos, 
cuatro constituciones de la época, a saber: la mexicana de 1917, la alemana de 1919, la austriaca de 1920 y 
la checoslovaca del mismo año. Para más información sobre estas constituciones puede consultarse la obra 
de GONZÁLEZ POSADA, Carlos y Nicolás PÉREZ SERRANO, Constituciones de Europa y América, 
Madrid, Librería General de Victoriano Suárez, 1927. 
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del profesor Fraile Clivillés, esta Constitución pertenece al grupo de las «Constituciones 
de los profesores», precisamente por su altura técnica.113 Este fue el proyecto que se 
presentó ante las Cortes para su discusión y posterior aprobación; un debate constitucional 
que se inició el día 28 de agosto y concluyó el 9 de diciembre de 1931 con la aprobación 
del texto constitucional de la Segunda República Española. Una Constitución que 
desarrolló ampliamente numerosos principios democráticos que se acoplaron a la 
naturaleza y al funcionamiento interno y externo del Estado, así como una amplia relación 
de derechos civiles y sociales, propios de la vocación reformadora del texto.114 
 
3. El debate constitucional (agosto-diciembre 1931) 
El debate, cuyo último fin fue aprobar la Constitución de la República, se prolongó 
durante meses. Diversas formas de entender el Estado, la organización social y económica 
condicionaron las discusiones. Los grandes temas de la vida en España salieron a colación 
en estas largas sesiones. El criterio predominante fue el de los socialistas y los radical-
socialistas, mientras que las opciones de centro —PRR— y las derechas republicanas —
Partido Progresista, nombre adoptado por la DLR en agosto— conformaron una frecuente 
oposición y discreparon en muchos puntos del articulado constitucional. A un lado 
quedaban las derechas no republicanas, que se oponían frontalmente al espíritu general 
de las propuestas, y los nacionalistas republicanos, que concebían el Estado de una forma 
diferente. Sin duda fueron muchos los aspectos que se debatieron en las Cortes, pero hay 
cinco que destacan por su trascendencia y su relevancia, a saber: I) La cuestión religiosa; 
II) la organización territorial del Estado; III) la definición de la República; IV) el derecho 
de propiedad y la intervención del Estado; V) el sufragio femenino.115 
Las fuertes discrepancias dentro de la coalición gubernamental acabarían por 
fragmentarla, abandonándola la derecha republicana y los radicales en el transcurso de 
los debates. Como veremos, la Constitución se aprobó con un total de 368 votos a favor, 
pero más que la representación tangible de un consenso político, la Carta Magna 
representó el compromiso de las izquierdas republicanas —la mayoría— con la 
República, al tiempo que las minorías de la derecha optaron por la abstención. Los propios 
ministros fueron conscientes de que la obtención de un consenso era una tarea 
                                                 
113 OLIVER ARAUJO, Joan, “La Constitución republicana de 1931”, en Dereito, vol. 6, nº 1, 1997, pp. 
107-119. 
114 BAHAMONDE, Ángel (coord.), Historia de España…, op. cit., p. 559. 
115 Ibídem, p. 559. 
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prácticamente imposible dada la gran heterogeneidad del Gobierno,116 y aun en el 
hipotético caso de que hubiesen decidido dejar de lado sus diferencias para pensar en el 
objetivo común, los intereses de sus respectivos partidos se habrían acabado por imponer. 
El principal problema que se presentó en las Cortes fue la falta de coherencia y 
cohesión entre los diversos partidos. Las numerosas discusiones y votaciones 
evidenciaron que el sistema democrático adoptado en las Cortes era adecuado y 
funcionaba correctamente, pero pocos partidos mostraron una conducta que se ajustase a 
las circunstancias. Cuanto más falta hacía alcanzar un consenso más afloraban las 
discrepancias.117 Sin embargo, es indudable que a lo largo de esos meses se pronunciaron 
en las Cortes discursos brillantes por algunos de los mayores intelectuales y políticos 
españoles como José Ortega y Gasset, Miguel de Unamuno, Manuel Azaña, Luis 
Araquistáin, Clara Campoamor o Claudio Sánchez Albornoz.118 
 
3.1.- La forma política del Estado y la organización nacional 
El primer punto que se trató en el Pleno de las Cortes fue, como cabría esperar, la 
definición del propio Estado. El rey se había exiliado voluntariamente del país y la 
Monarquía había sido abolida, siendo sustituida de forma espontánea y popular por una 
República. Correspondió a las Cortes sancionar la nueva forma política del Estado, y la 
definición de la misma, recogida en el artículo 1º, fue la siguiente: «España es una 
República democrática de trabajadores de toda clase, que se organizan en régimen de 
Libertad y Justicia. Los poderes de todos sus órganos emanan del pueblo»119. Podemos 
observar que no se alude en ningún momento al concepto de «Nación», una categoría 
poco clara. El origen de todos los poderes es el pueblo, es decir, la soberanía emana de 
él. El primer artículo ya nos presenta un aspecto muy democrático y fundamental, aunque 
sin tocar aspectos conflictivos como los términos de «Nación» o «Pueblo». Como dijo 
Azaña: «La República es la expresión jurídica de mi Patria, y España es el nombre 
histórico de la República. Cuando yo hablo de la República, hablo de España. Cuando 
                                                 
116 BEN-AMI, Shlomo, Los orígenes de la Segunda República Española…, op. cit., p. 409. Para las 
declaraciones de los diversos ministros véase ABC, 10/VII/1931 (Alcalá-Zamora), 11/VII/1931 (M. 
Domingo) [consulta: 9/V/2017]. 
117 GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.), La Segunda República Española, op. cit., pp. 87-88. 
118 VARELA SUANZES-CARPEGNA, Joaquín, «La Constitución de 1931 y la organización territorial del 
Estado», en Iura Vasconiae, nº 10, 2013, p. 332. 
119 La enmienda que definió la forma política de España fue presentada por el Sr. Varela, diputado radical. 
No obstante, él únicamente mencionó que España sería «una República de trabajadores». Véase Diario de 
Sesiones de las Cortes de 15 de septiembre de 1931, nº 38, pp. 895-929. El 25 de septiembre se aprobó la 
enmienda pero a petición de Alcalá-Zamora se añadió el apartado «de toda clase». Véase ALCALÁ-
ZAMORA, Niceto, Memorias, Barcelona, Editorial Planeta, 1998, pp. 211-212. 
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hablo como republicano, hablo como español»120. Observamos en las palabras de Azaña 
una clara identificación entre España, las Cortes y la República. Se trata de un todo, un 
conjunto que no se puede dividir. El pueblo español en su conjunto es quien legitima y 
quien actúa de soporte de todos los poderes del Estado. Dicho poder es depositado en las 
Cortes, que son las representantes del pueblo español. La República es España y España 
es la República.121 
Una vez aclarada la definición política del Estado, las Cortes tuvieron que discutir 
un aspecto problemático del articulado: el tipo de Estado que se quería en España. El 
problema emanaba del proyecto de Estatuto que se aprobó en Cataluña el 14 de julio, que 
definía a Cataluña como un «Estado autónomo dentro de la República española». Este 
inconveniente marcó las discusiones en las Cortes, sobre todo por el impulso que le dieron 
los partidos nacionalistas catalanes y vascos —e incluso gallegos—, que reclamaron tener 
su propio autogobierno. La naturaleza federal o unitaria del Estado español fue 
posiblemente uno de los debates más arduos y extensos de cuantos se dieron en el seno 
de las Cortes, a excepción quizá de la cuestión religiosa. Finalmente, la fórmula que se 
escogió para el Estado español fue la recogida en el artículo 1º, párrafo 3º: «La República 
constituye un Estado integral, compatible con la autonomía de los Municipios y las 
Regiones».122 Esta fórmula híbrida, «el Estado integral», pretendía huir del Estado 
unitario asociado al constitucionalismo monárquico, muy desprestigiado, pero también 
del federalismo de la Primera República, que derivó en los movimientos cantonales y 
causó numerosos problemas. Las dos fórmulas se consideraban obsoletas y es por ello 
que se optó por la tercera vía, el Estado integral, antecedente del Estado autonómico o 
Estado de las autonomías.123 No obstante, esta idea no emanó directamente de las Cortes, 
sino que ya se pudo observar en el escrito que redactó Ángel Ossorio y Gallardo como 
apunte al anteproyecto de la Constitución en julio y que decía lo siguiente: 
 
«[…] surgido o apuntan anhelos de personalidad autónoma, en términos 
tan vivos, con razones tan fuertes y con apasionamiento tan considerable, que el 
cerrar los caminos a su expansión sería, sobre una injusta negación del sentido 
                                                 
120 AZAÑA DÍAZ, Manuel, Obras completas (4 vols.), México D.F., Ediciones Oasis, 1966, vol. II, p. 444. 
Se trata de un fragmento del discurso pronunciado por Azaña el 30 de septiembre de 1932 que, si bien es 
posterior a los momentos que aquí se tratan, ejemplifica perfectamente esta cuestión. 
121 PÉREZ GIL, Luís, «Análisis de los principios constitucionales y las competencias en las relaciones 
exteriores en la Constitución española de diciembre de 1931», en Revista Española de Derecho 
Constitucional, nº 63, 2001, pp. 132-133 y OLIVER ARAUJO, Joan, “La Constitución republicana…”, op. 
cit., p. 110. 
122 PÉREZ GIL, Luís, «Análisis de los principios constitucionales…», op. cit., p. 133 
123 VARELA SUANZES-CARPEGNA, Joaquín., «La Constitución de 1931…», op. cit., p. 341. 
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de libertad, una insigne torpeza política […]. En vez de inventar un federalismo 
uniforme y teórico […] facilitar la formación de entidades que, para alcanzar una 
autonomía mayor o menor, habrán de encontrar como arranque su propio 
deseo.»124 
Se descartaron, por lo tanto, el federalismo y la descentralización administrativa, 
así como el Estado unitario tradicional. En su lugar, y como mencionábamos 
anteriormente, se escogió una fórmula de Estado que permitía la formación de regiones 
administrativa y políticamente autónomas que tendrían derecho a definir su propio 
régimen interior en las materias que fuese necesario, siempre y cuando fuesen de su 
competencia. Una fórmula intermedia —aunque más próxima al federalismo— que 
podríamos describir, de forma coloquial, como un «federalismo disminuido».125 Este es 
el Estado integral, claro precedente del Estado de las Autonomías recogido en la 
Constitución de 1978.126 
El artículo 1º, párrafo 3º, recogía lo anteriormente expuesto, y este a su vez fue 
complementado con varios artículos recogidos en el Título Primero, referente a la 
organización nacional. El artículo 8º, párrafo 1º, dictaminaba que «el Estado español, 
dentro de los límites irreductibles de su territorio actual, estará integrado por Municipios 
mancomunados en provincias y por las regiones que se constituyan en régimen de 
autonomía». El artículo 11º complementaba al 8º estableciendo que «si una o varias 
provincias limítrofes, con características históricas, culturales y económicas, comunes, 
acordaran organizarse en región autónoma para formar un núcleo político administrativo, 
dentro del Estado español, presentarán su Estatuto con arreglo a lo establecido en el art. 
12º.», artículo que establece las bases que debían seguirse para obtener el reconocimiento 
de autonomía.127 
Vemos pues que la organización territorial del Estado y lo relativo a la definición 
del mismo fueron aspectos importantes que se trataron con suma cautela a lo largo de 
numerosas sesiones, y que dieron como resultado la articulación de un Estado integral 
que aceptaba la formación de regiones autónomas si ellas así lo deseaban, siempre 
                                                 
124 OSSORIO Y GALLARDO, Ángel, «Prólogo al Anteproyecto de la Constitución», remitido al ministro 
de Justicia el 6 de julio de 1931, en Biblioteca Virtual Miguel de Cervantes [en línea], [consulta: 10/V/2017] 
disponible en: http://www.cervantesvirtual.com/obra-visor/anteproyecto-de-constitucion-de-la-republica-
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125 OLIVER ARAUJO, Joan, “La Constitución…”, op. cit., p. 110 
126 VARELA SUANZES-CARPEGNA, Joaquín., «La Constitución de 1931…, op. cit., p. 342. 
127 El artículo 12º estipulaba que para obtener el Estatuto de autonomía era necesaria la aprobación de la 
mayoría de los municipios que comprendieran las dos terceras partes del censo electoral y el plebiscito 
favorable de las dos terceras partes de los electores inscritos en el censo electoral de la región, además de 
la aprobación final de las Cortes mediante ley. 
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mediante sistemas democráticos que demostrasen que esa era la voluntad de los habitantes 
de la región. Los artículos 14º, 15º, 16º, 18º, 19º, 20º y 21º recopilaron las diversas 
materias que eran competencia directa del Estado, aquellas que correspondían legislar al 
Estado pero que podrían ejecutar las regiones autónomas, las que eran competencia 
exclusiva de las autonomías y las demás.128 En general, la definición del proyecto 
autonómico resultó bastante completa y aseguraba que siempre sería democrático 
cualquier proceso de creación de un Estatuto de autonomía. 
El artículo 4º presentó también numerosos problemas, pues hacía referencia a la 
lengua oficial del Estado español. Evidentemente el castellano se estableció como la 
lengua oficial de la República, pero numerosos debates cambiaron la redacción de este 
artículo. El 18 de septiembre un intenso debate entre numerosos diputados —destacando 
Unamuno, Leizaola, Castelao, Xirau o Alomar— instó a que se reconociese la pluralidad 
cultural y lingüística de España, y propició un cambio en la redacción del artículo 4º, que 
se redactó de nuevo en la sesión del 25 de septiembre.129 De ese modo quedaba 
establecido que «el castellano es la lengua oficial de la República y todos los españoles 
tienen la obligación de saberlo y el derecho de usarlo, sin perjuicio de los derechos que 
las leyes del Estado reconozcan a las lenguas de las provincias o regiones. Salvo lo que 
se disponga en leyes especiales, a nadie se le podrá exigir el conocimiento ni el uso de 
ninguna lengua regional.» Por lo tanto, aunque el castellano fuese la lengua oficial del 
Estado se permitía el uso de otras lenguas en las regiones o provincias que contasen con 
ellas. Precisamente, en 1932, al ser aprobado el Estatuto catalán de autonomía, el artículo 
2º del mismo establecía el catalán como lengua oficial del territorio junto con el 
castellano, reconociendo el derecho de todos los residentes del territorio catalán a 
emplearlo en sus relaciones con la Generalidad o la República.130 
 
3.2.- La cuestión religiosa 
Los artículos de la Constitución que trataron de la materia religiosa fueron sin duda 
alguna los más conflictivos de todo el debate. Numerosas desavenencias entre los 
diputados llevaron a largas sesiones y acaloradas discusiones. La intolerancia y el 
anticlericalismo de los partidos republicanos de izquierdas y de los socialistas, así como 
                                                 
128 VARELA SUANZES-CARPEGNA, Joaquín, «La Constitución de 1931…», op. cit., p. 345. 
129 Diario de sesiones de las Cortes de 18 de septiembre de 1931, nº 41, pp. 1001-1032, y 25/26 del mismo 
mes, nº 45, pp. 1163-1258 [consulta: 11/V/2017]. 
130 Sobre el Estatuto de Cataluña y el debate en Cortes sobre la oficialidad del castellano y otras posibles 
opciones véase OROBON, Marie-Angèle, «Lenguas y naciones en las Cortes Constituyentes de la II 
República: la visión castellana», en Investigaciones históricas, nº 34, 2014, pp. 185-209. 
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el egoísmo y el orgullo de la jerarquía eclesiástica, llevaron a un enfrentamiento muy duro 
entre Iglesia-Estado, que a su vez se extendió a la población española dividida en 
clericales y anticlericales.131 El panorama que se pudo observar en las Cortes durante el 
debate constitucional fue el siguiente: por un lado numerosos diputados, especialmente 
de la izquierda —socialistas y radical-socialistas—, anticlericales; y por otro lado, la 
derecha no republicana, defensora del orden y la tradición y, por supuesto, de la jerarquía 
católica. También era partidaria de defender a la Iglesia católica la derecha republicana, 
encabezada por el Partido Progresista de Alcalá-Zamora. La cuestión religiosa fue sin 
duda un punto de inflexión, y es que, citando a Hilari Raguer Suñer, «la religión resultó 
ser uno de los más poderosos factores de polarización de opiniones y de pasiones».132 
La mayoría de los políticos que apoyaron la República miró con malos ojos a la 
Iglesia, a la cual consideraban una rémora para el progreso del país, y es por ello que 
pretendieron cambiar numerosos aspectos que consideraron negativos para la sociedad y 
para el país.133 El problema residió en que el asunto religioso se abordó de forma casi 
irreconciliable, muy anticlerical, sin atender a una solución más equilibrada y 
democrática que respondiese a las creencias de grandes sectores de la población. De 
nuevo, el problema de la composición interna de las Cortes salía a flote, puesto que un 
tema que afectaba a la Iglesia —la cual contaba con muchísimos apoyos entre la 
población— no pudo ser defendido correctamente por sus partidarios al no tener 
suficiente representatividad en las Cortes. 
El Proyecto de la Constitución mostró un grado elevado de anticlericalismo, que, 
justificado o no, posiblemente fue inadecuado puesto que dificultó la consecución de un 
texto de concordia y consenso.134 La separación entre Iglesia y Estado se afirmaba de 
forma sucinta en el artículo 3º de la Constitución, el cual rezaba que «el Estado español 
no tiene religión oficial». En este punto todos los diputados coincidieron sin demasiadas 
discusiones, pero el verdadero problema llegó con los artículos 26º y 27º, que definían las 
relaciones Iglesia-Estado.135 El discurso de Azaña en las Cortes logró suavizar en gran 
medida la cuestión, aunque siguió reafirmando la ruptura Iglesia-Estado. Para el líder de 
                                                 
131 OLIVER ARAUJO, Joan, «La Constitución republicana…», op. cit., p. 111. 
132 RAGUER SUÑER, H., «La Iglesia española en la Segunda República», Arbor, números 426-427, 1981, 
p.51 
133 OLIVER ARAUJO, Joan, «La cuestión religiosa en la Constitución de 1931: una nueva reflexión sobre 
un tema clásico», en Revista de Estudios Políticos, nº 81, julio-septiembre 1993, p. 176 
134 Ibídem, p. 177. 
135 Los debates sobre estos artículos se iniciaron en la sesión del 13 de octubre de 1931. Véase Diario de 
sesiones de las Cortes, nº 55, pp. 1641-1721 [consulta: 10/V/2017]. 
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AR, España había dejado de ser católica y la principal tarea en esos momentos debía ser 
organizar el Estado para adecuarlo a esa nueva realidad histórica. En ese sentido se 
implantaría «el laicismo del Estado, en todas sus inevitables y rigurosas consecuencias». 
Para Azaña, el problema religioso no podía ir más allá de la conciencia de cada individuo. 
Se trataba de un tema personal que no debía inmiscuirse en la labor estatal.136 Los 
socialistas y los radical-socialistas pretendieron la eliminación total de las órdenes 
religiosas, una medida que no secundó Azaña en su discurso, en el que además tampoco 
atacó las creencias religiosas. Por el contrario, el ministro de Guerra defendió una postura 
laica y reformadora pero conteniendo su discurso con un tono moderado que le granjeó 
un importante prestigio y que, en parte, le catapultó hacia la presidencia del Gobierno en 
vista de su posición centrista dentro de la coalición. Pese al discurso de Azaña, numerosos 
políticos se opusieron a los artículos 26º y 27º de la Constitución. Como hizo constar 
Ossorio y Gallardo, si ambos artículos se aprobaban implicaría «tener media, por lo 
menos media, sociedad española vuelta de espaldas a la República».137 
Vemos, pues, como la cuestión religiosa no fue un aspecto que se tomó a la ligera. 
Hemos mencionado los artículos 26º y 27º pero, ¿en qué consistían? Básicamente 
establecían que «todas las confesiones religiosas serían consideradas como Asociaciones 
sometidas a una ley especial», y dichas Asociaciones no recibirían por parte del Estado, 
regiones, provincias y municipios ninguna dotación económica. Esto suponía que el 
Estado se desentendía de la Iglesia y además se suprimía el presupuesto de culto y clero. 
En cuanto a las órdenes religiosas, se estableció su disolución —en caso de profesar un 
cuarto voto de obediencia al Papa, es decir, la Compañía de Jesús— o su sometimiento a 
una ley especial que les prohibía ejercer la enseñanza, obligaba a contribuir a la renta 
tributaria y decretaba la desamortización de los bienes que fuesen innecesarios para la 
orden —todos aquellos que no se destinasen a vivienda o al cumplimiento de sus fines 
privativos—. El artículo 27º establecía «la libertad de conciencia y el derecho de profesar 
y practicar libremente cualquier religión en territorio español, salvo el respeto debido a 
las exigencias de la moral pública». 
Los artículos anteriores declaraban la aconfesionalidad del Estado, negaban la 
discriminación de cualquier persona por motivos religiosos, declaraban la libertad de 
cultos y la enseñanza laica. Hasta este punto podríamos definir esta regulación como 
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137 SÁNCHEZ PÉREZ, Francisco (coord.), La España del siglo XX…, op. cit., p. 111. 
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laicismo positivo,138 respetuoso con la Iglesia y democrático, acorde con el 
constitucionalismo europeo de posguerra. No obstante, la crispación de numerosos 
diputados con la Iglesia promovió otros puntos del articulado antes mencionados que 
transformaron ese laicismo positivo en uno negativo. Estos puntos negativos139 
significaban la pérdida de los privilegios históricos de la Iglesia Católica, tales como: la 
supresión del presupuesto del clero, la prohibición de ejercer la enseñanza, el duro 
régimen fiscal impuesto, la amenaza de nacionalizar los bienes de las órdenes religiosas, 
etc. Como apunta Oliver Araujo, estos párrafos de la Constitución eran «anómalos» y 
parecían más bien promovidos por el rencor y el deseo de venganza que por una necesidad 
real. La cuestión religiosa «se politizó y se convirtió en una de las principales causas de 
conflicto político, de tal forma que la sacralización de la política española aumentó en 
lugar de atenuarse».140 
La aprobación de los artículos 26º y 27º trajo consigo dos problemas: por un lado 
todos los diputados conservadores católicos que se oponían a estos artículos —minorías 
vasco-navarras y agrarios— abandonaron los debates constitucionales y movieron a una 
parte de la opinión pública contra los mismos. Por otro lado, la República afrontó su 
primera crisis gubernamental con la dimisión del Presidente del Gobierno, Niceto Alcalá-
Zamora, así como la de Miguel Maura, ministro de la Gobernación. Ambos políticos 
representaban los vínculos más palpables con los sectores conservadores que apoyaban 
la República, y su renuncia tuvo graves consecuencias.141 La coalición del Pacto de San 
Sebastián se desintegró finalmente con la marcha de estos dos hombres. Al día siguiente, 
14 de octubre, Manuel Azaña era elegido Presidente del Gobierno ante la negativa de 
Lerroux a ocupar la presidencia.142 
                                                 
138 OLIVER ARAUJO, Joan, «La Constitución republicana…», op. cit., p. 112. 
139 No se discute aquí la necesidad o la futilidad de añadir dichos puntos al articulado constitucional. 
Únicamente se remarca la negatividad de dichos puntos para las relaciones entre Iglesia y Estado. 
140 OLIVER ARAUJO, Joan, «La Constitución republicana…», op. cit., p. 112. 
141 OLIVER ARAUJO, Joan, «La cuestión religiosa en la Constitución de 1931…», op. cit., p. 179. Como 
apuntaba el profesor Raymond Carr, «no fueron el radicalismo democrático ni el idealismo social de la 
Constitución, sino sus cláusulas religiosas, englobadas en el artículo 26, las que enfurecieron a la oposición, 
dividieron el Gobierno y crearon la posibilidad de una unión de la derecha para defender a una Iglesia 
perseguida». Véase CARR, Raymond, España 1808-1939, Barcelona, Ediciones Ariel, 1970, p. 580. Para 
Edward Malefakis la renuncia de Alcalá-Zamora tuvo mucho que ver con el fracaso de su proyecto de 
reforma agraria, rechazado unas semanas antes. La cuestión religiosa fue «la más inmediata y más 
importante» causa de su dimisión, pero la cuestión de la propiedad también lo fue. Véase MALEFAKIS, 
Edward, Reforma agraria y revolución…, op. cit., p. 221. 
142 En palabras de Manuel Azaña, mantener la unidad y la cohesión interna de la Coalición de San Sebastián 
se había convertido en una tarea superior a «toda fuerza humana», una opinión que compartieron los 
socialistas, que tacharon a Maura y Alcalá-Zamora de «pesadilla». Véase Diario de Sesiones de las Cortes, 
nº 56, 14 de octubre de 1931 [consulta: 12/V/2017] 
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Por lo tanto, podemos concluir que la regulación relativa a los asuntos religiosos 
fue desafortunada, no porque las medidas tomadas no fuesen adecuadas, sino porque se 
hizo gala de un anticlericalismo radical. En cualquier caso, la cuestión religiosa no debe 
entenderse únicamente como un enfrentamiento entre clericales y anticlericales, sino que 
también se trató de un enfrentamiento entre republicanos y antirrepublicanos. Estas 
condiciones hicieron imposible normalizar las relaciones entre la Iglesia y el Estado. Las 
disposiciones tomadas fragmentaron el Gobierno de la República, fomentaron la 
oposición y propiciaron el abandono de numerosos diputados de los debates 
constitucionales, dificultando así el entendimiento entre los sectores más conservadores 
afines a la República con los sectores de la izquierda republicana anticlerical. La derecha 
católica no republicana y la Iglesia no se consideraron compatibles ni con el régimen ni 
con la Constitución desde ese momento, y añadieron a los apelativos de «separatista» —
por el reconocimiento de las regiones autónomas— y «socialista» —por la revisión de la 
propiedad privada— los de «anticlerical» y «anticatólica», en suma, «atea».143 
 
3.3.- «El Estado social» y los órganos constitucionales 
El Título III de la Constitución —«Derechos y deberes de los españoles»—, abarca 
desde el artículo 25º hasta el 50º, dividiéndose a su vez en dos capítulos: 1) Garantías 
individuales y políticas —artículos 25º al 42º—; y 2) Familia, economía y cultura —
artículos 43º al 50º—. En esa serie de artículos se refleja la más amplia declaración de 
derechos de toda la historia constitucional española hasta 1931, y una de las más extensas 
del mundo.144 
Abría este apartado el artículo 25º, que reconocía el principio de la igualdad y  
dictaminaba que la naturaleza, el sexo, las ideas políticas o religiosas, la filiación, etc. no 
podían ser objeto de privilegio jurídico. Venía básicamente a completar lo estipulado en 
el artículo 2º: «Todos los españoles son iguales ante la ley». La recopilación de derechos 
de los ciudadanos incluía la libertad de conciencia y culto anteriormente mencionada —
artículo 27º—, el derecho a la propiedad privada —recogida en los artículos 31º y 32º—
, la libertad de expresión, de prensa y de asociación —artículos 34º, 35º, 38º y 39º—, 
derecho de sufragio universal para ambos sexos —artículo 36º—, derechos de 
manifestación, sindicación, etc. Son, en conjunto, los derechos que muestran el sentido 
democrático de la Constitución y el marcado carácter social de la misma. Unos derechos 
                                                 
143 SÁNCHEZ PÉREZ, Francisco (coord.), La España del siglo XX…, op. cit., p. 111. 
144 OLIVER ARAUJO, Joan, «La Constitución republicana…», op. cit., p. 113. 
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políticos y civiles clásicos, ya vistos en otras constituciones liberales decimonónicas pero 
también nuevos derechos sociales y económicos, así como un sistema de garantías de los 
mismos que culminaba en el Tribunal de Garantías Constitucionales.145 
Es precisamente en este campo, en la regulación de los derechos y las libertades de 
todos los ciudadanos y ciudadanas, donde el espíritu renovador de la Constitución más se 
deja ver. Si analizamos textos constitucionales precedentes, la diferencia con la Carta 
Magna de 1931 es palpable. La atención que se presta a la declaración de derechos y 
obligaciones es más extensa, contando con 25 artículos dedicados íntegramente a los 
mismos. El constitucionalismo de entreguerras, ya mencionado anteriormente, sale de 
nuevo a colación en este apartado, y es clara su influencia puesto que se pretendió mostrar 
en el articulado la socialización de los derechos de los individuos, haciendo los mismos 
compatibles con una igualdad ciudadana real y palpable.146 Fueron precisamente los 
derechos sociales una de las grandes novedades que introdujo el texto constitucional, 
recopilados en un apartado propio —Capítulo II: Familia, economía y cultura—. Un 
aspecto tan básico como el trabajo quedó establecido mediante el artículo 46º, que lo 
designaba como «obligación social» pero que al mismo tiempo le otorgaba la protección 
de las leyes y le garantizaba una serie de medidas legislativas protectoras en materia de 
«seguro de enfermedad, accidentes, paro forzoso, vejez, invalidez y muerte» entre otros. 
Estamos frente a un precedente directo de la Seguridad Social actual, clara muestra de lo 
avanzado del articulado de la Constitución.147 Completaban estos derechos sociales la 
protección del trabajo infantil, el establecimiento de un salario mínimo, la regulación de 
la jornada de trabajo, etc. 
Posiblemente el mayor punto de conflicto en temas sociales se dio con el derecho 
de propiedad, materia en la que los socialistas hicieron especial hincapié. La Constitución 
recogió, finalmente, que la propiedad privada era susceptible de expropiación forzosa por 
causas de utilidad social, aunque siempre con una indemnización para el propietario. 
También se contempló la posibilidad de nacionalizar los servicios de interés común para 
la ciudadanía. Estas medidas hicieron que colectivos opuestos al socialismo —derecha 
                                                 
145 Comentarios sobre la Constitución de 1931 recogidos en la página web del Congreso de los Diputados, 
sección de Historia y Normas, Constituciones españolas 1812-1978. Disponible en: 
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/Hist_Normas/ConstEsp1812_1978/Const1
931 (consulta: 12/V/17) 
146 PÉREZ AYALA, Andoni, «La Constitución republicana de 1931 siete décadas después», en Cuadernos 
Republicanos, 2005, p. 8. 
147 Ibídem, p. 9. Véase también sobre la cuestión de la Seguridad Social el artículo de PRIETO 
GUTIÉRREZ, María G. y Benito PENDÁS GARCÍA, «La Seguridad Social en la Constitución de 1931», 
en Revista de Política Social, nº 139, Julio-Septiembre 1983, pp. 51-91. 
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republicana y PRR— criticasen a la Constitución en lo que ellos consideraron un ataque 
a la propiedad privada fruto de un texto «socialista» o «socializante».148 
Destacable es también el artículo 48º, el 49º y el 50º, que hacen referencia al sistema 
educativo de la República. En estos artículos se declara que la enseñanza primaria será 
«gratuita y obligatoria» y laica, los profesores serán funcionarios públicos y el Estado 
facilitará a todos los españoles necesitados económicamente el acceso a la misma en todos 
los grados posibles. Se implantaba de este modo la enseñanza laica, pública y gratuita, 
una medida más que necesaria para reducir las altas tasas de analfabetismo del país. Con 
la aprobación de estos artículos se veían cumplidas las aspiraciones reformadoras de 
Azaña en materia educativa. El político alcalaíno confiaba plenamente en la libertad, pero 
para poder alcanzarla, afirmaba, era necesaria la cultura, que hasta entonces había sido 
competencia exclusiva de la Iglesia.149 Las discusiones más intensas se dieron cuando se 
debatieron los artículos 26º y 27º antes mencionados, y los artículos relativos a la 
educación simplemente confirmaron la laicidad del Estado y de la enseñanza, 
garantizando que el acceso a la misma sería un derecho para todos los españoles. 
La Constitución no recogía en ningún artículo expresamente el principio de la 
división de poderes, aunque estaba implícito. Por el contrario, el texto transmitía la misma 
idea pero presentada de una forma algo más moderada: «colaboración de poderes».150 Los 
poderes tradicionales —legislativo, ejecutivo y judicial— se vieron personificados en las 
Cortes, el Presidente de la República, el Gobierno y el Tribunal de Garantías 
Constitucionales. No obstante resultó evidente, en base al articulado constitucional, que 
el poder legislativo tuvo preeminencia sobre los demás, o lo que es lo mismo, las Cortes 
se erigieron como el principal órgano, por lo que el régimen fue parlamentario.151 
Las Cortes eran las representantes del pueblo español, depositario de la soberanía, 
y, por lo tanto, sus atribuciones fueron extensas. La potestad legislativa, como señaló la 
Constitución en el artículo 51º —Título IV.- Las Cortes—, residía en el pueblo y esta era 
ejercida por medio del Congreso de los Diputados o Cortes. El Congreso de los Diputados 
era el poder básico, y sus miembros fueron elegidos por sufragio universal directo, 
precisamente en base a esa delegación de la soberanía popular. Esto implicó que las 
Cortes serían unicamerales, algo que no sucedía desde 1812. Los debates en el seno de la 
                                                 
148 SÁNCHEZ PÉREZ, Francisco (coord.), La España del siglo XX…, op. cit., pp. 110-111. 
149 FERNÁNDEZ-SORIA, Juan M., «Manuel Azaña y el Estado educador en la Constitución española de 
1931», en Cuestiones Pedagógicas, nº 21, 2011/2012, pp. 85-119. 
150 OLIVER ARAUJO, Joan, «La Constitución republicana…», op. cit., p. 110. 
151 BAHAMONDE, Ángel (coord.), Historia de España…, op. cit., p. 561. 
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Cámara se sucedieron con respecto a esta cuestión, un debate tradicional del 
constitucionalismo español. Sin embargo, y pese a la oposición de Alcalá-Zamora —
PP— y de algunos miembros de la Comisión Jurídica Asesora y de la Comisión de la 
Constitución, el debate se cerró con la afirmación del sistema unicameral.152 Las Cortes 
contaron con el control político del Ejecutivo, un control que se extendía a atribuciones 
tales como la decisión de declarar guerras, la denuncia de tratados internacionales, la 
retirada de la Sociedad de Naciones —artículo 78º—153, etc. Además, los artículos 63º y 
64º conferían todavía más poder a la Cámara, disponiéndose que tanto el Presidente del 
Gobierno como sus ministros debían acudir obligatoriamente a las Cortes si su presencia 
era requerida. Se establecía también la posibilidad de realizar un voto de censura contra 
el gobierno, siempre que lo suscribiesen un mínimo de cincuenta diputados y bajo ciertas 
circunstancias. El artículo 82º confería a las Cortes el poder de destituir al Presidente de 
la República si tres quintas partes de la Cámara suscribían la moción. Es el culmen del 
poder que podía otorgarse constitucionalmente a unas Cortes democráticas. 
Posiblemente la capacidad máxima de las Cortes quedó recogida en el artículo 57º 
que dispuso que «el Congreso de los Diputados tendrá facultad para resolver sobre la 
validez de la elección y la capacidad de sus miembros electos y para adoptar su 
Reglamento de régimen interior», lo que permitió a las Cortes crear su propia normativa 
interna. Esta gran autonomía fue posiblemente el rasgo más característico de las Cortes 
republicanas y es que, además, en un claro intento de dejar atrás el periodo dictatorial 
precedente y de diferenciarse del mismo, quedó recogido en el articulado que las Cortes 
debían reunirse obligatoriamente —y sin necesidad de convocatoria previa— el primer 
día hábil del mes de febrero y de octubre, prolongando sus labores al menos durante tres 
meses en la primera convocatoria y dos meses en la segunda —artículo 58º—. Reunión 
automática sin convocatoria previa y duración mínima de las sesiones, dos medidas que 
en principio garantizaban que los trabajos de las Cortes fuesen auténticos, reales, y no 
pura ficción como en tiempos anteriores. Esta medida democrática garantizaba que los 
depositarios de la potestad legislativa trabajarían en pos del beneficio común del país y 
                                                 
152 GARCÍA CANALES, Manuel, «La Constitución española de 1931 y su aplicación», en Revista de 
Estudios Políticos, nº 31-32, Enero-Abril 1983, p. 237. 
153 PÉREZ GIL, Luís, «Análisis de los principios constitucionales…», op. cit., p. 146. El artículo 78º de la 
Constitución estipulaba lo siguiente: «El Presidente de la República no podrá cursar el aviso de que España 
se retira de la Sociedad de las Naciones sino anunciándolo con la antelación que exige el Pacto de esa 
Sociedad, y mediante previa autorización de las Cortes, consignada una ley especial, votada por mayoría 
absoluta». Se establecía de este modo que el poder de decidir la retirada de la SDN recaería en las Cortes, 
aunque fuese competencia del Presidente de la República el comunicarlo internacionalmente, en base a su 
función de representante del Estado en las relaciones exteriores. 
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controlarían las acciones del Gobierno. Se trató, en esencia, de demostrar que el 
mecanismo representativo era real y podría funcionar correctamente, evitando las clásicas 
corruptelas, parones y falta de avances de la Restauración,154 garantizando la autonomía 
de las Cortes y poniéndolas a salvo de los abusos de poder del ejecutivo.155 
Mención especial merecen ciertos artículos que mostraron un marcado cariz 
democrático y representativo. Estos artículos, ejemplo de la democracia directa, permitían 
al pueblo español tomar iniciativas de «referéndum» o de proposición de ley. Así lo 
disponía el artículo 66º: «El pueblo podrá atraer a su decisión mediante “referéndum” las 
leyes votadas por las Cortes. Bastará, para ello, que lo solicite el 15 por 100 del Cuerpo 
electoral». Del mismo modo, en el mismo artículo, párrafo tercero: «El pueblo podrá 
asimismo, ejerciendo el derecho de iniciativa, presentar a las Cortes una proposición de 
ley, siempre que lo pida, por lo menos, el 15 por 100 de los electores». Podemos observar, 
pues, que la Constitución contemplaba abiertamente la posibilidad de que la ciudadanía 
tomase la iniciativa y mostrase su opinión sobre las diversas leyes planteadas por las 
Cortes, e incluso elevase al Congreso una propuesta de ley. No obstante, existieron 
también ciertas limitaciones a este derecho, recogidas en el párrafo segundo: «No será 
objeto de este recurso la Constitución, las leyes complementarias de la misma, las de 
ratificación de Convenios internacionales inscritos en la Sociedad de las Naciones156, los 
Estatutos regionales, ni las leyes tributarias». Vemos, por lo tanto, que la participación 
directa del pueblo por medio de los «referéndum» no se reconocía comprensiblemente 
respecto a la ratificación de los convenios internacionales. Esto no quería decir que el 
pueblo no pudiese mostrar su opinión ante un tratado. Es más, el «referéndum» podía 
convocarse ante la tentativa del Estado de subscribir un acuerdo internacional de forma 
totalmente legal. La Constitución únicamente remarcaba que, una vez suscrito el tratado, 
la iniciativa popular quedaba impedida.157 Por otro lado, el articulado de la Constitución 
y cualquier enmienda quedaban fuera del ámbito de actuación de la iniciativa del pueblo, 
salvo que las propias Cortes convocasen un «referéndum». No es de extrañar esta 
disposición, ya que la propia Constitución contaba con sus propios mecanismos 
                                                 
154 OLIVER ARAUJO, Joan, «La Constitución republicana…», op. cit., pp. 115-116. 
155 BAHAMONDE, Ángel (coord.), Historia de España…, op. cit., p. 561. 
156 La limitación que impedía que el pueblo ratificase tratados internacionales mediante «referéndum» fue 
presentada en una enmienda propuesta por el diputado Madariaga, que argumentó que se debía «excluir el 
privilegio del “referéndum” las leyes que sean ratificación de contratos internacionales, porque por mi 
experiencia del “referéndum” suizo sé que es un peligro muy grande, pues el pueblo, a pesar de ser 
soberano, no entiende de Tratados internacionales». Véase Diario de Sesiones de las Cortes, nº 64, 28 de 
octubre de 1931 [consulta: 14/V/2017]. 
157 PÉREZ GIL, Luís, «Análisis de los principios constitucionales…», op. cit., p. 147. 
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«defensivos» para evitar su modificación posterior salvo que fuese estrictamente 
necesario. 
En cuanto al poder ejecutivo, la República contó con un sistema dual encarnado en 
las figuras del Presidente de la República y del Gobierno. Como dictaminaba el artículo 
67º —Título V.- Presidencia de la República—, el Jefe del Estado español y el máximo 
representante de la Nación era el Presidente de la República. La disposición transitoria 
primera de la Constitución estableció que el primer Presidente de la República debía ser 
elegido por mayoría absoluta en primera votación, o mayoría relativa en sucesivas 
votaciones. Niceto Alcalá-Zamora fue elegido por este procedimiento el 10 de diciembre 
de 1931. Para ocasiones posteriores su elección correspondería conjuntamente a las 
Cortes y a un número de compromisarios igual al de Diputados —artículo 68º—; 
compromisarios que serían elegidos por sufragio universal directo, igual y secreto. De 
nuevo tenemos una clara medida democrática, que en este caso permitía al pueblo tomar 
parte en la elección del jefe de Estado por medio de compromisarios. La República no era 
presidencialista, pero eso no implicó que la jefatura de Estado no contase con potentes 
prerrogativas.158 
Las Cortes fueron precavidas y se cubrieron las espaldas para evitar repetir 
problemas del pasado —una práctica muy frecuente durante la discusión del articulado, 
como hemos podido observar—; por ello la Constitución contiene los artículos 69º, 70º, 
71º, 72º, 73º y 74º. Esta serie de artículos contemplaban los requisitos necesarios para ser 
elegido Presidente —como mínimo era necesario contar con 40 años y ser ciudadano 
español en pleno goce de sus derechos políticos y civiles— y las excepciones que no 
podían barajarse para ocupar la Presidencia, a saber: «Los militares en activo o en la 
reserva, ni los retirados que no lleven diez años, cuando menos, en dicha situación. Los 
eclesiásticos, los ministros de las varias confesiones y los religiosos profesos. Los 
miembros de las familias reinantes o ex reinantes de cualquier país, sea cual fuere el grado 
de parentesco que les una con el jefe de las mismas» —artículo 70º, párrafos primero, 
segundo y tercero—. Se aseguraba de este modo que ningún militar o persona relacionada 
con el ejército accedería a la Jefatura del Estado, desterrando a los militares y su 
influencia del gobierno de la República y acabando con la tradicional intervención de los 
mismos en asuntos de Estado.159 Del mismo modo, se impedía que la Iglesia accediese a 
                                                 
158 SÁNCHEZ PÉREZ, Francisco (coord.), La España del siglo XX…, op. cit., p. 109. 
159 Una tradición decimonónica que permitió a los militares ocupar carteras ministeriales, puestos elevados 
de gobierno y ejercer su influencia en la jefatura de Estado, que en este caso era el rey o la reina. Resultó 
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puestos de poder de la República, continuando con la tendencia «laicizadora» del texto 
constitucional en lo referente al Estado. El último párrafo aseguraba, además, que ningún 
miembro de la dinastía de los Borbones recuperase el poder, aunque fuese dentro de las 
instituciones de la República. 
El resto de artículos antes mencionados disponían el periodo en el cual ejercería sus 
funciones el Presidente —artículo 71º—, el criterio de reelección, la obligatoriedad de 
jurar el cargo ante las Cortes —artículo 72º— y el plan de actuación en caso de 
impedimento del Presidente o de puesto vacante —artículo 74º—. Las competencias del 
Presidente de la República fueron muy amplias, aunque en muchos casos entraron en 
conflicto con las de las Cortes o las del Gobierno. Entre sus numerosas atribuciones —
artículo 76º— se cuentan la potestad de declarar la guerra y firmar la paz —en base a lo 
estipulado en el artículo 77º, sobre la SDN—; «ordenar las medidas urgentes que exija la 
defensa de la integridad o la seguridad de la Nación, dando inmediata cuenta a las 
Cortes»; negociar, firmar y ratificar tratados y convenios internacionales; «autorizar con 
su firma los decretos, refrendados por el Ministerio correspondiente, previo acuerdo del 
Gobierno, pudiendo el Presidente acordar que los proyectos de decreto se sometan a las 
Cortes, si creyere que se oponen a alguna de las leyes vigentes». Como podemos observar, 
la Presidencia fue una institución importante y con grandes responsabilidad, pero se 
articuló de forma confusa y conflictiva por el gran cúmulo de facultades de que dispuso.160 
Finalmente, en cuanto al Gobierno, se estableció mediante los artículos 86º y 87º 
que estaba compuesto por el Presidente del Consejo y sus Ministros. «El Presidente del 
Consejo dirige y representa la política general del Gobierno. Le afectan las mismas 
incompatibilidades establecidas en el artículo 70º para el Presidente de la República.161 A 
los Ministros corresponde la alta dirección y gestión de los servicios públicos asignados 
a los diferentes departamentos ministeriales». El Gobierno, independiente de la Jefatura 
de Estado, necesitó no obstante de una doble confianza para poder conservar el poder. 
Fue necesario contar con la confianza de las Cortes —que tenían potestad para exigir 
responsabilidades políticas al Ejecutivo— y del Presidente de la República.162 Las 
                                                 
evidente que la República no pudo apartar del todo a los militares del plano político, en vista de la 
sublevación militar que condujo al país a la guerra civil. 
160 OLIVER ARAUJO, Joan, «La Constitución republicana…», op. cit., p. 117. Las conclusiones de Oliver 
Araujo sobre la Presidencia de la República son extraídas del profesor Sánchez Agesta. 
161 Recordemos que el artículo 70º de la Constitución establecía  que ningún militar, ningún eclesiástico y 
ninguna persona vinculada a una casa real podía hacerse cargo de la Jefatura del Estado. Del mismo modo, 
la Presidencia del Consejo quedó vetada a todas aquellas personalidades que encajasen en los perfiles 
descritos en el articulado. 
162 OLIVER ARAUJO, Joan, «La Constitución republicana…», op. cit., p. 117. 
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competencias del Gobierno se recogieron en el artículo 90º: «Corresponde al Consejo de 
Ministros, principalmente, elaborar los proyectos de ley que haya de someter al 
Parlamento; dictar decretos; ejercer la potestad reglamentaria, y deliberar sobre todos los 
asuntos de interés público». Mención aparte merecen los artículos 91º y 92º, y es que en 
ellos se tomaba una medida protectora para con la ciudadanía española. En el artículo 91º 
se dotaba a las Cortes de la potestad de exigir al Gobierno responsabilidades, ya fuese de 
forma colectiva por la política general tomada, o individualmente por la gestión 
ministerial. El artículo 92º dictó, además, que todos los componentes del Gobierno eran 
individualmente responsables —tanto en el orden civil como en el criminal— de las 
infracciones de la Constitución y de las leyes. 
¿Cómo podría controlarse tanto al Presidente de la República como al Gobierno en 
caso de infracción constitucional o de incumplimiento de las leyes? Con el fin de 
gestionar estas posibilidades la Constitución estableció la creación de un Tribunal de 
Garantías Constitucionales —Título IX. Garantías y reformas de la Constitución. Artículo 
121º— que tendría jurisdicción en todo el territorio de la República y contaría con amplias 
competencias para «conocer del recurso de inconstitucionalidad de las leyes; el recurso 
de amparo de garantías individuales, cuando hubiere sido ineficaz la reclamación ante 
otras autoridades; los conflictos de competencia legislativa y cuantos otros surjan entre el 
Estado y las regiones autónomas y los de estas entre sí; el examen y aprobación de los 
poderes de los compromisarios que juntamente con las Cortes eligen al Presidente de la 
República; la responsabilidad criminal del Jefe del Estado, del Presidente del Consejo y 
de los Ministros; y la responsabilidad criminal del presidente y los magistrados del 
Tribunal Supremo y del Fiscal de la República». Una medida, en definitiva, que 
garantizaba que cualquier infracción constitucional no quedaría sin su correspondiente 
investigación y castigo, en caso de ser necesario. El Tribunal de Garantías fue, sin duda, 
una medida que fortaleció el entramado constitucional al dotarlo de una institución 
protectora que velara por su correcto cumplimiento y atendiese las quejas y sugerencias 
de la ciudadanía, ajena al derecho de discutir el articulado constitucional. 
 
3.4.- Una Constitución democrática de gran contenido social 
Como hemos podido comprobar a lo largo de este breve análisis, la Constitución 
española de 1931 fue un texto muy elaborado, estudiado a conciencia y ampliamente 
debatido en el seno de las Cortes durante aproximadamente tres meses. De esos debates 
nacieron numerosas enmiendas que fueron acotando los diferentes artículos propuestos 
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por la Comisión a finales de agosto. El resultado final fue un texto que, en opinión de 
muchos, sentó un precedente y se erigió como uno de los más avanzados de su época. 
La influencia innegable de los textos constitucionales de la inmediata posguerra 
europea es palpable en muchos puntos del entramado constitucional. El texto de la 
República de Weimar de 1919, el de Austria de 1920, el checoslovaco del mismo año, el 
mexicano de 1917…163 Numerosas fueron las constituciones que inspiraron el texto 
republicano de 1931, bien por su amplio contenido social, bien por su profundo sentido 
democrático y rupturista, testigo del intento de sobreponerse a una época marcada por los 
conflictos, las crisis y el auge de los totalitarismos. La Constitución de 1931 bebió de 
todas estas constituciones europeas y americanas, pero también dejó sentir sus ecos en 
posteriores textos constitucionales de otros países europeos, incluso ya avanzada la 
dictadura franquista; tal es el caso de la Constitución italiana de 1947. Ni qué decir tiene 
que la Constitución española de 1978, vigente hoy en día, es la culminación del proyecto 
democrático iniciado por la Comisión Jurídica Asesora en el mes de mayo de 1931 y 
continuado por las Cortes durante el largo debate constitucional.164 
La Constitución de 1931 recibió en su momento numerosas críticas por considerarse 
un texto nacido de la ideología de un solo partido político, una ley de partido; sin 
embargo, la pluralidad de fuerzas presentes en las Cortes dio como resultado una similar 
pluralidad en el articulado de la Constitución. Ningún grupo político contó con la fuerza 
suficiente para imponer sus criterios al resto de partidos. Es por ello que las discusiones 
fueron tan frecuentes, puesto que de ellas se pretendió alcanzar un consenso que 
permitiese aprobar todo el articulado.165 
Han quedado en el tintero numerosos artículos de la Constitución de especial 
interés, como por ejemplo los títulos VII y VIII —Justicia y Hacienda pública— que 
agrupan los artículos 94º a 120º, así como otros muchos artículos de menor interés. No 
era nuestra intención analizar todos y cada uno de ellos a lo largo de estas páginas, sino 
mostrar algunos de los principales aspectos que podrían dar respuesta a los interrogantes 
que nos hacíamos al principio de este trabajo: ¿en qué medida fue democrática la 
Constitución de la Segunda República? ¿Qué aspectos podrían llevarnos a afirmar tal 
                                                 
163 GÓMEZ CARBONERO, Sonsoles, «Dos procesos paralelos hacia el final trágico de la democracia…», 
op. cit., pp. 281-299. Véase también, en relación con la Constitución mexicana de 1917, PILAR 
VILLABONA, María, «La Constitución mexicana de 1917 y la española de 1931», en Revista de Estudios 
Políticos (Nueva Época), nº 31-32, Enero-Abril 1983. 
164 JULIÁ, Santos, «Cosas que de la Transición se cuentan», en Ayer. Revista de Historia Contemporánea, 
nº 79, 2010, pp. 297-319. 
165 SÁNCHEZ PÉREZ, Francisco (coord.), La España del siglo XX…, op. cit., p. 108. 
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característica? En base a ello se ha pretendido mostrar puntos concretos del aparato 
constitucional considerados esenciales, como por ejemplo la definición del propio Estado 
y su configuración, la relación de derechos y obligaciones de los ciudadanos, la 
«candente» cuestión religiosa que tanto dividió internamente a la coalición republicano-
socialista, los órganos constitucionales que debían regir la vida política de la República, 
etc. 
Así pues, hay una serie de puntos básicos de la Constitución de 1931 que nos 
gustaría destacar: 
En primer lugar, la definición de la misma República muestra su clara intención de 
abarcar la amplia mayoría de la sociedad española del momento. «España es una 
República democrática de trabajadores de toda clase, que se organizan en régimen de 
Libertad y Justicia. Los poderes de todos sus órganos emanan del pueblo». Una República 
de trabajadores de toda clase, democrática, que se rige por principios de libertad y justicia. 
Poco más se puede añadir a esta definición. La democracia ocupó el «lugar de honor» en 
la discusión del texto: la República sería democrática, para todos. Los poderes que 
regirían el Estado no provendrían de Dios, ni del Rey, ni de ninguna otra institución. 
Emanarían directamente del pueblo, único depositario del mismo. Consideramos que 
queda patente el amplio sentido democrático que transmite el artículo primero de la 
Constitución. 
En segundo lugar, cabe destacar el profundo cambio que implicó la definición de 
España como estado aconfesional. Decretar la libertad de creencias, es decir, otorgar a 
toda la ciudadanía el derecho a profesar su religión, fue sin duda una medida democrática 
y muy avanzada. La completó la obligatoriedad de la enseñanza básica, que sería gratuita 
y laica, una medida más que necesaria para un país con tasas de analfabetismo altísimas. 
Como mencionábamos en el apartado dedicado a estas cuestiones, algunas de las 
enmiendas presentadas al texto constitucional crisparon mucho los ánimos, especialmente 
en una sociedad profundamente católica. No entraremos a discutir la necesidad o futilidad 
de estas medidas, lo que nos interesa es el carácter democrático de muchas de ellas. No 
puede concebirse un Estado democrático que imponga una religión oficial a la ciudadanía 
o que no garantice la educación más esencial a las personas. En ese sentido, la Segunda 
República cumplió y ofreció, por medio del texto constitucional, las garantías necesarias 
para que cada cual profesase su credo con libertad sin temor a represalias —siempre y 
cuando no atentasen contra la moral pública, recordemos—. La educación era un tema 
pendiente para España desde hacía décadas y, ya fuese en manos del clero o del Estado, 
50 
 
la realidad es que era necesaria la reforma. Poner a disposición de todo el mundo una 
educación primaria básica y laica, gratuitamente, es a nuestro entender una medida 
democratizadora afín a un Estado democrático. 
En tercer lugar, es preciso recordar todos los derechos y obligaciones que se 
recopilaron en la Constitución y que la dotaron de un claro componente social. La 
declaración expresa de la igualdad de todos los españoles y españolas ante la ley, sin 
discriminación alguna de ningún tipo; los amplios derechos de sindicación y de 
agrupación; el reconocimiento expreso del trabajo como «obligación social» y la 
salvaguarda de los trabajadores como el precedente de la actual Seguridad Social… El 
extenso tratamiento que se da a los derechos y las libertades de la población deja entrever 
ese profundo contenido social, propio del constitucionalismo de entreguerras, que tanto 
caracterizó a la Constitución de 1931. 
En cuarto y último lugar quisiéramos destacar la importancia que tuvo la creación 
del Tribunal de Garantías Constitucionales. Pueda parecer de menor relevancia en vista 
de otros puntos del articulado, pero el establecimiento de un tribunal que velase por el 
cumplimiento de los principios constitucionales y que tuviese competencias para castigar 
cualquier infracción, incluso si esta provenía del Presidente de la República, del Gobierno 
o de las Cortes, fue una medida protectora para con la democracia que se pretendía 
consolidar, y conviene por ello no perderlo de vista. 
Así pues, en base a estos cuatro puntos, podríamos afirmar que efectivamente la 
Constitución de 1931 inauguró un nuevo periodo democrático en la historia de España. 
El reconocimiento explícito de numerosos derechos, la concesión del sufragio universal 
—extensivo también, por primera vez, a las mujeres—, la regulación de todas las 
competencias de las Cortes, Gobierno y Jefatura de Estado, la configuración de un 
«Estado integral» compatible con las autonomías, etc. Todas ellas fueron medidas de 
claro signo democrático que pretendieron inaugurar una nueva etapa en el país que dejase 
atrás las numerosas deficiencias de la Restauración y la Dictadura. Un proyecto loable 
que se vio frustrado —entre otros problemas— por la sublevación militar de julio de 1936. 
Hay, no obstante toda una serie de aspectos que ciertamente restaron eficacia al 
texto constitucional, así como legitimidad, y es que una vez aprobado por abrumadora 
mayoría en las Cortes no se presentó a plebiscito de la ciudadanía para que esta diese su 
consentimiento, lo cual habría evitado numerosas campañas posteriores solicitando su 
revisión y denuncias sobre su ilegitimidad. Del mismo modo, las Cortes no se disolvieron 
una vez aprobada la Constitución para convocar nuevas elecciones a Cortes ordinarias, 
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restando más legitimidad a las mismas. Son deficiencias que, bien miradas, pudieron 
haberse evitado. No obstante, los diputados consideraron que antes de disolverse era 
necesario aprobar las leyes básicas que desarrollaban lo expuesto en la Constitución para 
no perder más tiempo del esencial. Como afirma Francisco Sánchez Pérez, estos «errores» 
se tuvieron muy en cuenta en 1978 durante la Transición, corrigiéndolos en gran medida: 
«referéndum, blindaje contra la reforma y disolución rápida de las Constituyentes».166 
 
4. El voto femenino en España 
La concesión del derecho a voto a las mujeres españolas fue, sin duda, una de las 
grandes conquistas de la Constitución de 1931. Esta decisión, necesaria para la obtención 
de una democracia real que involucrase a la totalidad de la ciudadanía, fue ampliamente 
meditada y debatida en las Cortes durante varias sesiones en las que se pronunciaron 
discursos incendiarios, tanto a favor como en contra. En el seno de los diputados —y de 
las diputadas, que cobraron especial importancia al tratar estos asuntos— subyacía el 
miedo a que las mujeres, influenciadas por la Iglesia, votasen masivamente a las derechas 
no republicanas conservadoras. También hubo muchas reticencias fruto del machismo y 
del status quo establecido por el sistema patriarcal en España. 
Sin embargo, la República no podía ser garantía de derechos y libertades, una 
democracia progresista, si no contaba con la otra mitad de la población. El voto femenino 
era una cuestión pendiente en España que se resolvió en 1931 con la definitiva 
aprobación, por medio del artículo 36º de la Constitución, de la igualdad de ambos sexos 
en materia electoral. Un derecho que las mujeres ejercieron por primera vez en la historia 
de España en las elecciones de 1933. No obstante, antes de profundizar en los pormenores 
del debate constitucional sobre el voto femenino y su evolución conviene hacer un breve 
repaso a la situación de las mujeres en España a comienzos de los años treinta para 
contextualizar mejor la cuestión y comprender las motivaciones de unos y otros en el seno 
de las Cortes para secundar la concesión del derecho a voto o rechazarla. 
 
4.1.- La cuestión de Género en España en la década de 1930 
El movimiento emancipador de las mujeres, surgido como tal a mediados del XIX 
en los países anglosajones, fue escaso y tardío en España. El siglo XIX y el primer tercio 
del XX no fueron nada favorables para el feminismo, algo comprensible si se atiende a la 
                                                 
166 SÁNCHEZ PÉREZ, Francisco (coord.), La España del siglo XX…, op. cit., p. 112. 
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falta de una democracia real y justa, a las altas tasas de analfabetismo, a la inexistencia 
de una clase media numerosa, etc. No obstante, veremos cómo lentamente el movimiento 
feminista irá progresando, logrando algunas conquistas significativas y demandando otras 
nuevas, incluido el voto femenino.167 A la hora de abordar estudios de género conviene 
recordar que las mujeres no conforman un colectivo cerrado, único, opuesto al resto. Las 
mujeres en España provenían de todas las clases sociales, cada una con sus propias 
condiciones. Algunas apoyaron a las derechas conservadoras, otras a las opciones 
republicanas de uno u otro signo, otras eran fervientemente católicas, otras optaban por 
el laicismo de Estado… La República no fue entendida igual ni representaba lo mismo 
para unas y para otras: 
Para las mujeres de clase media la República burguesa, con sus tendencias 
modernizadoras, se ejemplificaba en «“ideales pequeñoburgueses”, como el interés por 
el maquillaje y el cuidado del cuerpo, por el deporte o por una nueva concepción del hogar 
como reducto del “confort” importada de Hollywood». En cambio, para las mujeres de 
las clases populares la República implicó la posibilidad de salir de la esclavitud a la que 
se veían sometidas.168 La realidad es que el cambio de régimen trajo consigo muchas 
esperanzas y aspiraciones para las mujeres, especialmente para los colectivos más 
populares. La República, con su voluntad reformista, significó para muchas de estas 
mujeres que se tomarían en consideración sus demandas de igualdad y se trabajaría en 
pos de una nueva cultura de la igualdad a todos los niveles, ya fuese en el plano político, 
en el moral o en el jurídico.169 Son destacables los testimonios de María Lejárraga o María 
Zambrano,170 que ante el advenimiento de la República el 14 de abril mostraron 
abiertamente su entusiasmo. Su visión política de la República —así como la de muchas 
otras mujeres como Clara Campoamor, Victoria Kent, Margarita Nelken, Carmen de 
Burgos o Concha Peña— fue optimista, constructiva y muy esperanzadora, ya que para 
                                                 
167 CAPEL MARTÍNEZ, Rosa M., «El sufragismo y la situación de la mujer en España», El Sufragio 
Femenino en la Segunda República Española, Madrid, Horas y Horas, 1992, p. 18. 
168 YUSTA, Mercedes, «La Segunda República: significado para las mujeres», en Morant, Isabel (Dir.), 
Historia de las mujeres en España y América Latina del siglo XX a los umbrales del XXI, vol. IV, Madrid: 
Cátedra, 2006, p. 103. 
169 AGUADO, Ana, «Entre lo público y lo privado: sufragio y divorcio en la Segunda República», Ayer, nº 
60, 2005, p. 107. 
170 María Lejárraga dijo, con motivo del advenimiento de la Segunda República, lo siguiente: «Su 
advenimiento me proporcionó la mayor alegría de mi vida […] el 14 de abril creí rejuvenecer y me lancé 
a la calle para presenciar entusiasmada la eclosión del pueblo». María Zambrano trata estas cuestiones 
también en su obra Delirio y Destino. Véase ZAMBRANO, María, Delirio y Destino (los veinte años de 
una española), Madrid, Horas y Horas, 1989, pp. 260-261. 
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ellas la República había llegado para sacar a España de su secular atraso, para evitar más 
penurias entre la población, para curar la ignorancia generalizada.171 
No obstante, entre otras dificultades, las condiciones de las mujeres en el primer 
tercio del siglo XX estuvieron marcadas por la falta de acceso a medios de control de la 
natalidad, lo cual implicó muchas familias numerosas y un deterioro de la salud de las 
mujeres. Las cuestiones importantes, como el derecho al aborto o el control de la 
natalidad, empezaron a tratarse medianamente a comienzos de los años treinta, 
especialmente con motivo de las Primeras Jornadas Eugénicas españolas, celebradas en 
1933. Si bien es cierto que el cariz general de las jornadas se opuso a las tesis feministas, 
hubo algunas intervenciones destacables, como la de Hildegart, joven anarquista 
defensora de la libertad sexual de las mujeres y de una educación sexual científica y 
moderna.172 
Las mujeres tenían a su cargo el cuidado de los hijos, con poca o ninguna ayuda de 
sus cónyuges. El trabajo doméstico recaía exclusivamente sobre las mujeres que, además, 
en ocasiones tomaban otro empleo extradoméstico para contribuir al sustento familiar 
cobrando sueldos que suponían la tercera parte de los de los hombres. Las cifras oficiales 
de 1930 recogían que nueve de cada cien mujeres eran asalariadas, lo cual supondría que 
en torno a un millón de mujeres trabajaba. Sin embargo, debemos tener en cuenta que 
muchas mujeres trabajaban en el campo como parte de sus labores domésticas, y otras 
tenían trabajos —legales o no— fuera del hogar. El problema es que en los datos oficiales 
muchas mujeres aparecen con la denominación de «miembros de la familia», un término 
equivalente al actual «ama de casa».173 Del mismo modo, la gran carga laboral y las 
condiciones de precariedad propiciaron que un 58’2 por 100 de la población femenina 
fuese analfabeta. 
Estas condiciones fueron mejorando progresivamente, aunque no sin dificultades, 
conforme avanzó el siglo. Las mentalidades de posguerra fueron muy diferentes a las que 
existían antes de la Gran Guerra. La modernidad trajo consigo el retraso de la edad 
matrimonial, así como un mayor control de la natalidad. El analfabetismo se redujo 
notablemente, ya que la tasa del 58’2 por 100 corresponde a la década de los 30, mientras 
                                                 
171 RUIZ FRANCO, Rosario, «La República de las mujeres», Espacio, Tiempo y Forma, Serie V, Historia 
Contemporánea, nº 18, 2006, pp. 172-173. 
172 YUSTA, Mercedes., «La Segunda República: significado para las mujeres», op. cit., pp. 104-105. 
173 Ibídem, p. 106. Sobre el arquetipo de las mujeres como «ángeles del hogar» y la evolución de la 
feminidad véase NASH, Mary, «Identidades, representación cultural y discurso de género en las España 
Contemporánea», en CHALMETA, Pedro et al., Cultura y Culturas en la Historia, Salamanca: Ediciones 
Universidad de Salamanca, 1995, pp. 191-203. 
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que a principios de siglo se situaba en un alarmante 70 por 100. Evidentemente seguía 
siendo una tasa de analfabetismo altísima, pero la diferencia es notable y ejemplifica ese 
avance progresivo. En esas tendencias se insertaron la Institución Libre de Enseñanza y 
la Residencia de Señoritas —versión femenina de la Residencia de Estudiantes—, 
responsables de la educación de una élite femenina que ocuparía altos puestos en el seno 
de la República. 
Otros cambios apreciables fueron fruto de los «felices veinte»: mostrar las piernas, 
el corte de pelo «a lo garçon», dejar de usar el corsé, imitar modelos hollywoodienses, 
etc. En el plano moral las mujeres también vivieron una cierta liberación, permitiéndose 
expresas sus pensamientos y sentimientos con mayor libertad. Los roles de género 
tradicionales entraron en crisis ante estas nuevas mujeres que se atrevían a decir lo que 
pensaban, que conducían, que fumaban, que vestían diferente. La masculinidad también 
entró en crisis, por supuesto, y es que muchos hombres se mostraron incapaces de aceptar 
la nueva vida que las mujeres defendían, acostumbrados a su secular sumisión. Como 
afirma Mercedes Yusta, en ese momento «la mujer española fue, por fin, moderna».174  
Sin embargo, toda esta libertad fue en muchos casos simple apariencia, y es que las 
mujeres siguieron subordinadas a sus respectivos varones en el plano legal y político. Las 
mujeres de comienzos de los años treinta distaban mucho de ser ciudadanas de pleno 
derecho en igualdad de condiciones a los hombres. Incluso entre las filas republicanas de 
izquierda se observó una especie de «prevención histórica ante la libertad y autonomía 
femeninas», justificada únicamente por el pretexto de que las mujeres estaban 
tradicionalmente vinculadas a la Iglesia y a la religión. En el fondo subyacían viejos 
discursos y mecanismos de control social, así como una fuerte misoginia propia del 
patriarcado más rancio.175 Muchas de las asignaturas pendientes que reclamaban las 
mujeres se solventaron —al menos parcialmente— en el articulado de la Constitución. 
Otras tendrían que esperar todavía muchos años para alcanzarse. 
Los lenguajes políticos en 1931 fueron muy dispares, aunque los asociados a las 
culturas políticas de izquierda y de clase emplearon un tono igualitario que en muchos 
casos fue sometido a una «relectura» por parte de los colectivos de mujeres asociados a 
                                                 
174 Ibídem, pp. 106-107. Sobre la evolución de las mujeres y el cambio en los roles tradicionales de género 
puede consultarse el artículo de CASES SOLA, Adriana, «Del “ángel del hogar” al “ángel del 
ayuntamiento”. Mujeres e imagen del poder en Alicante (1923-1931)», Feminismo/s, diciembre 2010, pp. 
139-158. En su trabajo Cases Sola analiza la evolución del colectivo femenino a lo largo de la dictadura 
primorriverista y la inserción de las mujeres en el plano político. 
175 AGUADO, Ana, «Entre lo público y lo privado…», op. cit., p. 107. 
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estas culturas, permitiéndoles de ese modo construir su identidad social, defender sus 
intereses y sus acciones. La conciencia feminista fue arraigando poco a poco en las 
culturas políticas de izquierda desde la década de los veinte como respuesta a la evidente 
falta de derechos. En un tiempo en que el tradicional discurso ilustrado, que esgrimía 
categorías como individuo, ciudadanía, derechos humanos o igualdad se pronunciaba 
con frecuencia, las mujeres fueron conscientes de su exclusión de esas categorías y de su 
estado de inferioridad, y en consecuencia se erigieron como sujetos de derechos.176 
Como constata Ana Aguado, la consecución del sufragio femenino en 1931 no 
puede ni debe ser entendido como algo fortuito, algo casual, sino que es el resultado de 
«toda una génesis y tradición anterior, heterogénea en sus alternativas políticas, y a la vez 
muy influyente ideológica y culturalmente».177 La Segunda República posibilitó que 
muchas mujeres «entrasen» en la vida pública y política de forma plena. Unas mujeres 
que salieron de la universidad con mucha cultura, modernas y de claro signo feminista, y 
que formaron parte de las nuevas agrupaciones políticas femeninas. 
En cuanto al asunto del sufragismo, es indudable que España se encontraba a años 
luz de otras naciones más desarrolladas. El movimiento sufragista español fue importante, 
pero no tuvo la fuerza que alcanzó en otros países porque la cuestión del derecho a voto 
se diluyó entre otros puntos que se consideraron más destacables. No obstante, las Cortes 
barajaron conceder a las mujeres el derecho a votar hasta en tres ocasiones: una en 1877, 
otra en 1907-1908 y finalmente en 1931. En los dos primeros casos los prejuicios 
masculinos, el miedo y otros factores impidieron su aprobación. En el tercero entraron en 
liza otros factores, como una fuerte presión interna, que propiciaron su discusión en las 
Cortes.178 
 
4.2. El debate constitucional sobre el sufragio femenino 
Recordemos que a la vista de las elecciones de junio la coalición republicano-
socialista se planteó ya la concesión del voto femenino, pero dada la magnitud de la 
cuestión se prefirió ceder esa tarea a las futuras Cortes Constituyentes. Lo que sí se hizo 
fue conceder a las mujeres el derecho de voto pasivo, lo cual implicó que las mujeres 
pudieron ser elegibles para formar parte de las Cortes. La estrategia del Gobierno 
                                                 
176 AGUDO, Ana, «Identidades de género y culturas políticas en la Segunda República», Pasado y 
Memoria. Revista de Historia Contemporánea, nº 7, 2008, p. 124. 
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Provisional es clara, y es que con esta medida se pretendió dar a entender a las mujeres 
que la República iba a contar con ellas y que los cambios ampliamente demandados por 
estas iban a tener respuesta. De esa reforma de la Ley Electoral salieron elegidas, como 
se mencionaba anteriormente, Victoria Kent y Clara Campoamor, ambas diputadas por 
Madrid.179 
Se ha expuesto en repetidas ocasiones la clara influencia del constitucionalismo de 
posguerra en el texto constitucional de 1931: México 1917, Weimar 1919, etc. Fue 
precisamente la influencia de estos textos, que reconocían la igualdad de derechos de los 
dos sexos —incluido el sufragio— la que se dejó sentir en las Cortes. Además, la 
República, como régimen revolucionario y de ruptura con el pasado, debía mostrar que 
estaba encauzando el camino de la democracia y el campo femenino ofrecía amplias 
posibilidades para demostrarlo. Es por ello que en la Constitución podemos encontrar los 
ya mencionados artículos 2º, 25º, 36º y 43º. En ellos se reconoció la igualdad jurídica de 
todos los españoles, la imposibilidad de que fuese motivo de privilegio el sexo —entre 
otros—, la protección de la familia por el Estado, el derecho al divorcio y, por supuesto, 
el derecho al sufragio —artículo 36º—. 
No obstante, antes de llegar a la aprobación del artículo 36º fueron necesarias 
muchas horas de intenso trabajo, debates y discusiones.180 La Comisión de la Constitución 
encabezada por Luís Jiménez de Asúa contó entre sus integrantes con Clara Campoamor, 
miembro del PRR y ferviente defensora de conceder el derecho al voto, así como de 
cualquier otro aspecto que atañese a las mujeres y en el que se intentase establecer 
cualquier criterio discriminatorio. El artículo 36º —34º en el Proyecto de Constitución— 
establecía lo siguiente: «Los ciudadanos de uno y otro sexo, mayores de 21 años tendrán 
los mismos derechos electorales, conforme determinen las leyes». La edad se aumentó a 
veintitrés años pero el resto del artículo pasó íntegro a discusión en las Cortes. El debate 
del mismo quedó programado para los días 30 de septiembre y 1 de octubre. No obstante, 
desde principios de septiembre, cuando todavía se estaba debatiendo el proyecto en su 
totalidad, ya pudieron apreciarse opiniones contrarias. El diputado radical Alvarez Buylla 
expresó sus temores y el peligro que podría entrañar para la República conceder el 
derecho de voto a las mujeres. A la idea de igualdad propia de una democracia se imponía 
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la idea de conveniencia para con la República.181 De nuevo, se barajaba entre numerosos 
diputados la idea de que la Iglesia ejercía una influencia muy grande en el sector femenino 
de la población, y eso podría hacer peligrar el devenir de la República. La diputada 
Campoamor no tardó en responder, argumentando que siempre se aludía a las mujeres en 
función de lo que los hombres pensaban de ellas, y que la única solución para que las 
mujeres aprendiesen en política era dejarlas participar de la misma.182 Con estos 
pensamientos llegó el día 30 de septiembre. La discusión sobre la edad mínima 
reglamentaria para votar fue despachada rápidamente, pero el voto femenino ocupó el 
resto del tiempo. Como constata Capel Martínez, en las Cortes afloraron dos planos 
distintos, relacionados entre sí, pero que presentaban numerosas problemáticas: 
Por un lado estaba el plano ideológico. Las mujeres, como seres humanos, tenían 
los mismos derechos que los hombres, inclusive el sufragio. El artículo 2º de la 
Constitución ya había reconocido la igualdad jurídica de ambos sexos, y no reconocer el 
derecho al voto de las mujeres habría sido una medida antidemocrática muy flagrante. 
Este era el punto de vista teórico y deseable. 
Por otro lado estaba el plano de la oportunidad política. El punto de vista más 
práctico consideraba que no existían garantías de que las mujeres votasen a las 
candidaturas republicanas. Se reconoció que las únicas mujeres capacitadas para ejercer 
el voto eran las intelectuales y las obreras, pues ellas tenían conciencia de su situación y 
aspiraban a los mismos valores que defendían los republicanos. En cambio, el resto de 
mujeres seguía oprimido bajo el yugo eclesiástico o bajo sus reaccionarios maridos.183 
En torno a estos dos planos y en función de su predominio, los diputados se fueron 
adscribiendo a una u otra opción, a saber: 
A)  Concesión del derecho al voto a las mujeres en los mismos términos que a los 
hombres. En este grupo se insertaron los socialistas, fervientes defensores de los 
principios de igualdad y justicia en su ideario político. La liberación de las mujeres 
formaba parte de su programa político tanto como la liberación de los obreros. No todos 
los socialistas secundaron la propuesta, como por ejemplo Indalecio Prieto184 y el grupo 
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socialista de Bilbao, partidarios de poner una serie de limitaciones mínimas en el derecho 
al voto. También secundaron esta opción los partidos de derechas no republicanos, pero 
ni mucho menos por su credo ideológico, ni por convencimiento —seguían secundando 
los roles tradicionales de género—, sino que eran conscientes de muchas mujeres 
españolas seguían siendo conservadoras y estaban atadas a la Iglesia. Con su voto, la 
derecha podría acabar con la República desde dentro o, al menos, acceder al poder. Entre 
estos partidos de derechas destacaron las minorías vasco-navarras y los agrarios. 
Secundaron también la propuesta, aunque de forma menos trascendental, los partidos 
republicanos conservadores, la Agrupación al Servicio de la República y otras 
formaciones menores. 
 
B)  La segunda tendencia dentro de las Cortes fue más práctica que teórica, y 
secundaba una diferenciación por sexos en el derecho de sufragio argumentada en base 
al posible conservadurismo de las mujeres y demás motivos ya expuestos. Los partidarios 
de esta tendencia no pretendieron negar el derecho a voto a las mujeres. Su intención fue 
ponerle una serie de limitaciones —edad superior, disponer de empleo, cierto nivel 
cultural, etc.—, puesto que la negación total del derecho al voto mancharía 
irremediablemente el carácter democrático de la Constitución. Las minorías que apoyaron 
esta propuesta fueron el PRR, el PRRS y AR. Precisamente el partido de Lerroux negó el 
respaldo prometido a Clara Campoamor, preso de los temores ya expuestos.185 
La primera enmienda la presentó el diputado radical Hilario Ayuso, que pidió elevar 
la edad mínima reglamentaria para votar —en el caso de las mujeres— a 45 años. Clara 
Campoamor tachó el argumento del diputado de «improcedente» y «broma soez», y 
expresó sus sentimientos acerca de este hecho: «Habíamos entrado en el terreno de la 
chabacanería y la befa, como argumento fácilmente empleado contra las ilusiones 
reivindicadoras de la mujer».186 Por supuesto el argumento fue descartado y la enmienda 
rechazada, en base a su falta de consistencia empírica. La enmienda del Sr. Ayuso ni 
siquiera se presentó a votación, pues nadie la respaldó. 
La siguiente enmienda la presentó el Sr. Guerra del Río, que solicitó eliminar la 
consideración de otorgar los «mismos» derechos electorales, lo cual daba pie a futuras 
modificaciones que limitasen el derecho al voto de cualquiera de los dos sexos —
evidentemente habría afectado únicamente al sexo femenino—. Secundaron la enmienda 
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el PRR —a excepción de Campoamor—, el PRRS y AR. Recordemos que estos partidos 
eran partidarios de la segunda tendencia, la más práctica, que contemplaba la posibilidad 
de reducir algunas concesiones democráticas si con ello se salvaguardaba el porvenir de 
la República. La creencia extendida de que la supervivencia de la República pasaba por 
evitar el rearme de las derechas reaccionarias influyó en la opinión de los partidos 
republicanos de izquierda, que no querían que la influencia conservadora ejercida sobre 
las mujeres las empujase a votar masivamente a estas agrupaciones. En contra se alzaron 
los socialistas, las minorías vasco-navarra y agraria y la diputada radical Clara 
Campoamor a título personal.187 
El frente «antisufragista» presentó unos argumentos propios, homogéneos para 
todas las minorías que secundaban esa tendencia: el temor de que el voto de las mujeres 
imposibilitase el triunfo de las izquierdas en las futuras elecciones. En cambio, los 
partidarios del sufragio tenían intereses muy diferentes: las derechas querían contar con 
el voto conservador femenino; el socialismo era fiel a su programa ideológico y esperaba 
obtener votos de las obreras; Clara Campoamor, a expensas de su partido, defendió el 
derecho al voto por pura convicción y de forma desinteresada, pues era de la opinión de 
que sólo una participación real de las mujeres en la política podría revertir su situación y 
mejorar su nivel de vida, otorgándoles conciencia social y permitiéndoles ejercer los 
derechos reconocidos teóricamente en plena igualdad. La enmienda del Sr. Guerra del 
Río fue rechazada por 153 votos en contra frente a 93 a favor.188 
Restaba todavía la votación del artículo en su totalidad, cuestión que se decidió el 
día 1 de octubre y no exenta de polémica.189 La prensa se hizo eco de la acalorada sesión 
del día anterior, y El Heraldo de Madrid realizó entrevistas a las dos diputadas del 
Congreso, opuestas en sus creencias: Victoria Kent, que estuvo ausente el día 30, era 
partidaria de conceder el derecho de voto únicamente a las obreras, pues eran las únicas 
que verdaderamente «sentían la República». Por el contrario, Clara Campoamor defendió 
el derecho al sufragio como una «cuestión de ciudadanía y democracia».190 Como hace 
constar Capel Martínez, «la mujer no se limitó a ser una simple espectadora del debate 
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que tenía lugar en las Cortes, sino que actuó directamente por medio de “Asociación de 
Mujeres Españolas”, fundada por Benita Asas Manterola, quien se encargó de hacer 
conocer a los diputados la opinión de las mujeres sobre sus derechos electorales».191 Las 
mujeres que acudieron al Congreso mostraron su adhesión a la República y clamaron por 
el derecho al voto, pidiendo a los diputados ser consecuentes, mostrando además que los 
temores de la sesión anterior podían ser infundados. 
El día 1 de octubre fue definido por Campoamor como «el gran día del histerismo 
masculino».192 El punto más esperado del día fueron las intervenciones de Victoria Kent 
y Clara Campoamor. La diputada radical-socialista argumentó que el voto no debía 
negarse a las mujeres, pero ese no era el momento para concederlo pues la mayoría de 
mujeres españolas no estaban preparadas para ejercerlo. «No es cuestión de capacidad; 
es cuestión de oportunidad para la República». A su parecer, solo una pequeña minoría 
estaba preparada para ejercer su derecho al voto puesto que era afín a la República y 
comprendía todo lo que significaba. En las características que adelantó Victoria Kent 
únicamente se insertaban las mujeres obreras y aquellas universitarias con un grado de 
cultura suficientemente elevado. Concluyó afirmando lo siguiente, y en contra de sus 
ideales: «Por hoy, […] es peligroso conceder el voto a la mujer».193 
Le contestó Clara Campoamor,194 fiel a sus creencias desde el plano teórico. La 
concesión del derecho de sufragio respondía a una necesidad democrática, necesaria. Para 
la diputada radical, el derecho al voto era una simple y llana cuestión de ética: «Harto 
claro está […], que es un problema de ética, de pura ética, reconocer a la mujer, ser 
humano, todos los derechos… y una Constitución que conceda el voto al mendigo, […], 
y al analfabeto —que en España existe— no puede negárselo a la mujer». El discurso de 
Campoamor, claramente idealista, trató de convencer a los integrantes de la Cámara y de 
posicionarlos en un punto favorable para con las mujeres. La prensa opinó que, si bien 
los argumentos de Clara Campoamor no tenían la solidez necesaria, hizo gala de una 
retórica superior y supo estar a la altura de su rival, Victoria Kent. No faltaron tampoco 
las críticas provenientes de los sectores más conservadores de la sociedad, que se mofaron 
de ambas diputadas comparando su debate parlamentario con una «rencilla entre 
mujeres». 
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Las dos opciones representaron dos modelos opuestos de entender el sufragio. La 
visión idealista de Campoamor interpretó el sufragio femenino como un derecho 
inalienable, como un rasgo más de la democracia que necesariamente debía aprobarse, 
puesto que de lo contrario la Constitución y la propia República no serían consecuentes 
con los valores que representaban y querían esgrimir ante la comunidad internacional. En 
campo contrario, la visión realista, de oportunidad política defendida por Victoria Kent y 
por las izquierdas republicanas, que temían que la influencia eclesiástica y conservadora 
impregnase el voto femenino e hiciese escorarse a la República hacia posiciones 
reaccionarias. No se oponían a conceder el derecho al voto, pero juzgaron que ese no era 
el momento apropiado para ello. 
Así pues, terminados los debates parlamentarios el Sr. Besteiro, Presidente de las 
Cortes, abrió la votación. Indalecio Prieto y otros miembros socialistas abandonaron la 
Cámara puesto que no querían verse en la tesitura de votar en contra de la decisión de su 
partido o de traicionar sus creencias. La Cámara se componía de 470 diputados, de los 
cuales aproximadamente votó el 60% —faltaron por votar 188 diputados—. El resultado 
final fue de 161 votos a favor frente 121 en contra. Quedó aprobado de ese modo el 
derecho al voto de ambos sexos en igualdad de condiciones, por primera vez en España. 
La ausencia de un 40% de los diputados muestra que la cuestión sobre el voto femenino 
no fue tan trascendental en principio, bien porque para muchos diputados las elecciones 
quedaban lejanas todavía y el voto femenino era un problema menor, bien porque tenían 
mayor relevancia los futuros debates que estaban por llegar, como el relativo a la cuestión 
religiosa o agraria, bien porque seguían sin importar demasiado los temas relativos a las 
mujeres.195 
Puede parecer que, en cierto modo, la creencia de las izquierdas acerca de que el 
voto de las mujeres se vería influenciado por la Iglesia o por el conservadurismo no iba 
tan desencaminada —recordemos que en las elecciones generales de noviembre de 1933 
la victoria fue para la CEDA— pero no se pretendía en este apartado tratar esta cuestión. 
El interés de tratar el debate sobre el voto femenino subyace en el claro tinte democrático 
que tuvo la cuestión. Rechazar el artículo 36º habría dañado seriamente el prestigio de la 
República. Puede que las opiniones «antisufragistas» estuviesen justificadas y 
presentasen argumentos convincentes, pero en esencia se trató de dar a las mujeres un 
derecho que deberían haber podido ejercer desde hacía décadas. 
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La aprobación de conceder el derecho al voto de las mujeres fue una victoria del 
feminismo, aunque algunos partidos que secundaron la propuesta tuviesen sus propios 
intereses. No se podía concebir una República democrática con una Constitución tan 
avanzada que dejase fuera del proceso electoral a la mitad de la población. No importa el 
devenir posterior. La cuestión esencial es que el voto a las mujeres tuvo que ser aprobado 
necesariamente; Campoamor fue consciente de ello, incluso a sabiendas de que las 
palabras de Victoria Kent no iban faltas de razón. Pese a ello, en sus intervenciones puso 
todo su esfuerzo en convencer a la Cámara de que debían votar a favor. Debían hacerlo 
para ser consecuentes consigo mismos, porque era menester obtener la ansiada 
emancipación de las mujeres, que llevaban décadas clamando por el reconocimiento de 
sus derechos políticos. Con la aprobación del derecho al voto España se mostró 
verdaderamente moderna, a expensas de cualquier interés de partido subyacente. El país 
mostró que era capaz de igualarse a otras naciones que habían dado el paso con 
anterioridad; demostró que la democracia perseguida con la instauración de la República 
era un proyecto serio y que para conseguir implantarlo se iba a contar, por primera vez en 
la historia, con el voto de las mujeres españolas. 
 
5. Conclusiones 
Se han ido mostrando a lo largo de este trabajo una serie de elementos considerados 
esenciales con el único fin de responder a las cuestiones que nos formulábamos al inicio: 
¿En qué grado fue democrática la Constitución que otorgó legitimidad al régimen 
republicano? ¿Cómo se fue articulando? 
Como pudimos comprobar, en un principio los anhelos que despertó la República 
fueron fruto de una intensa labor, en muchos casos revolucionaria y ajena al sistema 
imperante, que se desenvolvió entre 1930 y los primeros meses de 1931. Ya se hizo 
constar que los integrantes del CRN —futuro Gobierno Provisional— optaron en primera 
instancia por la vía armada; una revolución encabezada por diversos sectores militares 
afines y respaldada por una huelga general. La vía democrática no se planteó en ningún 
momento, quedando relegada por completo. La primera tentativa real de traer un cambio 
de régimen a España no contó con la participación popular, fue orquestada por una 
camarilla de intelectuales y políticos reducida y terminó en un sonoro fracaso. No 
obstante, mucho cambiaron las cosas desde diciembre de 1930 a abril de 1931. En esos 
meses se han podido observar numerosos movimientos de protesta, manifestaciones, 
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huelgas, publicaciones periódicas, etc. que clamaron contra el régimen monárquico, ya 
agonizante en esos momentos. La opinión pública libre, ajena a las redes clientelares y al 
caciquismo, que residía especialmente en las ciudades, dejó claro el día 14 de abril que la 
Monarquía ya no contaba con su simpatía, y que la República estaba por llegar. 
Aquí podemos encontrar dos aspectos que conviene resaltar: por un lado, está claro 
que las elecciones de abril fueron ganadas por los monárquicos en cuanto al número de 
concejales, como se ha hecho constar. Las cifras del colectivo monárquico fueron 
claramente superiores a las de los republicanos, pero como mencionábamos, los sectores 
urbanos ajenos al caciquismo votaron a las candidaturas republicanas. Esto demostró que 
la mayoría de la población no quería saber nada de la Monarquía, y preferían traer la 
República al país. Por otro lado, es innegable que la República llegó sin violencia, de 
forma espontánea y popular, un hecho sin precedentes y en esencia democrático. Sin 
embargo, aquí se entrevé un problema, y es que en muchos casos no se deseó a la 
República como mejor sistema político que la Monarquía, sino que esta última perdió 
muchos apoyos tras su respaldo a la Dictadura. Antes que seguir con una Monarquía 
corrupta, incapaz de modernizar el país y de convertirse en un régimen más democrático, 
se prefirió respaldar a la alternativa: la República. Esto no quiso decir que la mayoría de 
ciudadanos fuesen republicanos convencidos, sino que vieron en la República la 
posibilidad de cambiar su situación y de mejorar sus vidas. Una cosa es la creencia 
ferviente de que el sistema político republicano es el ideal y otra muy distinta es tener una 
serie de aspiraciones que pueden verse satisfechas con el advenimiento de una república. 
Es precisamente esta segunda opción la que predominó en España en abril de 1931, lo 
cual no quiere decir que la República no fuese bien recibida ni que no contase con 
partidarios fieles. Sin embargo, el nuevo régimen empezó su trayectoria con una 
problemática clara: tuvo que convencer a todos los sectores contrarios que la República 
era viable e iba a seguir una tendencia moderada y coherente, al tiempo que se aseguró el 
respaldo de la opinión pública e intentó implantar progresivamente una conciencia 
republicana en la sociedad. Es precisamente esa falta de «republicanismo» lo que tanto 
dificultó las cosas. No es lo mismo intentar un cambio de régimen con una población 
convencida, afín a la nueva ideología política y social, que tener que construir de nuevo 
esa ideología e ir implantándola poco a poco en la ciudadanía. 
El Gobierno Provisional antepuso en todo momento la consolidación de la 
República antes que la de la democracia. Esto se explica si se analizan los precedentes: 
un cambio de régimen político es un asunto muy complejo, pero lo es todavía más si la 
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situación precedente es radicalmente opuesta. Democracia real no había existido en 
España desde el Sexenio Democrático —y con muchos matices—, pero para poder traer 
esa democracia era necesario tener bien asentada la República, o al menos eso consideró 
la coalición republicano-socialista. El cambio de sistema político —de Monarquía a 
República— se antepuso al cambio de régimen —del régimen viciado de la Restauración 
a la democracia—, precisamente por la necesidad que tuvieron de diferenciarse del 
precedente inmediato. La Monarquía cometió errores intolerables y fue necesario 
demostrar que la República no iba a seguir los mismos derroteros. Los políticos de la 
coalición pusieron todos sus esfuerzos en traer la República y consolidarla, pero ese 
empeñó no se dirigió con tanta fuerza a la hora de consolidar la democracia. He aquí otra 
deficiencia, y es que la implantación plena de la democracia debió haber sido la principal 
preocupación del Gobierno Provisional, un «error» que debilitó las bases del incipiente 
régimen republicano. Del error cometido en 1931 se tomó nota, y en 1976-1978 se evitó 
a toda costa, dando prioridad a la venida de la democracia y dejando en segundo plano el 
cambio de sistema político. 
La democracia republicana se puso en práctica por primera vez en las elecciones de 
junio de 1931 a Cortes Constituyentes. Como pudimos ver, la abstención fue muy baja y 
los mecanismos electorales —pese a sus deficiencias— funcionaron correctamente. 
Evidentemente no pudieron votar las mujeres pero ya se dio un paso adelante, siendo la 
ciudadanía la encargada de elegir a sus representantes. El problema fue, como se ha hecho 
constar, que la nueva ley electoral favoreció las mayorías parlamentarias y eso implicó 
que amplios sectores de la población con mucha fuerza social no se vieron representados 
en las Cortes con la suficiente potencia. Esta problemática se tradujo en una Cámara que 
fue Gobierno prácticamente. La oposición fue una minoría ínfima mientras que la 
coalición republicano-socialista se afianzó todavía más en el poder. El sistema había sido 
democrático, evidentemente, pero el reglamento establecido fue desafortunado en vista 
de las dificultades que se experimentaron en el Congreso. 
El punto clave de este análisis ha sido sin duda el debate constitucional y la 
Constitución que salió del mismo. Como se ha podido comprobar, la Constitución de 
1931 fue de las más avanzadas del momento, fruto de un arduo trabajo. La influencia que 
tuvieron otras constituciones se dejó sentir en el marcado carácter social de la misma. 
Esta característica se ha destacado repetidas veces a lo largo de este trabajo, pero 
precisamente para remarcar la importancia que tuvo, puesto que muestra el interés que 
pusieron las comisiones encargadas de redactar el texto. Para ello consultaron los 
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precedentes más inmediatos, como la Constitución de la República de Weimar de 1919, 
y plasmaron las ideas desarrolladas por el constitucionalismo de posguerra en el texto 
constitucional español. La gran relación de derechos con contenido social no se puede 
explicar sin esta influencia exterior. 
La redacción de la Constitución quizá fue algo apresurada, fruto del deseo del 
Presidente de debatirla cuanto antes para poder legitimar al nuevo régimen. En ese sentido 
está claro que se pecó de impaciencia, puesto que el poco tiempo disponible obligó a los 
comisionados a redactar velozmente el articulado sin dedicarle la suficiente reflexión y 
posterior debate —como quiso hacer desde un principio Jiménez de Asúa, recordemos—
. No obstante, y pese a ese problema, el proyecto de Constitución que presentó la 
Comisión y que pasó a debate en las Cortes fue un texto muy claro, avanzado, que 
recopiló los principales avances del Derecho Público europeo. La democracia que se 
pretendió implantar en España tuvo un texto legal que la refrendó y le dio consistencia. 
Los diversos artículos que se han ido analizando han pretendido mostrar precisamente ese 
carácter moderno, ese marcado contenido social, esas garantías que prometían una 
democracia real para toda la ciudadanía española. 
Hubo deficiencias, por supuesto. La cuestión religiosa fue, a nuestro entender, la 
principal. El enfrentamiento entre las tendencias republicanas y antirrepublicanas, así 
como las posturas clericales y anticlericales, empañó la labor democrática de las Cortes. 
Amplios sectores de la población fueron afines a la Iglesia y a la religión católica y, pese 
a esa afinidad, respaldaron inicialmente a la República. La aprobación de los artículos 26º 
y 27º provocó una división interna, y el régimen republicano arrastró esta problemática 
hasta el final. La religión fue empleada desde entonces como un instrumento 
antirrepublicano, un argumento esgrimido por los sectores más conservadores para 
oponerse a las reformas republicanas, especialmente durante el bienio reformista. 
Posiblemente, el aspecto más democrático de toda la Constitución fue el 
reconocimiento del derecho de sufragio a las mujeres —junto a la ampliación de los 
derechos individuales y sociales—. La cuestión no podía ser demorada por más tiempo, 
y es que no importaban realmente las consecuencias que pudieran derivarse de su 
aprobación. Citando a Clara Campoamor, era una cuestión ética que no podía ignorarse 
por más tiempo. Los diputados tuvieron que ser consecuentes consigo mismos. No se 
podía traer una República de trabajadores de toda clase, con tanto contenido social, y no 
hacer extensibles esos derechos a la mitad de la población. En la consecución del voto 
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femenino vemos una clara victoria del feminismo y una medida democrática donde las 
haya. 
Así pues, y concluyendo ya este trabajo, quisiéramos hacer constar que, a nuestro 
entender, la democracia republicana fue una tarea muy costosa que trajo consigo 
numerosas problemáticas pero que en todo momento intentó satisfacer los anhelos de 
amplios sectores sociales. La República no llegó gracias a un movimiento republicano 
potente y organizado, pero eso no significó en absoluto que sus fundamentos y los de la 
democracia incipiente fuesen débiles. Como constatábamos, las elecciones de junio son 
la prueba fehaciente de que los mecanismos funcionaron correctamente, cuando la 
ciudadanía hizo uso de su soberanía otorgando su confianza a las Cortes. Hubo después 
muchos fracasos, muchas victorias, debilidades y fortalezas, pero el devenir de la 
República no quedó escrito en 1931 ni mucho menos. Tras la aprobación de la 
Constitución, la democracia inició su andadura de forma plena por primera vez en la 
historia de España y únicamente se vio interrumpida por una guerra fratricida. Eso es algo 
que debemos mantener en la memoria y estudiar en la Historia, por encima de 
desavenencias ideológicas, disparidad de opiniones y pluralidad de creencias. Esa es, en 
esencia, la función que nosotros, como historiadores, debemos perseguir: que la memoria 
no se pierda ni se manipule en beneficio propio o de terceros. Es nuestra responsabilidad 
como profesionales de la Historia transmitir, en la medida de lo posible y lo mejor que 
seamos capaces, el conocimiento histórico. Quizá de ese modo se pueda proporcionar 
más cultura a la población y se puedan dar a conocer, como es el caso de este trabajo, los 
mismos orígenes de la democracia que disfrutamos todos hoy en día y que en muchos 




6. Anexo de referencias 
 
«Sucesos del 11 de mayo de 1931 en Madrid» [en línea], en Archivo Histórico de RTVE 





Ilustración 1. Consejo de Ministros del Gobierno Provisional de la Segunda República española 
 
Fuente: «PROCLAMACIÓN SEGUNDA REPÚBLICA (14 de Abril de 1931)» [en 





Ilustración 2. Proclamación de la Segunda República el 14 de abril de 1931 en Madrid 
Fuente: «Segunda República: qué pasó el 14 de Abril de 1931» [en línea], en el Periódico 




Ilustración 3. Página final de la Constitución de 1931. 
Fuente: PEÑA RAMIRO: «Aniversario de la II República Española» [en línea], en Peña 






Ilustración 4. Clara Campoamor, primera mujer española que habla ante unas Cortes legales. 
Fuente: «Doc. 20 – 1931-09-20. Clara Campoamor, primera mujer española que habla 
ante unas Cortes legales. Crónica (Madrid)» [en línea], en Archivo del Ateneo de Madrid 
[consulta: 3/VI/2017], disponible en: http://archivo.ateneodemadrid.es/1931-09-20-
clara-campoamor-primera-mujer-espa-ola-que-habla-ante-unas-cortes-legales-cr-nica-




AGUADO HIGÓN, Ana: «Entre lo público y lo privado: sufragio y divorcio en la 
Segunda República», en Ayer. Revista de Historia Contemporánea, Nº 60, 
El nuevo orden mundial y el mundo islámico, Madrid, Marcial Pons, 
Ediciones de Historia, 2005, pp. 104-134. 
— «Identidades de género y culturas políticas en la Segunda República», en Pasado 
y Memoria. Revista de Historia Contemporánea, Nº 7, Mujeres y culturas 
políticas, Alicante, Universidad de Alicante, 2008, pp. 123-141. 
ALCALÁ-ZAMORA, Niceto: Memorias, Ed. Planeta, Barcelona, 1998 (1ª ed. 
Barcelona, 1977), pp. 211-212. 
ASENSI SABATER, José: «La Constitución española y la cultura política», en 
Anales de la Universidad de Alicante. Facultad de Derecho, Nº 1, Alicante, 
Universidad de Alicante: Facultad de Derecho, 1982, pp. 9-28. 
AZAÑA DÍAZ, Manuel: Obras completas (4 vol.), vol. II, México D.F., Ediciones 
Oasis, 1966, pp. 444, 940. 
— Memorias políticas y de guerra (2 vols.), vol. I, Ed. Crítica, Barcelona, 1978, p. 
167. 
— Diarios Completos, Barcelona, Editorial Crítica, 2000, pp. 145-423.  
BAHAMONDE MAGRO, Ángel (coord.) et al.: Historia de España. Siglo XX 
1875-1939, Madrid, Ediciones Cátedra, 2000. ISBN 84-376-1814-2 
BAR CENDÓN, Antonio: «El problema del voto de desconfianza en la 
Constitución española de 1931», en Revista de Derecho Político, Nº 12, La 
Constitución de 1931 y el régimen político de la II República, Madrid, 
UNED: Facultad de Derecho, invierno 1981-1982, pp. 85-103. 
BEN-AMI, Shlomo: Los orígenes de la Segunda República española: Anatomía de 
una transición, Madrid, Alianza Editorial, 1990. 
CABANELLAS, Guillermo: Cuatro Generales, vol. I, Barcelona, Editorial Planeta, 
1977, p. 204. 
CAMPOAMOR RODRÍGUEZ, Clara: El voto femenino y yo. Mi pecado mortal, 
Madrid, Horas y Horas, 2006 (ed. or. de 1936). 
CAPEL MARTÍNEZ, Rosa María: El Sufragio Femenino en la Segunda República 
Española, Madrid, Horas y Horas, 1992. 
71 
 
— «El sagrado derecho de votar», en Isabel MORANT DEUSA (dir.), Historia de 
las mujeres en España y América Latina. Vol. IV. Del siglo XX a los 
umbrales del XXI, Madrid, Ediciones Cátedra, 2006, pp. 77-100. 
— «La conquista del voto femenino», en Andalucía en la Historia, Nº 13, La 
conquista del Voto Femenino, Sevilla, Centro de Estudios Andaluces, abril 
2006, pp. 46-52. 
CARDONA ESCANERO, Gabriel: El poder militar en la España contemporánea 
hasta la guerra civil, Madrid, Siglo XXI de España Editores, 1983. 
CARR, Raymond: España 1808-1939, Barcelona, Ediciones Ariel, 1970, p. 580. 
CASANOVA RUIZ, Julián: República y Guerra Civil. Historia de España Vol. 8, 
FONTANA I LÁZARO, Josep y Ramón VILLARES PAZ (dir.), Madrid, 
Editorial Crítica/Marcial Pons, 2007. 
CASES SOLA, Adriana: «Del “ángel del hogar” al “ángel del ayuntamiento”. 
Mujeres e imagen del poder en Alicante (1923-1931)», en Feminismo/s, Nº 
16, Género e imagen del poder en la historia contemporánea, Alicante, 
Universidad de Alicante. Instituto Universitario de Investigación de 
Estudios de Género, diciembre 2010, pp. 139-158. 
CIERVA Y PEÑAFIEL, Juan de la: Notas de mi vida, Madrid, Instituto Editorial 
Reus, 1955, pp. 362-380. 
CORCUERA ATIENZA, Francisco Javier: «La Constitución española de 1931 en 
la historia constitucional comparada»,  en Fundamentos: Cuadernos 
monográficos de teoría del Estado, derecho público e historia 
constitucional, Nº 2, Modelos constitucionales en la historia comparada, 
Oviedo, Universidad de Oviedo: Área de Derecho Constitucional, 2000, pp. 
629-695. 
DE PUELLES BENÍTEZ, Manuel: «La educación en el constitucionalismo 
español», en Cuestiones Pedagógicas, Nº 21, Sevilla, Secretariado de 
publicaciones de la Universidad de Sevilla, 2011/2012, pp. 15-35. 
DIEZ-PICAZO, Luís María: « ¿Una Constitución sin declaración de derechos? 
(Reflexiones constitucionales sobre los derechos fundamentales de la 
Comunidad Europea)», en Revista Española de Derecho Constitucional, Nº 
32, Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, mayo-agosto 
1991, pp. 135-155. 
72 
 
FERNÁNDEZ SORIA, Juan Manuel: «Manuel Azaña y el Estado educador en la 
Constitución española de 1931», en Cuestiones Pedagógicas, Nº 21, Sevilla, 
Secretariado de publicaciones de la Universidad de Sevilla, 2011/2012, pp. 
85-119. 
FRANCO RUBIO, Gloria A.: «Los orígenes del sufragismo en España», en 
Espacio, Tiempo y Forma, Serie V, Historia Contemporánea, Nº 16, 
Madrid, UNED: Departamento de Historia Contemporánea, 2004, pp. 455-
482. 
GARCÍA ANDREU, Mariano: Alicante en las elecciones republicanas, 1931-
1936, Alicante, Ayuntamiento de Alicante/Universidad de Alicante: 
Secretariado de Publicaciones de la Universidad de Alicante, 1985. 
GARCÍA-ATANCE, María Victoria: «Crónica parlamentaria sobre la Constitución 
española de 1931», en Revista de Derecho Político, Nº 12, La Constitución 
de 1931 y el régimen político de la II República, Madrid, UNED: Facultad 
de Derecho, invierno 1981-1982, pp. 295-306. 
GARCÍA CANALES, Manuel: «La Constitución española de 1931 y su aplicación 
(Bibliografía comentada)», en Revista de Estudios Políticos (Nueva Época), 
Nº 31-32, La Segunda República Española, Madrid, Centro de Estudios 
Políticos y Constitucionales, enero-abril 1983, pp. 209-264. 
GILABERT ORTEGA, José A.: «Tres momentos iniciales en la vida política de 
Manuel Azaña», en Anales de la Universidad de Alicante. Facultad de 
Derecho, Nº 5, Alicante, Universidad de Alicante: Facultad de Derecho, 
1990, pp. 135-149. 
GIMÉNEZ MARTÍNEZ, Miguel Ángel: «El régimen parlamentario de la Segunda 
República y las relaciones entre su Presidente, el Gobierno y las Cortes», en 
Hispania Nova. Revista de Historia Contemporánea, Nº 13, Madrid, 
Universidad Carlos III, 2015, pp. 54-77. 
GÓMEZ CARBONERO, Sonsoles: «Dos procesos paralelos hacia el final trágico 
de la democracia: las culturas políticas de Weimar y de la Segunda 
República Española», en Investigaciones Históricas: Época moderna y 
contemporánea, Nº 21, Valladolid, Universidad de Valladolid, 2001, pp. 
281-299. 
GONZÁLEZ CALLEJA, Eduardo (coord.) et al.: La Segunda República española, 
Barcelona, Pasado y Presente, 2015. 
73 
 
GONZÁLEZ POSADA, Carlos y Nicolás PÉREZ SERRANO: Constituciones de 
Europa y América, Madrid: Librería General de Victoriano Suárez, 1927. 
HOYOS Y VINENT, José María de: Mi testimonio, Madrid, Afrodisio Aguado 
Editores, 1962, pp. 104-105, 107, 183. 
JACKSON, Gabriel: La República Española y la Guerra Civil, 1931-1939 (2ª 
edición), Barcelona, Editorial Crítica, 1976. 
JULIÁ DÍAZ, Santos: Madrid, 1931-1934. De la fiesta popular a la lucha de clases, 
Madrid, Siglo XXI, 1984. 
— Manuel Azaña. Una biografía política, Madrid, Alianza Editorial, 1990. 
— «Sistema de partidos y problemas de consolidación de la democracia», en Ayer. 
Revista de Historia Contemporánea, Nº 20, Política en la Segunda 
República, Madrid, Marcial Pons, Ediciones de Historia, 1995, pp. 111-139. 
— Vida y tiempo de Manuel Azaña, 1880-1940, Madrid, Santillana Ediciones 
Generales S. L., 2008. 
— La Constitución de 1931, Madrid, Iustel, 2009, p. 31. 
— «Cosas que de la Transición se cuentan», en Ayer. Revista de Historia 
Contemporánea, Nº 79, Procesos de construcción de la democracia en 
España y Chile, Madrid, Marcial Pons, Ediciones de Historia, 2010, pp. 297-
319. 
MALEFAKIS, Edward: Reforma agraria y revolución campesina en la España del 
siglo XX, Barcelona, Ariel, 1971. 
MOA RODRÍGUEZ, Luís Pío: Los personajes de la República vistos por ellos 
mismos, Madrid, Ediciones Encuentro, 2000. 
MONTERDE GARCÍA, Juan Carlos: «Algunos aspectos sobre el voto femenino 
en la II República española: debates parlamentarios», en Anuario de la 
Facultad de Derecho, Nº 28, Badajoz, Universidad de Extremadura: 
Servicio de Publicaciones, 2010, pp. 261-277. 
NASH, Mary: «Identidades, representación cultural y discurso de género en la 
España contemporánea», en CHALMETA, Pedro et al.: Cultura y Culturas 
en la Historia, Salamanca, Ediciones Universidad de Salamanca, 1995,  pp. 
191-203. 
OLIVER ARAUJO, Joan: «La cuestión religiosa en la Constitución de 1931: una 
reflexión sobre un tema clásico», en Revista de Estudios Políticos (Nueva 
74 
 
Época), Nº 81, Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 
julio-septiembre 1993, pp. 175-183. 
— «La Constitución republicana de 1931», en Dereito: Revista Xurídica da 
Universidade de Santiago de Compostela, Vol. 6, Nº 1, Santiago de 
Compostela, Universidad de Santiago de Compostela: Servicio de 
Publicaciones e Intercambio Científico, 1997, pp. 107-119. 
OROBON, Marie-Angèle: «La Nación republicana entre herencia y ruptura. Una 
aproximación a la definición de España en el debate constitucional de 
1931», en Historia Constitucional, Nº 10, El Constitucionalismo español e 
italiano en el siglo XX, Madrid, Centro de Estudios Políticos y 
Constitucionales, 2009, pp. 201-215. 
— «Lenguas y Naciones en las Cortes Constituyentes de la II República: la visión 
castellana», en Investigaciones Históricas: Época moderna y 
contemporánea, Nº 34, Valladolid, Universidad de Valladolid, 2014, pp. 
185-209. 
ORTEGA Y GASSET, José: «El error Berenguer», El Sol [en línea], Nº 4138, 
Madrid, 15/XI/1930, disponible en: 
http://hemerotecadigital.bne.es/issue.vm?id=0000435614&search=&lang=
es [consulta: 4/III/2017]. 
— “Agrupación al servicio de la República (Manifiesto)” (1931), en Obras 
completas, vol. IV, Madrid, Fundación Ortega y Gasset, Taurus, 2005, pp. 
660-663. 
OSSORIO Y GALLARDO, Ángel: «Prólogo del Anteproyecto de la Constitución», 
remitido al Ministerio de Justicia el 6 de julio de 1931, en Biblioteca Virtual 
Miguel de Cervantes [en línea], disponible en: 
http://www.cervantesvirtual.com/obra-visor/anteproyecto-de-constitucion-
de-la-republica-espanola-de-1931/html/490eae19-ba06-405a-9428-
b6cbef5c2f12_2.html  [consulta: 28/IV/2017]. 
PÉREZ AYALA, Andoni: «La Constitución republicana de 1931 siete décadas 
después», en Cuadernos Republicanos, Nº 49, Madrid, Centro de 
Investigación y Estudios Republicanos, 2002, pp. 13-34. 
PÉREZ GIL, Luís V.: «Análisis de los principios constitucionales y las 
competencias en las relaciones exteriores en la Constitución española de 
diciembre de 1931», en Revista española de Derecho Constitucional, Nº 63, 
75 
 
Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, septiembre-
diciembre 2001, pp. 129-165. 
PILAR VILLABONA, María: «La Constitución mexicana de 1917 y la española de 
1931», en Revista de Estudios Políticos (Nueva Época), Nº 31-32, La 
Segunda República Española, Madrid, Centro de Estudios Políticos y 
Constitucionales, enero-abril 1983, pp. 199-208. 
PRIETO GUTIÉRREZ, María Gemma y Benigno PENDÁS GARCÍA: «La 
Seguridad Social en la Constitución española de 1931», en Revista de 
Política Social, Nº 139, Madrid, Centro de Estudios Políticos y 
Constitucionales, julio-septiembre 1983, pp. 51-91. 
RAGUER SUÑER, Hilari: «La Iglesia española en la Segunda República», en 
Arbor, Nº 426-427, Madrid, CSIC, 1981, p. 51. 
RAMÍREZ JIMÉNEZ, Manuel: «Diciembre de 1931: una Constitución no 
integradora», en Cuadernos de Pensamiento Político, Nº 13, enero-marzo 
2007, pp. 83-108. 
RAMOS PALOMO, Mª Dolores: «Luces y sombras en torno a una polémica: la 
concesión del voto femenino en España (1931-1933)», en Baetica. Estudios 
de Arte, Geografía e Historia, Nº 11, Málaga, Universidad de Málaga: 
Facultad de Filosofía y Letras, 1988, pp. 563-573. 
RUIZ FRANCO, Rosario: «La República de las mujeres», en Espacio, Tiempo y 
Forma, Serie V, Historia Contemporánea, Nº 18, Madrid, UNED: 
Departamento de Historia Contemporánea, 2006, pp. 171-185. 
SÁNCHEZ PÉREZ, Francisco (coord.) et al.: La España del siglo XX. Síntesis y 
materiales para su estudio, Madrid, Alianza Editorial, 2015. 
SÁNCHEZ RECIO, Glicerio: «El consenso en la implantación de los regímenes 
democráticos: 1931 y 1978», en Pasado y Memoria. Revista de Historia 
Contemporánea, Nº 6, II República y Transición, Alicante, Universidad de 
Alicante, 2007, pp. 15-32. 
TUSSELL GÓMEZ, Javier: «La descomposición del sistema caciquil español 
(1902-1931)», en Revista de Occidente, Nº 127, El Caciquismo, Madrid, 
ARCE, oct. 1973, pp. 90-92. 
VARELA SUANZES-CARPEGNA, Joaquín: «La Constitución de 1931 y la 
organización territorial de Estado», en Iura Vasconiae, Nº 10, XI Simposio 
de Derecho Histórico y Autonómico de Vasconia. Del autogobierno foral a 
76 
 
la autonomía constitucional (1876-1936), Guipúzcoa, FEDHAV, 2013, pp. 
323-354. 
VICENTE AZNAR, Ignacio Félix: Historia política de la Segunda República. 
Advenimiento y Bienio Reformista (1931-1933), Roberto CEAMANOS 
LLORENS (dir. Trabajo fin de Grado), Zaragoza, Universidad de Zaragoza: 
Facultad de Filosofía y Letras, 2015. 
YUSTA RODRIGO, Mercedes: «La Segunda República: significado para las 
mujeres», en Isabel MORANT DEUSA (dir.), Historia de las mujeres en 
España y América Latina. Vol. IV. Del siglo XX a los umbrales del XXI, 
Madrid, Ediciones Cátedra, 2006, pp. 101-122. 
ZAMBRANO ALARCÓN, María: Delirio y Destino (los veinte años de una 
española), Madrid, Horas y Horas, 1989. 
 
8. Archivos y Hemerotecas 
ABC [en línea]. Madrid, Nº 8.833, 8.843, 8.849, 8.851, 8.883 y 8.884  [consulta: 
29/III/2017], en Hemeroteca Digital del ABC. Disponible en: 
http://hemerotecadigital.bne.es/details.vm?q=id:0000384902  
ANUARIO ESTADÍSTICO [en línea]. Madrid, INE, 1931, sección «Política y 
Fuerza Armada» [consulta: 16/III/2017], en Instituto Nacional de 
Estadística, disponible en: 
http://www.ine.es/inebaseweb/treeNavigation.do?tn=150156&tns=150814
#150814 
DIARIO DE SESIONES [en línea]. Madrid, 1931, Nº 30, 38, 41, 45, 47, 48, 55, 56 
y 64 [consulta: 24/V/2017], en Congreso de los Diputados. Diario de 
Sesiones, disponible en: http://www.congreso.es/est_sesiones/  
EL IMPARCIAL [en línea]. Madrid, 1931, Nº 22.148 [consulta: 18/IV/2017], en 
Hemeroteca Digital. Biblioteca Nacional de España. Disponible en: 
http://hemerotecadigital.bne.es/details.vm?lang=es&q=id:0000189234  
EL SOCIALISTA [en línea]. Madrid, 1931, Nº 6.916, 6.927, 6.955, 6.966, 6.967, 
6.969, 6.976 y 7.009 [consulta: 24/IV/2017], en Hemeroteca Digital de El 




EL SOL [en línea]. Madrid, Nº 4.138 y 4.286 [consulta: 26/III/2017], en 
Hemeroteca Digital. Biblioteca Nacional de España. Disponible en: 
http://hemerotecadigital.bne.es/details.vm?lang=es&q=id:0000182002  
GACETA DE MADRID [en línea]. Madrid, Nº 130, 135 (1931) y 222 (1907) 
[consulta: 19/III/2017], en Gazeta: colección histórica. Boletín Oficial del 
Estado, disponible en: http://www.boe.es/buscar/gazeta.php  
HERALDO DE MADRID [en línea]. Madrid, 1931, Nº 14.248 [consulta: 
21/V/2017] en Hemeroteca Digital. Biblioteca Nacional de España. 
Disponible en: 
http://hemerotecadigital.bne.es/details.vm?q=id:0000384902  
LA ÉPOCA [en línea]. Madrid, 1931, Nº 28.556 [consulta: 18/IV/2017], en 
Hemeroteca Digital. Biblioteca Nacional de España. Disponible en: 
http://hemerotecadigital.bne.es/details.vm?lang=es&q=id:0000000021  
